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DEMANDA DE LOS REPRESENTANTES DE ERLINDA Y ERNESTINA SERRANO CRUZY

SUS FAMILIARES ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

ERLINDA Y ERNESTINA SERRANO CRUZV. REPÚBLICA DE EL SALVADOR

,. ASPECTOS GENERALES
lA Antecedentes

Con fecha 13 de junio de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -en
adelante. "la Comisión", "la Comisión lnteramericana" o "la CIDH"- presentó a la Corte
Interamericana de Derechos Humanos -en adelante , "la Honorable Corte", "fa Corte IDH", o "la
Corte Interamencana"-, una demanda contra la República de El Salvador ---en adelante, "el
Estado salvadoreño". o "el Estado"- conforme a 10 dispuesto en el articulo 51 de la Convención
Americana sobreDerechosHumanos-en adelante, "la Convención", "la Convención Americana"
o "la CADHo- como consecuencia de las violaciones a los derechos humanos ocasionadas con
la desaparición de Erlinda y Emestlna Serrano Cruz, el 2 de junio de 1982, ocurrida en el
departamento de Charatenango, territorio de El Salvador.

En la demanda de la Comisión Interamericana se denuncia al Estad o salvad oreño por la
violación de los derechos a la vida (artIculo 4), a la integridad (arti culo 5), a la libertad y
seguridad personales (articulo 7), a los derechos del niño (articulo 19), al nombre (articulo 18), a
la protección a la familia (artículo 17), a las garantias del debido proceso (articulas 8 y 25), como
el incumplimiento de las obligaciones generales consagradas en el articulo 1.1 de la Convenci6n,
en pe~uicio de Erlinda y Emestina Serrano Cruz (en adelante ~ Ias victimas·). Asimismo, la
Comisión solicít6 a la Honorable Corte que concluyera que el Estado salvadoreño ha violado , en
perjuicio de los familiares de las hermanas Serrano , los derechos consagrados en los articulas 5
y 17 de la Convenci6n Americana , en relaci6n con el articulo 1.1 de la misma .

Los representantes de las vi ctimas y sus familiares coincid imos , en general , con los planteos
reelizados por la Ilustre Comisi6n en su demanda . Por ello nos remit imos a dichos
planteamientos , y nos adherimos a las conclusiones alll vertidas, asi como a ras solicitudes
manifestadas a esta Honorable Corte. Por tanto , la presente demanda tiene como fin
complementar algunos de los planteamientos vertidos por la Ilustre Comisión en su escrito de
demanda en lo relat ivo a la precisi6n de los hechos, las pretens iones de derecho y en materia de
reparaciones .

1.8 Objeto
Erlinda y Ernestina Serrano Cruz, dos niñas salvadoreñas, desaparecieron en manos de las
fuerzas armadas salvad arenas en junio de 1982 en medio de un operativo contrainsurgente. El
Estado salvadoreño tenia una obligación especial de proteger a los ninos y niñas afectados por la
guerra y tend rfa que haber garantizado la reunlficaci6n de estas personas menores de edad con
sus padres, lo cual no hizo . Al haber ratificado la Convenci6n Americana asumió , asimismo, el
compromiso de dar una respuesta satisfactoria a sus familiares respecto del paradero de las
niñas y niños en general y de las hermanas Serrano en particular, as! como de resarcirles por las
violaciones sufridas tanto por las niñas como la familia . Más de veinte anos después de la
deeaparicón de Erlinda y Ernestina Serrano Cruz, el Estado no ha asumido su responsabilidad
por los hechos que se denuncian, sino que únlcamente se ha limitado a justificar la deseperlcíón
de las dos niñas y la falta de investigación en factores que se dieron durante el conflicto, como la
quema de expedientes y el tiempo transcurrido desde el 2 de junio de 1982 hasta la fechal .

, Al respecto, véase comunicación del Estado salvadoret\o presentada a la Ilustre Comisión el 3 de julio de 2003, la
cual nos fue notificada por la Honorable Corte el dla 4 de julio de 2003.
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La familia Serrano Cruz ha tenido que caminar por más de veinte anos para lograr que su caso
sea resuelto por este altlsimo tribunal. Ese hecho. y la posibilidad que obtener una sentencia
favorable les significa la esperanza de encontrar y reunificarse. en su caso, con Erlinda y
Emestina. 5;gnifrca. asimismo, un alivio y la única oportunidad que tiene esta familia de lograr
justicia en el caso. Finalmente, al ser este caso ejempliftcante respecto de los cientos de niños y
nlñas arrancados de sus familias en la crudeza de un conflicto armado. tenemos confianza que,
en el momentooportuno, la Honorable Corte decida varias reparaciones que Permitirán resolver
las graves violaciones a los derechoshumanos expuestas de modo que los hechos denunciados
no se vuelvan a repetir.

Es importante resaltar que las reparaciones que solicita esta representación sobrepasan la
situación de nuestras representadas. Sin embargo, consideramos que este caso es una pequeña
muestra de lo que han sufrido muchos sefvedcreacs. Por tanto, y con el fin de que hechos tan
lamentables no welvan a suceder, Jos representantes de las vlctlmas y sus familiares incluiremos
solicitudes que consideramos fundamentales que sirvan para garantizar la no repetici6n de los
hechos, que incluyan, entre otras, la difusi6n de un video y la designaci6n de un dia
conmemorando a los niños y niñas desaparecidos, la debida tipificación del delito de
desaparición forzada y la creación de un programa de capacitaci6n a las fuerzas armadas. Por
otra parte, es fundamental continuar con la labor de ubicaci6n de los demás jóvenes que, al
momento de su desaparición, eran níñoe y ninas, por lo que solicitariamos a la Honorable Corte
desaparecidos la creación de una comisión encargada de establecer el paradero de estas
personas, ael como de un fondo de reparación para éstas.

Por tanto, esta demanda aporta los argumentos, pruebas y solicitudes de las vlctimas y sus
familiares del presente caso, en relación con la violación de derechos consagrados en la
Convención Americana. En atención a los argumentos y elementos probatorios que
desarrollaremos y ofreceremos oportunamente, reiteraremos las solicitudes realizadas por la
Ilustre Comisión Interamericana en su demanda. En especifico, solicitaremos a la Honorable
Corte Interamericana de Derechos Humanos que concluya y declare que:

a. Al capturar y desaparecer a Erllnda y Emestina Serrano Cruz, el Estado salvadoreño les
violó los siguientes derechos protegidos por la Convención Americana sobre Derechos
Humanos: el derecho a la vida (articulo 4), a la integridad personal (articulo 5), a la
libertad y seguridad personales (articulo 7), a las garantlas judiciales y a una protección
judicial (artículos 8 y 25, respectivamente). Asimismo, el Estado la responsabilidad
internacional del Estado se ha comprometido por la violación, en perjuicio de los familiares
de Ertinda y Ernestina Serrano Cruz, del derecho a la integridad personal (articulo 5), a la
protección a la familia (articulo 17, a las garantlas judiciales (articulo 8) y a la protección
judicial (articulo 25)2

b. El Estado salvadoreno es igualmente responsable por la violación del derecho a la
protección a la familia (articulo 17), al nombre (articulo 18) y a la protección especial por
ser su condición de nlñas (articulo 19) respecto de Ernestina y Erlioda Serrano. Ello. en
virtud de que, posterior al secuestro y desaparición de las nlñae, no tomó ras medidas
especiales que su condición de menores requería y, entre otras cosas, no las reunificó
con su familia ni les respetó el derecho a su nombre.

2 Véase Demanda preaentada el 13 de junio de 2003 por la Comisión Interamer1C11na de Derechos Humanos ante
le Cort.lntennnet1c:ena de Derechos Humenos contnl.l Eatlldo aalvldol1lno. Ceso 12.132. Emestln. y El1lnda
S«nno Cruz (en lo sucesivo. "demanda de la Comisión").

2
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c. El Estadosalvadoreño es responsable por incumplircon su obligación generar de respetar
y garantizar los derechos contenidos en la Convención Americana, prevista por el articulo
1.1 de este tratado.

Con base a estas conclusiones. nos sumamos a la solicitud de la Ilustre Comisión 3 y pedimos a
la Honorable Corte que ordene al Estadode El Salvador lo siguiente:

8. Que lleve a cabo una investigación completa, imparcial y efectiva a fin de identificar,
procesar y sancionar a los agentes del Estado responsables de la captura y posterior
desaparici6n forzada de Emestina y ErUnda Serrano Cruz, por lo hechos ocurridosa partir
del 2 de junio de 1982, en el municipio de San Antonio de la Cruz, departamento de
Chalatenango.

b. Que tome las medidas necesarias para encontrar a las niñas y garantizar el reencuentro
con sus familiares, en caso de que las primeras estén vivas . En particular que:1. transmita
circulares internas en los consulados salvadorenos en Europa y en América sobre los
nombres de las nlñas y ninos desaparecidos, a fin de facilitar el reencuentro con sus
familias ; mantenga una página de intemet con información relevante que contribuya a
facilitar el reencuentro de los jOvenes aún no encontrados con sus familias, asl como que
difunda una publicaciOn impresa bimestral en los departamentos donde se han
documentado desapariciones de niñas y niños con informaciOn semejante a la contenida
en la página web.

c. En caso de que eso no sea posible , que realice una investigaciOn exhaustiva a fin de
ubicar, identificar entregar los restos de Emestina y Er1inda Serrano Cruz a sus familiares,
en caso de que llegue a establecerse que fueron asesinadas.

d. Que adopte las medidas necesarias para que tanto Er1inda y Emestina Serrano Cruz
como sus famHiares reciban una adecuada y oportuna reparación que comprometa una
plena satisfacción por las violaciones de los derechos humanos alegados en esta
demanda , asf como el pago de una justa indemnización compensatoria por los danos
patrimoniales y extrapatrimoniales, incluyendo el daño inmaterial.

e. Resarcir los gastos y costas en que hayan incurrido la familia Serrano , asl como sus
representantes en los trámites en los ámbito interno, ante la Ilustre Comisión y la
Honorable Corte .

f . Realizar las siguientes garantias de sañsfacclón y no repetición de los hechos violatonos:
A. Como medida de satisfacción frente a la familia Serrano, 1. el otorgamiento de

disculpas públicas por lo hechos que dieron origen al presente caso , asl como 2. 'a
publicación de la totalidad de la sentencia que, en su momento, emita la honorable
Corte;

B. Para impulsar el establecimiento del paradero de los jóvenes que aún se
encuentran desaparecidos, solicitaremos que la Honorable Corte ordene al Estado:
1. crear una la Comisión Nacional de Búsqueda de Nif\os y Niñas. asl como un
fondo para j óvenes reencontrados; adopción de un programa de asistencia
psicológica a las familias y a 'as personas reencontradas;

J lbid., Parro5.

3
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C. Para evitar la recurrencia de los hechos establecidos es crucial mantener viva la

memoria, por 10 cual solicitamos: 1. la difusión de un video como garantla que
hechos tan lamentables no volverán a repetirse ; y 2. la designación de un die para
conmemorar a los ninosy niftasdesaparecidos;

D. Asimismo, para que no vuelvan a repetirse estos trágicos eventos. es fundamentar
1. que se garantice la mayor protección legal a fin de que se tipifique
adecuadamente el delito de desaparición forzada; y 2. Que se lleve a cabo un
programa de educación y capacitación en derechos humanos a las fuerzas
armadas salvadoreñ as.

I.C l.8gI1lmaclÓll Y noIIIIcacIones
De confonnidad con los poderes enviados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
a la Honorable Corte, junto con la demanda presentada el 13 de junio de 2003, la madre y
hermana mayor de Er1inda y Emestina Serrano Cruz han consentido en ser representadas por la
Asodación Pro-Búsqueda de Niños y Ninas Desaparec idos (Pro-Búsqueda) y el Centro por la
Justicia y el Derecho Internacional (CEJ1L).

Ambas organizaciones hemos designado como representante común a la Ora. Viviana Ktsticevic,
Directora Ejecutiva de CEJIL.

En cuanto a las notificaciones relacionadas con este caso, solicitamos, de manera atenta, a la
Honorable Corte, que éstas se dirijan a la siguiente dirección:

125 m. sur del Spoon de los Yoses
San José, Costa Rica
Teléfono: 506 ·2807473
Fax: 506 - 2605260

Antes de reiterar los hechos y argumentos esgrimidos por la Ilustre Comis ión en su demanda , asf
como de aportar información adicional a ésta, los representantes de las vlctimas y sus familiares
consideramos oportuno referirnos a dos cuestiones prelim inares, relativas a la competencia
ratione tempons que la Honorabl e Corte tiene para conocer y pronunciarse sobre el presente
caso, as! como algunos señalamientos sobre la prueba en este caso.

-
-
-

11. CUESTIONES PRELIMINARES

-
-

-
-

IIA Respecto de la cornpeIencia de la Honorable Corte
El Estado salvadore ño firm6 la Convención Americana sobre Derechos Humanos el dla 23 de
junio de 1978 y aceptó la jurisdicción contenciosa de la Honorable Corte el 6 de jun io de 1995<4.

4 El reconocimiento de la competencia de la Honorable realizado por El Estado se cita a continuación:
ya vele a

Res:ooocjniento de conpetencia:
1. El Gobierno de El SaNador reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin Convención especial, la
competencia de la Corte lntefamericana de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el
Articulo 62 de la Coovenci6n Americana sobre Derechos HumBOOs o ~Pacto de San José~.

11. El Gobierno de El Salvador, al reconocer tal competencia, deja constancia que su aceptación se hace por
plazo Indefinido, bajo condición de reciprocidad y con la reSeNa de que los casos en que se reconoce la
competencia, comprende sola y exdusivamente hechos o actos jurldicos posteriores o hechos o actos
jurldicos cuyo principio de ejecución sean posteriores a la facha del depósito de esta Dedaración de

4
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Por ende. al momento en que se dieron los hechos el Estado tenía la obligación de garantizar y
respetar los derechos de la familia Serrano y, en particular, de Erlinda y Ernestina, aún cuando al
momento de ocurrir los hechos el Estado no hubiera aceptado la jurisdicción obligatoria de la
Honorable Corte.

En su demanda, la Ilustre Comisión hizo referencia especifica a la continuidad de las violaciones
que denunció. la cual se renovó al momento de la aceptación, por parte de El Estado
demandado. de la competencia contenciosa de este alto Tribunal!i. Los representantes de las
victimas y sus familiares compartimos plenamente el argumentode la Ilustre Comisión.

Si bien es cierto que la competencia de la Honorable Corte fue aceptada en 1995, no menos 85
verdad que la jurisprudencia desarrollacla por esta máxima instancia ha concluido que la
desaparición forzada de personas debe ser entendida como una violación múltiple y continuada
de varios de 105 derechos contenidos en la Convención Americana", Hasta en tanto la persona no
es encontrada y se haya juzgado y sancionado a los responsables, el Estado denunciado sigue
siendo responsable internacionalmente por incumplir con los derechos establecidos en la
Convención.

Aunado a la continuidad de las violaciones en el presente caso, se encuentra la impunidad en la
que éste ha pennanecido, entendida como "la falta en su conjunto de investigación. persecución.
captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos
protegidos por la Convención Americana,,7. En este sentido, "et Estado tiene la obligación de
combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la
repetición crónica de las violaciones de derechos humanosy la total indefensiónde las victimas y
sus familiares..$.

En este sentido, es pertinente citar lo manifestado por funcionarios del Poder Judicial en El
Salvador. quienes. al sobreseer el recurso de M bees corpus interpuesto por la madre de Erlinda
y Ernestina Serrano lo motivó explicando que

Aceptaeión, reeervénecee el derecho de hacer cesar la ccrrceiencie en el momento que Jo considere
oportuno.
111. El Gobiemo de El salvador. reconoce tal competencia de la Corte, 90 la medida en que este
recoooclmiento es compatible oon las disposicionesde la Constitución de la República de El Salvador.

~ l a CIOHsostuvoen su demandaque "l os hechos objeto de la presente demandaconfiguran el delito continuado de
deaapanc\On forza da, que comervan plenamente el carécter de tal desde la aceptadOn de \a competencia de la
Hooorable Corte el fi de junio de 1995 . En efecto, la desaparición forzada de Emestina y Er1inda Serrano Cruz
subslste en plena impunidad hasta la fecha, y continuará hasta que se establezca su paradero.' Véase demanda de la
ComisiOnosupra nota 2, Párr. 8 .
s Corte IOH. Caso VelAaquez Rodriguez . Sentencia de fondo de 29 de julio ee 1988. Serie C No. 4 , Párr. 155. Cfr.
Corte IOH. caso Godlnez Cruz. senlencia de fondo de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, ParTo163; Caso Blak• .
Sentencia de fondo de 24 de enero de 199ft Serie C No. 36. Parro65; Caso IUmaca Vellaquez. Sentenciade fondo
de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70 , Párr. 128. Cfr. l o establecido en el Preémbulo de la Convención
Interamarlcana sobre DesapariciOn Forzada de Personas : 'CONSIDERANDO que la desaparición forzada de
peBon8S viola múltiples clerechos esenciales de la persona humana de carácter inderogable, tal como están
con&&gradOS en la ConvendOn Americana sobre Derechos Humanos, en la OeclaraciOn Americana de los Derechos y
Deberes del Hombrey en la Declaraci6n Universal de Derechos Humanos (...)'
1 Corte IOH. Caso Loayza ramayo. Sentencia de reparaciones de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42 , parro
170.
• lbid. Cfr. Corte IDH. Caso Panlagua Mo...'es y Otroa (Caso de la "Panel Blanea"'. Sentencia de fondo de 8 de
marzo de 1998. Serie C No. 37 Pérr . 173.
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En el caso de estudio, se trata de una detención practicada por miembros del Batallón Atla.catl,
batallón que ya no existe en virtud de los Acl1erdos de Paz , luego no puede ¡ntimarse a tos Jefes
Militares de ese BatallOn. Ademas, se trata de hechos sucedidos hace trece aftosolo cual difICUlta
la investigación de los hechos. A la fecha, nc se conoce un casode una persona quecontinúe
detenidallegalmenle en las instalaciones militares [...).~

Por su parte. en el caso Trujiflo Oroza, el juez Garcla Ramirez formuló un voto encaminado a
justfficar la competencia de la Corte lnteramericana en materia de desapariciones aún cuando la
privación de la libertad haya ocurrido antes de la ratificación de la Convención Americana así
como de la aceptación de la competencia contenciosa de la Corte y estimó que -En el supuesto
del que ahora conoce la Corte, la violación del derecho a la libertad se realiza por medio de un
hecho (una actividad , supra 2, e) que se prolonga sin interrupción y corresponde, penalmente , a
la categorfa del delito continuo o permanente (supra, párr. 2). la violación subsiste. también
ininterrumpidamente, mientras dura la privación de libertad."?

Por todo lo anterior, los peticionarios consideramos que la Gorte es competente para
pronunciarse sobre todos los hechos alegados en el presente caso, ya que constituyen
violaciones continuadas a una serie de derechos humanos y, aunado a ello, las autoridades han
faltado a la obligación que les impone la Convención respecto de llevar a cabo una investigación
seria y exhaustiva de los hechos, con el fin de identificar, juzgar y sancionar a los responsables
de las violaciones de derechos humanos .

111. HECHOS RELEVANTES DEL CASO
l os representantes de las vlctimas consideramos que es fundamental presentar a la Honorable
Corte una serie de circunstancias y situaciones contextuales que rodearon la desaparición de las
dos nii\as que representamos. Ello, tanto para demostrar que cuerpos militares estratégicos
salvadoreftos tenlan control efectivo del territorio en el que se dieron los hechos denunciados y,
asimismo, para probar que la desaparición de Erlinda y Emestina Serrano Cruz obedeció a un
patrón de violencia y de desaparición de níñes y nitlas por parte de las fuerzas armadas
se fvadcreñee.

lilA La guerra en El Salvador
El Salvador, al igual que la gran mayorla de los paIses centroamericanos, estuvo sumido en un
conflicto interne de gran intensidad. Oficialmente, la guerra duró doce años (de 1980 a 1991 ) y el
saldo de vlctimas sobrepasó los 75,00011

• No es sino hasta el 16 de enero de 199212
, cuando se

firman los acuerdos de paz para El Salvador y se da formalmente fin a los doce años de guerra.13

Estos acuerdos lncluían, ímer afia, la creación de una Comisión de la Verdad. De conformidad
conestos documentos,

oSala ele los Constituciona l. Supntma Corte de Justicia de El Salvador. Resolución de sobre$8imiento del recurso de
exhibición per$Orl8'. de 14 de marzo de 1996, el cual ha sido solicitado al Estado salvadoreno por la Comisión , a
travésde la Honorable Corte.
10 Corte IDH. caso TruJlllo Orou. Sentencia de recareccnes de 27 de febrero de 2002. Serie e No. 92. VolO
Razonado Concurrente del juez Sergio Garefa Ramlrez, Pál'T. 10.
11 Naciooes Unidas. Acuerdo. de El SliJvsdor: en el camino de l. paz (en adelante , 'Acuerdos de Paz1, junio de
1992. p4g.1 : Antecedentes. Este documento ha sido adjuntado a la presente como Anexo No. 1. Cfr. Pro-búsqueda.
La Paz en construcción. Un ..tudlo sobre la problem' tlca de la nlnllZ d..aparec lda por et connlcto armado en
El Salvador (en adelante. "l a paz en ConstnJcdón"). Pro-búsqueda-Sav& the Chi)drén Suec ia. San Salvador, pág_
12. Este doCUmentoha sido adjuntado como Anexo 10 en fa demanda de la Comisión .
12 Vüse NacIones Unidas (ONUSAl). ' De la locura a la eapera nza (La gu elTll de 12 all os en El SalVadorl".
Informe de la Comisión de la verdad para El Salvador (en lo sucesivo, "Infonne de la Comis i6n de la Verdad'). 1992·
1993. Capftulo f1 . El Mandato. literal A. El mandato. pág. 9. Este docornento se ha adfuntado a la presente como
Anexo No. 2.
l ~ Véase los Acuerdos de Paz, suprs nota 11.
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se ha convenido en crear la Comisión de la Verdad, que estará integrada por tres personas
des;gnadas por el Secretario General de las naciones Unidas, o ida la opini6n de las Partes !...l.
La Comisión tendra a su cargo la investigación de graves hechos de violencia ocurridos desde
1960. COJO impaclo sobre la sociedad reclama con mayor urgencia el conocimiento público de la
verdad.'

La Comisión de la Verdad emitió su infonne en marzo de 1993. Varios dras después (20 de
marzo de 1993) se emitió el Decreto legislativo No. 486 relat ivo a la Ley de Am nistia General
para &1 Salvador, con lo cual se cerraban las puertas a la justicia y se haclen casi imposibles las
recomendaciones de la Comieién de la Verdad en materia de justicia ' 5. Varias organ izaciones no
gubernamentales, internacionales y la propia PDDH'6 se han pronunciado su más enérgico
rechazo a este documento generador y garante de la impunidad ".

,. NacionesUnidas. Acuerdosde México, incluidos en Acuerdosde El Salvador. Ibid. IV. Comisión de la Verdad, Pág.
17.
" En el informe de fondo sobre el caso Lucio Parada cea y Otros, la Comisión Interamericana advirtió que ' l a
Comisl6n debe destacar que el Decreto 0486 se aplICO a graves VIolacIones de derechos humanos ocurrtdos en El
Salvadorentnt el lo. de enero de 1980 Yel 10. de enerode 1992. incluidos aquellos: examinados y establecidos por la
Comisión de la Vertlad", CIOH. Caso 10.480. Lucio 'arada c.a, H6ctor Joaquln MI,.nd. Marroquln , Fausto
Gafe'" Fu,,", A.nd'" Hemt~ C.rplo, JoM C.tallno ~I.ndez y Cartos A.ntonlo M.rtlnez Romero (El
Salvador). lnformlt No. 1199de 27 de enerode 1999, Pérr. 112.

En ' La paz en ooostruccJón", se hace la siguiente reflexión respectodel Decreto LegislativoNo. 486:
Cinco dlas después dellantamiento ofidlill dellnforrne de la Comisión de la Verdad, la Asamblea legislativa
aprobóuna Ley de Amnlstla que sepultó las esperanus de justicia, protegió 8 los culpablesy anuló walquier
procedimiento legal relacionado con los crJmenes cometidos durante el conflicto. la mayorta de las
recomendaciones hechaa por la Comisión de la Verdad fueron rechazadas por el Goblemo y, por tanto ,
)amésae Implementaron.
[Pro.blÍSQueda. "La paz en construcclOn" , supra nota11, Pp. 12, 131

1& En la recomendación sobre ni/'los y nil'\as desaparecidas durante el conft icto , la PDOH resaltó que ·Sin ahondar
ante la posible invoe:aelón de la ley de Amnistla para la Consolidación de la paz (Decreto legislativo 486 del 20 de
marzc de 1993); debe recon;Iarse que asta Procuradurta la ha considerado abiertamente violatoria de la ConstiluCiOn
yel derecho Internacional de los derechos humanos, pol" lo que considera Inaceptable su aplicabilidada este tipo de
CI'1menes." POCH. Resolución del expediente SS..Q.4.4.9-96 relativa a la 'd. u Pllrlclón forzada y pl"OCMO de
bUquadll ulterior. o. cent.n.rw de nl Ros '1 nlfta• • epandos vlot.ntamente de aus fIImlll.1'H en al contexto
ehl conftJcto armado sufrido en El Satvador enn loa atlot 1171 a 1911" (en lo sucesivo, ' recomendación de la
POOH1 ConsidefaclOr'les de ta Procuradora. Parte relativa al derecho a la verdad, punto 5, pag. 18. Esta
~ ha l ido adjlJntac18 a la demanda de la COmisión comoAnexo No. 7 de la etapa de fondo.
11 l a Dustre Comillón Interamericana ha tel'Iido la oportunidad de pronunciarse en diversas oportunidades
respecto de este punto '1 ha reiterado que el Estado debe adecuar su 19Qislac:i6n intema a fin de derogar el
decr4lto I~ativo No. 486. Véanae, ínteralia. CIDH. Caso 10.488. Ignacio Ellacurla , S.J.j Segundo Montes,
S,J. j Armando L6pez. S.J.j Ign.clo Martln Bar6, 5,J.j Joaquln López y López, S.J.;
Juan Ram6n Moreno. S,J.j Julia Elbai Ratnoaj Y Calina Marlceth Ramos (El Salvador). Informe 136/99de
22 de dleIembre de 1999. Pérr. 200; Caso 11.481 . MemNftor Osu r Arnul(o Romero y Galdtmez (El
salvadof). Informe37100de 13 de abril de 2000, PArro159; Caso 10.480. Lucio P.l1ld. Ce. el . 1., supra nofa
15. RecomendacI6n No. 1.

Por otra parte. el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha solicitado al Estado salvadoreno
infolmac\6n recientemente respecto de la situación que guardan las !eyes de amnistla. la compatibilidad de
esta 'ttY ' pal'8 la conSO/idaeión de la paz de 1993 con el articulo 2 del Pacto y con la ConstituCión de El
Salvador". asI como "el derecho de las vlc1ima a int8fl)Orlel' un recurso efectivo". Naciones Unidas. Comité de
Derechos Humanos, Usta de cu..Uonn qua deben . bord . .... al . xamlnar el tan:.... cuarto y quinto
inlDrrnH pel16dlcoe de El sa tvactor• • probed. por el Comltt da Derechos: Humanos: . 119 de merzo d.
2003, UN Doc. CCPRtcnBlUSlV, Pérr. 11, PArrs. 2, 1. OocUlTl8flto se adjuntacomo Anexo No. 3.
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Desde los últimos anos de la década de 1970 se dieron acontecimientos alarmantes que dejaron
ver la inestabilidad politica que reinaba en El Salvador. En el informe emitido por la Ilustre
Comisión respecto de su visita al pais en 1978, se hizo referencia a diversas denuncias sobre
asesinatos y desapariciones de personas:

Ademas de estas denuncias , varias fuentes informaron a la Comisión Especial que numerosas
personas hablan muerto Vdesaparecido bajo circunstancias verdaderamente alarmantes. Senalaron los
infoml antes, a titulo de ejemplo, los hechos ocurridos en la manifestaci6n estudiantil el 30 de julio de
1975 yen la Plaza libertad 8127 de febrero de 1977. Alegaron también, que como consecuencia de las
medidas adoptadas por el Gobierno en el sentido de recoger los cuerpos de los muertos y heridos
después de enfrentamientos con las fuerza s de seguridad y de enterrarlos en lugares secretos o
cesecareceros, asl como la campana inl imidatoria dirigida a atemo rizar a los familiares de las vlctimas
para que no presenten denuncias, han surgido serias difICUltades para preci sar la magnittJd de las
muertes ocurridas .u

Si bien es cierto que la guerra se dio de 1980 a 1991, los primeros anos de conflicto fueron los
más. cruentos. En su informe, la Comisión de la Verdad para El Salvador divide los dice anos de
conflicto en cuatro periodos , Jos cuales obedecen a la coyuntura vivida en cada una de esas
etapas. Por tanto, el primero período se abarcó de 1980 a 1983; el segundo, de 1983 a 1987; el
tercero, de 1987 a 1989; y el cuarto, de 1989 a 199119

•

En este sentido, la CIDH estimó Que desde 1980 a 1984 se habían registrado alrededor de 50 mil
personas muertas, "mechas de ellas asesinadas en la forma más inhumana, en hechos
lrnputebes a las fuerzas del orden o a las que funcionan con su aquiescencia,-20 Fue en esos
anos en Que se dieron con mayor ahinco los grandes operativos contrainsurgentes.

IIIAa. Operativos de contralnsurgencia
La Ilustre Comisión ha explicado en su demanda que los primeros anos del conflicto fueron los
más severos. Con el fin de destruir las bases de apoyo de la guerrilla, la Fuerza Annada
salvadorel'la llevó a cabo los operativos más cruentos durante los aftas de 1980 a 1964. Esta
estrategia. adoptada como una doctrina de seguridad nacional, fue dirigida principalmente a la
población rural y se conoció como la campana de -quitarle el agua al pez~21 . Al respecto, la
Comisión de la Verdad para el Salvador advirtió que se cometieron muchas violaciones de
derechos humanos en contra de la población civil "simplemente por considerarlos colaboradores
de los guerrilleros".22 El primero periodo fue descrito por esta Comisión como de "la
institucionalización de la violencia", el cual se caracterizó por "la instauración de la violencia de
manera sistemáñca , el terror y la desconfianza en la población civi l~.23 Al respecto, La Comisión
estimó que

' 8 CIDH. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en El Salvador. Caplttl lo 11, Derecho a la vida,
Párr. 18. OEAl5e r.LNIII .46 doc.23 tev. 1, de 17 noviembre 1978.
\ i NacIonea Unida• . ' Informe de la Comisión de la Verdad, supra notlJ 12. Capitulo 11 1. Cronologla de la violencia.
ParteIntroductoria, p,ég. 17.
2Q CIDH. lnforme Anual de la Comisión Inte... nwtrlcana de Derechos Humanos 1983·1984. Capitulo IV: 'SittJación
de los doI"echos humanoa en varios palass' . OEA/5er.LNII.63 doc 10, 2B de septiembre de 1964, párr. 3 in fine. En el
mismo sentido, véase CIDH. Informe Anual 1982-1982, OEAfSer.lNll.61, Doc. 22 rev. 1, 27 de septiembre de 1983,
!\'2.11.

1 Pro-búsqueda, 'u Paz en construcción" , supm nota 11, Pag o15. Cfr. Oemanda de la Comisión. supm nota 2.
Párr. 35.
2:l. Informe de la Comisión de la Verdad, SUp rlJ nota 12. Parte C. Masacres de campesinos por la Fuerza Armada,
~unto 4. ElpatJOn de conducta. Pág. 131.

Ibld. CapitulO 111. Cronologla de la Violencia, parte 1. Periodo 1980-1983: la institucionalización de la violencia, pág.
18
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A partir de 1980 se suceden varios ataques sin discriminación contra la poblaciOn civil no
combatiente y ejecuciones sumarias colect ivas que afectan particularmente a la población
rural_ se registran graves matanzas 1_ ..l. la aparición del terrorismo organizado, a través de los
dOf1ominf!dQs escuecrceee de la muerte se convierte en la práctica más aberrante el proceso
de violencia incremental. Grupos civiles y militares practican asesinatos con total impunidad en
forma sistematica, bajo el amparo displicente de instituciones del estado l .. .). Es asl como, el
asesinato de Monsenor Romero ejemplifica el ilimitado y devastador poder de estos gruws.
Este pertodo reg istra el mayor número de muertes y violaciones de los derechos humanos. "

los grandes operativos contrainsurgentes se llevaron a cabo en zonas catalogadas como
·conflictivas", siendo éstas los departamentos de Chalatenango, cabañas. Cuscatlán, San
Vicente , Usulután , Morazán y las partes norte de San Salvador y San Miguel2s.

La "Opereclón Rescate"26, llevada a cabo por el Ejército salvadoreno a principios de 1961, fue
uno de los primeros operativos de contrainsurgencia llevados a cabo bajo esa campana. De
acuerdo con Pro-Búsqueda, este operativo

Se habla disenado con la estrategia de 'yunque y martillo". El "yunq ue" lo form aban distintas unidades
del ejército traldas de otros departamentos, principalmente de Chatatenango y Santa Ana. El "martilJo"
era el batallón elite Atlacatl , las tropas más agresivas Vmejor preparadas de la Fuerza Armada [... ].27

Uno de los primeros operativos en que se desarrolló esta estrategia militar fue en el
departamento de Morazán, en diciembre de 1981. Conocido como la "masacre de El Mczcte"
(por la comunidad a la que fue dirigida), este operativo cobr61a vida de centenares de personas y
varias personas deeparecoes" .

Es importar enfatizar que , a falta de información oficial, los representantes de las vlctlmas y sus
familiares hacemos uso de los datos que han sido recabados por casi diez anos por Pro­
búsqueda. Si bien es cierto que la Comisi6n de la Verdad emitió un informe completo, haciendo
énfasis en casos paradigmáticos, también lo es que el fenómeno de desapariciones de niños y
ninas durante el conflicto no fue incorporado como tal en el informe de la Comisión y quedó
subsumido en la erra total de personas desaparecidas. Esto se explica por el corto tiempo que
tuvo la Comisión para recabar testimonios29

•

111.8 , La deaapark:ión forzada de personas, en especial de nif\os Ynlftas en El Salvador
La desaparición de Erlinda y Emestina Serrano Cruz no fue un hecho aislado , ya que se ubica en
un periodo en el que miles de personas desaparecieron a manos del Estado en el contexto del
conffieto entre las fuerzas armadas salvadoreñas y el Frente Farabundo Mart l de Liberación
(FMLN).30 A este respecto, el grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias

24 lbid. Pp. 18-19.
;l& Pro-B\l$qUeda."La paz en construcción" , supra nore 11, Pág. 15. Cfr. Demanda de la Comisión, supra nota 2,
Párr.36.
iI Pro-bUsqueda. "El dIe más ..perado". UCA.. El Salvado r. 200 1, Pp. 129 in fim;l , 130.
11 Ibid., Pág. 130.
11 v éeee, Naciones Unidas. "'nfonne deja Comblón de la Verdad" , supra no f8 12, CapItulo IV, casos y patrones
de violencia, literal C, Masacres de campesinos, 1. Caso Ilustrativo: El Mozote (1981). Cfr. Pro-bú squeda. El dla mis
elperado. lbid., Pp. 131 Y as.
iI la Comisión de la Verdad est imó Que "No obstante su gran cantidad , estas denundas no repre sentan la totalidad
de los hechos de violencia. La Comisión 5010 alcanzó ta] recibir en su periodo de tres meses de recepción de
testimonios una muestra significativa : Naciones Unidas. 'Infanna da I1 ComisIón da I1 Verdad", supm note 12 .
Parte IV. Casos y p8trot1es de violencia . A, Pano l'8ma genel'81 de los calOS y patrones de violencia. Pág. 41.
JO En varios infofmes la ComisiOn se mostró preocupada por las denuncies recib ida_ respecto "act ividades de los
escuadrones de 'a muerte, asesinatos de personas, secuestros y desapariciones, bombardeos indiscriminados a la
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de las Naciones Unidas ha reiterado en varias ocasiones la cifra de más de 2,000
desapariciones. ocurrida s entre 1980 y 1983.31

En su demanda, la Comisión ha aport6 información del informe de la Comisión de la Verdad para
El Salvador, la cual responsabiliz6 a agentes estatales por la mayorla de violaciones de derechos
humanos ocurridas durante 1980 hasta 1991. Ourante el per iodo de reca udación de información.
esta Comisión documentó 5,500 desapariciones forzadas. esto es , el 25% del total de las 22,000
denundas presentadas" .

La problemática de las desapariciones de personas adultas trascendió a grupos vulnerables
como los niños y niñas. Según información recabada por Pro-búsqueda, 1982 fue el ano donde
más desapariciones de ninos y niñas hubo!! , Tan s610 en el operativo militar en el que
desa parecieron las hermanas Serrano (la ~Gu inda de mayo·), un total de 39 niños y niñas fueron
reportad os como desaparecidos, siendo el ma~or número de personas menores de edad
sustra ldas por las fUerzas armadas salvadoreñas . Ello es coincidente con lo establecido en la
demanda de la Comisión, quien fundándose en cifras proporcionadas por publicaciones de Pro­
Búsqueda , senal6 que entre los atl as 1980 y 1984 se hablan perpetrado, al menos, 119
desapariciones de nlños y nitlas35

•

Ante la incapacidad por parte de las autoridades del Estado de dar respuesta a la problemática
de la niñez desapareckla durante el conflicto salvedcreño. Pro-búsqueda empez6 a investigar y a
buscar las causas de esta situación, lo que trajo como consecuencia la documentaci6n de
cientos de casos de niños y niñee desaparecida s durante los anos de 1960 y 1991. Esto significa
que no hay ninguna otra organizaci6n gubernamental o no gubernamental que se haya abocado
a esta tarea , por lo que mucha de la información aportada por los representantes de las víctimas
y sus femillares. De hecho , aun cuando se hicieron muchas denuncias ante la Comisión de la

población civil en las zonas de conflicto y sobre detenciones Ilegales de personas.' CIDH. Informe anual 1983..a4,
Capitulo IV. supranota 20 , PárT. 10.

J I El GNpo de Trabajo estim6 que

l a mayorla de los 2.638 casos eencrceece ccurreron erare 1980 y 1983 en el ámbil:o del conflicto
armado entre el Gobiern o de El SalvadOl' y el Frente Farabundo Martl para la Liberación Nacional
(FMlN). Muchas vlctimas desapareci erOl'l después de ser detenidas por soldados o poIiclas
uniformados o secuestradas en operaciones del estilo de los escuadrones de la muerte, realizadas
por hombres armedO$ vestidt» de civil, presuntamente vinculedO$ al ejército o a las fuerzas de
seguridad. En algunos casos, el secuestra por hombres armados, vestidos de civi l, fue reconocido
posteriOl'men!e como detenci6n, lo que suscit6 alegaciones de vinculación con las fuerzas de
seguridad .
(Naciooes Unidas. Comisión de Derechos Humanos "Cuesti ón de Los Derechos Humanos de
todas 1.. pet'SOnas sOlMtlda•• cualquier forma de dewnclón o pl1slÓn. Cuestión de las
desapartcloMS fofzad.. o Involuntarln". Informe del GNpo de Trabaio sobre neeepencc nes
Forzadas o Invo(untanas. 21 de diciembre de 1994. UN oce. ElCN.4/1995f36, párT. 155, el cual ha
sido adjuntado en la demanda de la Comisi6n como Anexo No. 12 de la etapa de fondo)

En su último informe publicado, el GNpo ee Trabajo de Desaparici6n Foaacla reconoce la cantidad de 2661
personas desaparecidas en el conflicto salvadorer.o, de las cuales sólo se han eSClarecido 391. Asimismo, volvi6 a
reiterar que tales desapariciones se dieron princip almente de los anos 1960 a 1983. Naciones Unidas. Comisl6n de
Derechos Humanos . Informe del Grupo de trebejo sobre dMaptll1elonn Forzad•• o Involuntarias presentado
de conformidad con la rKOluclón 2002141 de la Comlsl6n. UN Doc. E/CN.41200317, de 21 de enero de 2003. Se
adjunta como Anexo No. 4 .
J2 Demanda de la Comislón , supra nots 2, Pá rrs. 37, 38.
3J Pro-búsqueda. ' lII Pu en construcción" . suprs nota 11, Pág. 25.
M lbid.
"' Oemanda de la COmisIón, suprs nota 1. Parro39.
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Verdad para el Salvador. ésta no pudo abrir un apartado especial para tratar la problemática de
los niños y r uñas desaparecidasdurante el conflicto.

La lógica de la apropiación de niflos y niñas a man os de militares obedecía a la necesidad de
Qu itarles las bases a la guerrilla . Como ya ha sido citado, la Comisión de la Verdad estimó que
hasta el ano de 1963 se dieron varias masacres contra civiles . especialmente contra campesinos,
puesto que se les consideraba apoyo de los insurgentes36

• Sin embargo, las c rcunstanciaa
facilitaron la adopción ilegal de niños en las cuales los abogados que las tramitaban perciblan
atlas cantidades de dinero. tanto dentro de El salvador como en otros paises .

De acuerdo con un est udio publicado por esta organiza ción, las desapariciones de niños niñas se
dieron de maneras muy diversas. Asimismo, el destino de estas personas, después de su
desaparición , variaba :

Algunos de los ninos y niñas ya localizados -que ahora son jóvenes adultos- vivieron en diferentes
orfanatos de l cete después de su desaparición. En muchos otros casos , los ninos y nmee. con sus
identidades total o parcialmente cambiadas, fueron dados en adopción "legal" a fami lias extranjeras.
Otros ni!\os fueron vlctimas de apropiación ilegal o de tráfico infantil. De los niños y nil'las que pasaron
la mayor parte de su ninez y juventud en una base militar, a donde fueron llevados después de su
desapalición, sonpocos los que han sido enccmreoos."

Hasta diciembre de 2002, Pro-búsqueda ha documentado un total de 696 casos de niños y niñas
desaparecidas duran te los doce atlas de conflicto y ha logrado ub icar a 255 de éstos", lo cual
equivale a casi una tercera parte del total de niños y niñas desaparecidas en el conflicto. A
diferencia del trabajo que ha iniciado esta organización, las autoridades salvadorenas no han
adoptado les medidas necesarias para hacer frente a esta problemática . El tema que nos ocupa,
al igual que muchas otras secuela s que han dejado los doce anos de conflicto interno, exigen
una actuación más protagónica y diligente por parte de El Estado salvadoreño de la que hasta
ahora ha tenido.

En su demanda, la Ilustre Comisión concluyó que ~ya sea como estrategia deliberada de
cont rainsurgencia, como consecuencia imprevista de masacres y desplazamientos, o como
captura para posterior apropiación por miembros de la Fuerza Armada, la desaparición forzada
de niños fue una realidad frecuente y regular en el marco de operativos militares durante los
primeros anos de la década de los ochenta.039 Tal como lo ha reconocido la Ilustre Comisión en
su demanda, la desaparición de las nil'las obedeció a un patrón de desaparición de nmos y ninas
en El Salvador durante la década de los ochenta.40 la CIDH llegó a esta conclusión tras haber
analizado el informe de la Comisión de la Verdad para el Salvador, asJcomo informes del Grupo
de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias y los publicados por esta misma
instancia en los anos del conflicto .

De acuerdo con la jurisprudencia interamericana, ' s¡ se ha demostrado la existencia de una
práctica impulsada o to lerada por el Estado de desaparición forzada de pe rsonas, y el caso de
una persona, ya sea por prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias lógicas

:lB Véase :wpra nofa 22.
31 Pro-búsqueda . "Li P,z en construcc ión", supra nota 11, Pág. 6.
y En "la paz en construcci6n·, Pro-Búsqueda habla documentado 182 casos. Sin embargo, las cifras actuales
sobrepasan los 250. reencuentros. VéasePfO-búsqueda. "la paz en con strucción" . Ibicl., Pago24.
311 Demancla de la Comisión, supro note 2, Parro43.
40 lbicl., Parro44.
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pertinentes. puede vincularse a dicha práctica, entonces esta desaparición especifica se
considera demostrada....1

El Estado no ha dado una explicación del patrón de desapariciones de nit\os y ninas entre los
años 1980 y 1983. Por ello, y tomando en cuenta lo establecido por la Corte Interamericana
desde el caso Ve/ásquez Rodrlguez respecto de la imgortancia de los testimonios y de la prueba
circunstancial en materia de desapariciones forzadas I solicitamos a la Honorable Corte que, al
momento de emitir la sentencia respectiva, tenga en cuenta tanto el contexto de la guerra come
el patrón de desapariciones y graves violaciones de derechos humanos perpetradas durante los
primeros años del conflicto.

lite La IncunÑÓO mUltar en Chalatenango en mayo de 1982,conocida como "Guinda de
mayo") Yla dnaparicIón de laa nlnaa
Desde el27 de mayo de 1982 hasta el9 de junio del mismo anoo se llevó a cabo una incursión
militar, en la que participó el Batallón Atlacatl y a éste se le sumaron el Batallón Belloso
(recientemente formado y entrenado en Estados Unidos), una tropa de las brigadas de
Chalatenango y Cabañas. asl como unidades de otros destacamentos del pals. El contingente
militar era de más de diez mil soldados. La "operación limpieza" o ~gu ¡nda de mayo"'" fue el
operativo más grande realizado hasta entonces por las fuerzas armadas safvadcreñas'". Es
precisamente en este operativo que desaparecieron Erlinda y Emestina Serrano Cruz, quienes al
momento de tos hechos tenlan tres y siete anos de edad, respecnvamente" .

A finales de mayo de 1982, llegaron rumores a la comunidad de San Antonio La Cruz,
departamento de Chalatenango, de una inminente incursión militar. La familia Serrano (en ese
entonces compuesta por el Sr. Dionisia Serrano y la Sra. Maria Victoria Cruz Franco, asl como
por sus hijos Suyapa, Martha, Amulfo, Fernando, Enrique, Rosa, Ernestina y Erlinda) siguió el
ejemplo de decenas de familias que habitaban en la comunidad y fue a refugiarse a las
montanas. De permanecer en su casa, moririan47

•

La Ilustre Comisión se ha referido a estos hechos manifestando que "La noche del 30 de mayo
de 1982, la familia Serrano Cruz y cientos de personas que vivlan en el Cantón de Santa Anita,
municipio de San Antonio de la Cruz, Chalatenango, iniciaron un desplazamiento para
salvaguardar su vida ante el avance del mencionado operativo militar en la zona.•48 Si bien la

. , corte IOH. Caso Bárnllca Ve1bquez, londo , supra nota 6, Parro130 , in fine.
02 En este casa, la Corte sostuvo que "La práctica de los tribunales internacionales e intemos demues tra que la
prueba directa, ya lea testi monial o documental, no es la única que puede leglbmamente considerarse para fundar la
sentencia . La prueba circunstan cial, los indicios y las pre!MJnciones, pueden utilizarse, siempre que de ellos puedan
inferil'SecoocIusiones COI1Sistentes sobre los hecho e." [Corte IOH. Caso Ve"llquez Rodrfguez, fondo, supra nota 6,
Pitl'. 13O_J
.3 VtaM demanda de la Comisión, supra not lJ2, Parro45.
.. El télTnlno 'guinde" significa correr, escapar, huir.
o:; Pro-búsqueda. ' El di. "'" ..peredo", supra nota 25, Pp. 62 in fine y 63.
0& Hl!lcemoe la anotaci on que, por un error involuntario en la demanda de la Comisión se eeñeta que Erlinda contaba
con siete 8110$ y Eme stina con tres. Sin embargo , la Ilustre Comisión ha adjuntado copla de las partidas de
nacimiento de las victlmas, por lo que los represe ntantes de laa vlctimss solicitamos a la Honorable Corte que se
remita a estos dOOJmentos con el fin de establecer la edad de las vfctimas al momento de su desaparición . veeree
partidas de nacimiento 308 y 309 rubricadas por el alcalde municipal Vidal Ayala Menj lvar, las cuales han sido
adjuntadas en la demanda de la Comisión como Anexo No. 5 a.
• 1 Testimonio de &/yapa serrano Cruz en audiencia celebrada en la sede de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos r audiencla ante la CIOH") el dla 10 de octubre de 2000 . Página 1 de la tranSCripc ión de la audiencia. El
documento ha sido incluido en la demanda de la CIDH como Anexo No. xlll de la etapa de adrrisibiUdad.
.. Demanda de la Comisión, supm nota 2, Pá rr. 47.
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familia entera salió de su casa , poco a poco se fueron dispersando sus rnlembroa'". De acuerdo
con el testimonio de Suyapa Serrano Cruz, la primer separación se dio cuando iban rumbo a la
aldea Monaquile. en Nueva Trinidad50

, donde su padre. el Sr. Dionisia Serrano, se hizo cargo de
ella, su bebé (quien no alcanzaba el ano de edad), su hermano José Enrique y sus hermanas
Erlinda (3 anos) y Emestina (7 anos) . Todos los demás alcanzaron a cruzar el cerco militar y se
quedaron con la Sra. Cruz franco.

Por su parte, el grupo liderado por el Sr. Dionisio Serrano seguia en la búsqueda de un lugar
seguro donde pudieran descansar. No se sabe con exactitud en qué momento del éxodo Erlloda
fue herida con una bata". Finalmente. el grupo protegido por el Sr. Dionisia encontró un
escondite en el monte "Los Alvarengs-, donde nuevamente se separaron ya que el bebé de
Suyapa lloraba mucho y el Sr , Dionisio temla que sus llantos los fueran a delatar'".

En ese lugar permanecieron durante los tres dtae, durante los cuales casi no comieron y tenlan
mucha sed. Al tercero día . por insistencia de sus hijas53

, el Sr. Dionisio Serrano decidió ir a traer
agua a un rlo cercano de donde se encontraban escondidos. Su hijo José Enrique lo acompañó .
dejando solas a las dos ninas54

• Mientras su padre vojvla con el agua, varios soldados
encontraron a Erlinda y a Ernestina. Según relata Suyapa ,

[G]ritaban los soldadas y declan que, este, hablan encontrado a esas dos nitlas , que hablan encontrado
dos nitlas, yo no los vela a ellos, verdad, pero ola que gritaban, entonces y después dijeron, de que les
eecren que si las mataban o las dejaban ahl o qué haclan, entonces IlegAndose al caso, este, eespuee
le dijo no, traételas le decían, arrea el helicóptero no va a venir ahora declan entonces, pues después

4e En su demanda, la Ilustre Comisión ha reconocido que ' la desaparición de nil\as y nitlas se insertó en una
~ntura de violencia,de muerte, de pérdidas y de desarraigos," lbid., Parro40.
00 Testimonio de Suyapa Serrano Cruz en la 'audiencia ante la Comisi6n" el dla 10 de octubre de 2000, supra nota
47, Página 2 de la transcripciónde la audiencia. El documentoya ha sido al'lellBdo en la demandade la CIDH.
S\ segUn se desprende del expediente judiCial interno, Erl!nda serrano "presentaba una herida causada par disparo
de arma de fuego' , Escrito de la Fiscal EaJ*'lfIca de la Unidad de Delitos especiales, Carolina Elizabeth L6pez
ROfMl'O, a la Juez de Primera Instancia de ChaJatenango, de 2 de septiembrede 1996. Tal documento se incluyó en
la demanda de la Comisl6n como AnellONo. 2, e.
~ De acuerdocon los setlalamientos de Suyepa serrano, ella estuvo escondida con su padre, su hermanoy sus dos
hermanas, hasta que IUvoque separarsede ellos:

jcjccmc l ...l andaba con un nil'lo de 6 meses de edad, este, mi papá me dacia que come el nirlo mucho
lloraba, mi papá quedó con mis tres hermanos, las dos nitlas y un hermano varen, pues tUlleque retirarme a
cien metros del lugar donde esltlbamos con ellos, porque el nitlos mucho lloraba, me dijo él (sic) de que
mejor me separabaporque si lo encontraban8 él pero que no me hallaran a mi también.
[TestimoniO de Suyapa serrano Cruz en la 'audiencia ante la CIDH" de 10 de octubre de 2000. Página 3 de
la transcripciónde la audiencia, supranota 47].

5.l Suyapa declaroque su padre sali6 a buscar agua ' porque las nltlas mucho le elliglan pidiéndoleagua'. lbid., Pág 2.
M En su demanda, la Ilustre Comisión narra los heeIMJs de la siguientemanera:

El 2 de junio de 1982, después de haber caminado durante tres cree y noches por las montanas, llegaron
finalmenteal caserlo ' La Alvarenga", donde se encontraban n una situaci6n muy precaria par la escasez de
alimento yagua. La senara Suyapa Serrano Cruz, que llevaba a su bebé de 6 meses, tomó la decisión de
separarse y esconderse en las cercanlas para no poner en riesgo al eso de su familia, ya que el bebé II0000ba
mucho. Por la falta de agua, el seflor Dionisio serrano, junto a su hijo ElllÍque , parti6 en su búsqueda a una
quebrada cercana al lugar donde se hablan asentado. Las nitlas, que hablan quedado solas, empezaran a
aorer y fueron descubiertas por las patrullas de militares. t:stos empezaron a gritar que allf habla gente,
porque hablan encontrado a dos ninas, desde su escondite, Suyapa Serrano Cruz escuch6 claramente que
un soldado le preguntaba que (s ic) deberlan hacer con esas dos nitlas -si las mataban o se las Ilevaban­
entonces eSCUChó cuando el otro reapondió que no las matarlan sino que se las Ilevarlan. Agregó además
este último militar que el helicópterono iba a venir ese dla sino el siguiente,
(Demanda de la Comisión, supra nota 2, Párr. 49]
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ya tarde. Tarde, 'JoMan a gritar y declan pues pero si van a venir manana en la manana, enlonces
[...].!56

El Sr. Dionisia se demoró al volver ya que, al llegaral río, se percató de la presencia en la zona
de varios soldados. Una vez que llegó al lugar donde estaba Suyapa. ella le preguntó sobre el
paradero de sus hermanas. Su padre le dio la ubicación donde las habla dejado. pero Suyapa le
advirtió que ya no estaban en ese lugar. Fue entonces cuando el Sr. Serrano decidió ir a ver el
lugar donde, de acuerdo a lo manifestado por Suyapa. los soldados gritaban que hablan
encontrado a las ninas. Al llegar al lugar no las encontró , solo constató la información que le
habla dado Suyapa56

•

La Comisión ha retomado los testimonios de la madre de Erlinda y Emestína Serrano, as! como
el de la Sra. Maria Esperanza Franco Orellana de Miranda, mediante los cuales las niñas fueron
trasladadas en helic6pter051

, junto con decenas de otros niños recogidos de la misma forma. No
obstante ello, las autoridades han sobreseldo la causa penal en el que se investigaba a los
miembros del Batallón Atlacatl y se han abstenido de buscar infonnación sobre el paradero de las
níñee.

11I.0 La reunIftcación de la famUiay la noticia de la desaparición de las nlnas
Mientras que Suyapa, su padre y hennano buscaban a Erlinda y Ernestina, su madre hable
logrado cruzar la frontera con Honduras. llevando a los demás hijos. Por tanto, tardó casi un mes
en enterarse. una vez que habia llegado a su casa, que las ninas hablan desaparecido en la
incursión militar.

Aun cuando tenia la certeza que varios soldados hablan susfraldo a sus hijas, la Sra. Marra
Victoria Cruz Franco no interpuso ninguna denuncia por su desaparición. La justificación a esta
fatta e comparecencia ante las autoridades respectivas se explica en el miedo que tenra a
población rural de denunciar violaciones ante las autoridades, ya que muchas veces se les
consideraba guerrilleros o simpatizantes de la guerrilla, por lo Que muchas veces resultaba peor
el remedio Que la enfermedad.

No es sino hasta que se flrman los acuerdos de paz y se crea la Comisión de la Verdad que la
mayorla de la población sintió la confianza y la necesidad de acercarse a este organismo para
relatar los hechos de que hablan sido víctimas o las violaciones que hablan presenciado. Sin
embargo, cabe mencionar que antes de presentarse a declarar ante personal de la Comisión de
la Verdad, la madre de las ninas localizó al padre Jan Cortina, quien le aconsejó dirigirse a la
Cruz Roja y a la Comisión de la Verdad. El primer organismo humanitario ha negado tener
registro alguno de las niñas.

III.E R~ de las diiigendas emprendidas para encontrar a las nlf'ias y sancionar a
loo reoponsabIes
Finalizado el conflicto, la Sra. Maria Victoria Cruz Franco inició un proceso legal ante el sistema
judicial interno, presentándose el 30 de abril de 1993 ante el Juzgado de Primera Instancia de

54> Testimonio de Suyapa serrano Cruz en la "audiencia ante la CIDH" de 10 de octubre de 2000, supra nota 47,
Página 3 de la tra nscripción de la audiencia.
M 1bid., Página 3 de la tranecripci6n de la audiencia.
$1 Demanda de la Comis i6n, Sl./pra nota 2, Párr_46, in fine.
5& Véase demal\da de la Comis iOn, supra nota 2. Párrs. 54, 55.
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Chalatenango a denunciar el secuestro de sus hijas59
, pero el caso fue archi vado menos de cinco

meses después de haberse interpuesto la denuncia.60

Posteriormente, el 13 de noviembre de 1993 la Sra. Cruz interpuso ante la Sala de lo
Constitucional de la Corte Superna de Justicia salvadorena un recurso de hábeas corpus en favor
de sus dos hijas; sin embargo, este órgano desestimó tal recurso, justificando que éste no era el
medio idóneo para dar con el paradero de sus hijas (contrariando abiertamente la jurisprudencia
constante de este Tribunal en materia de desapariciones forzadas, como lo ha sostenido la
demanda de la Comisión) y resolvió enviar el caso al juzgado donde anos atrás hablan archivado
la denuncia.

Con la anterior respuesta, el poder judicial cerr6 1as posibilidades a la familia Serrano de conocer
el paradero de sus hijas. Ello, aunado al hecho que la investigación criminal contra elementos del
Batallón Atlacatl se encuentra en fase de instrucción, conlleva a la negación de justicia. En este
sentido, la Corte ha estimado que tal obligación "debe emprenderse con seriedad y no como una
simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe tener un sentido y ser
asumida por el Estado como un deber juridico propio y no como una simple gestión de intereses
particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la vtctsna o de sus familiares o de la
aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad busque efectivamente la
verdad".'1

Han transcurrido más de diez anos desde que el caso fue denunciado ante las autoridades
competentes y hasta la fecha el proceso legal ha estado lejos de esdarecer los hechos,
sancionar a los responsables y sobre todo, con la de reparar a las victimas y sus familiares.
Asimismo, han pasado más de veinte aftas desde que los famil iares de Erlinda y Ernestina
Serrano Cruz las vieron. Desde entonces su familia las busca, con la esperanza de que, al igual
que cientos de adolescentes reencontrados, sigan con vida ya sea en alguna comunidad dentro
de El Salvador o bien en algún otro pete. Con independencia de quién las haya trasladado y en
qué lugar se encuentran actualmente, el Estado salvadoreno tiene la obligación de dar una
respuesta satisfactoria a los familiares de estas dos nir'ias.

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO
Los representantes de las vletimas y sus familiares coincidimos con los planteamientos jurid icos
de la Ilustre Comisión. Por ende, el presente capitulo tenderá a reforzar éstos ya plantear otros
puntos de derecho que consideramos oportuno incluir.

IV. A. Consldoraclon.. previas
La desaparición forzada de Erlinda y Ernestina Serrano Cruz es un hecho aberrante que, más de
veinte anos después de haber sucedido , todavla sigue en la total impunidad. Del total de ros casi
setecientos casos documentados sobre nlños y niñas desaparecklas, Pro-Búsqueda ha logrado
dar con el paradero de más de 200. lo cual significa que todavía restan más de 400 personas que
no saben de su verdadera identidad, al igual que más de 400 familias que siguen luchando por
encontrartes.

~ Denuncla. p.....ntad. 81 30 de abril de 1$113 por la Sra. Maria Victoria CnlZ Frtlnc;o ante el Juzgado de
Prlmenlnstancla cM Chalat.nango. Tal documen to ha sido anexado en la demanda de la Comisi6n con el No. 15.
ea Acta de an::hlvode fecha 22 de septiembre de 1993. emitida por la Juez Gladls Elba GOmez .nmenez illCluida en el
Anexo No_15 de la demanda de la Comislón, supra nota 2.
11 Corte IOH. Caso Velbquez Rodrtguez, fondo, supra nota 6, Párr. 177.
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La Honorable Corte Interamericana ha descrito la desaparición forzada de personas como Muna
violación mültiple y continuada de varios derechos de la Convención [...J, pues na sólo produce
una privación arbitraria de la libertad. sino que pone en peligro la integridad personal. la
seguridad y la propia vida del detenido. Además , coloca a la víctima en un estado de completa
indefensión. acarreando otros delitos ccnexcs.r"

Este acto es aun mas despreciable cuando tos agentes del Estado la practican con personas
que, por su condición , son todavía más vulnerables , como los ancianos o los niños. Esto es tan
cierto que, si bien cuando se lleva a cabo una desaparición forzada se violan varios derechos
protegidos por la convencen Americana, tratándose de niños se viola una disposición adicional ,
relativa a las medidas especiales de protección a personas menores de 18 anos de edad.

En el caso que nos ocupa, los representantes de las víctimas y sus familiares coincidimos con la
Ilustre Comisión en que el Estado salvadoreño ha violado varias de las disposiciones contenidas
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos tanto en perjuicio de Erlinda y Emestina
Serrano Cruz como de sus familiares más cercanos. Como lo enunciamos al principio de este
documento , consideramos -y solicitamos a la Honorable Corte que, en el momento oportuno , así
lo declare- que el Estado es responsable de haber irrespetado los articulas 7. 5, 4, 8. 25,17.18 Y
19 de la Convención Americana, en perjuicio de las dos niñas. Por otra parte , también es
responsable por haber violado, en perjuicio de los familiares de las ninas, lo establecido por los
artlculos 5, 8, 25, 17 Y 18 del mismo instrumento lnteramericano.

IV.B El EotBdo aalvadonlllo 1""'""PII6 con el deber de garantlzar el dere<:ho a la libertad
Vsegurtdad~ en po<juIcIo de Er1lnda VE_a SerranoCruz

El artículo 7 de la Convención Americana establece el derecho a la libertad y seguridad
personales de la siguiente forma :

Articulo 7. Derecho a la Libertad Personal
1. Toda persona tiane derecho a la libertad y a la seguridad personales.
2. Nadie puede ser privado óe su Ií~ f1sÍC8, salvopor las causas y en las condiciones fijadas de
antemano por las Constituciones Pollticas de los Estados partes o por las reyes dictadas conforme a
eses.
3. Nadie puede ser sometido a cetencon o encarcelamiento arbitrarios.
4. roeta persona detenida o retenida debe ser informada de ras razones de su detención y notificada,
sin demora, del cargo o eargos formulados contra ella.
(...)
6. 'rcoe personaprivada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de
que eete decida , sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el
arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevénque todapersona que
se viera amenazada de ser prtvada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal
competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser
restringido ni abo~do . los recursos podrán interponersepor si o por otra persona.

El derecho a la libertad personal es una garantia básica. Especialmente en casos de
desaparición forzada se hace imprescindible garantizarlo puesto que su irrespeto pone en alto
riesgo de vulnerar a la persona incomunicada y crea condiciones para posteriores ultrajes y
violaciones de derechos humanos.

La jurisprudencia interamericana ha hecho especial énfasis en el derecho a la libertad y
seguridad personales. Asl , enmarcándolo en el contexto de un conflicto armado. la Corte

e Corta¡OH. Caso Bámaca Vel6squ8z, fondo, supra nota 6, Párr. 128.
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Interamerlcana ha reconocido que, al protegerse el derecho consagrado en el articulo 7 de la
Convención Americana, "se está salvaguardando tanto la protección de la libertad ñslca de los
individuos como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de garantlas puede
resultar en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los detenidos de las formas
mlnimas de protección legal."63

Finalmente, la jurisprudencia constante en materia de desapariciones forzadas ha sostenido de
manera reiterada que la desaparición forzada "representa un fenómeno de privación arbitraria de
libertad. que conculca. además. el derecho del detenido a ser llevado sin demora ante un juez y a
interponer los recursos adecuados para controlar la legalidad de su arresto, todo lo cual infr inge
el articulo 7 de la Convención [Americana) ...&4

La Convención Interamericana sorbe Desaparición Forzada de Personas , aun cuando no ha sido
ratificada aún, por el Estado salvadoreño. ha retomada la interpretación de la Honorable Corte y
ha reiterada que este fenómeno inicia con la privación ilegal de la libertad de las víctimas

[PJor agenles del Estado o por personas o grupos de personas queactüencon la encneecen,
el apoyo o la aquiescencia de! Estado, seguida de la falta de informaci6n o de la negativa a
reconocer dichaprivación de libertad o de informar sobre el paraderode la persona, con lo cual
se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantlas procesales pertinentes."

Como se ha venido sosteniendo, las hermanas Serrano Cruz fueron vistas por última vez en
manos del Batallón Atlacatl de la Fuerza Armada de El Salvador, quienes las trasladaron en un
helicóptero a la ciudad de Chalatenango. Desde esa ocasión no se les ha vuelto a ver. En cuanto
a este punto, los representantes de las vfctimas y sus familiares deseamos manifestar que no
desconocemos la situación en la que se encontraban las niñas cuando fueron halladas por los
miRares ealvedoreñoe: estaban solas, en medio de un operativo mili tar y una de ellas se
encontraba herida611

• Sin embargo, la responsabilidad del Estado se compromete aún más por la
falta de actuación de funcionarios estatales por tratar de reunificar a las niñas con su familia y a
dar una respuesta oportuna y satisfactoria sobre su detención.

Paradójicamente, el caso de las hermanas Serrano cuenta con al menos tres declaraciones de
personas que dieron fe de que eltas estaban en poder de las fuerzas armadas. Er1inda y
Emestina fueron vistas en poder de agentes del Estada por dos personas, las cuales han
fmlecido. Sin embargo, la madre de Er1inda y Emestina declaró en sede judicial hace ya 10 anos.
Igualmente, una de las mujeres que vio a las niñas en el helicóptero se aseguró de transmitir lo
que vio a su hija, Maria Esperanza Franca de Orellana , la cual declaro en sede judicial hace siete
al\os. Ello ocurrió porque no fue hasta 1992, que con la firma de los Acuerdos de paz y el
proceso de la Comisión de la Verdad en marcha , muchas personas comenzaron a revelar
algunas de las facetas del hon'or que vivieron en la guerra .

Los dos testimonios de las Sras. Cruz y Franco aseveran haber visto a las dos Minas en el
helicóptero del Ejército . En este sentido, la madre de las niñas Serrano Cruz declaró que
' poetencrmente supo que también que a una ancianita que es su vecina , se la llevaron y como a
los tres meses apareció y fue ella quien le manifestó que a sus nii'ias también se las habla

53 Corte IDH. Caso Mmacs Veltsqu&Z. lbid., Párr . 141. Cfr. Caso Vlllsgr1ln Morales (caso de "Loa Hlnos de la
CsI~n). S&ntencJa defonclo de 19 de noviembrede1999. Serie e No. 63, párr. 95.
&OCorte IDH. Caso Bámlctl VelHqU«l.. Ibld., Párr . 142.
015 ConvenclOn Interllmertcsns sobre Deu.psrlclOn Forzada de Per.sons. , SUP f8 n. 6, articulo 11.
!MIVéase capItulo deHechos,
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llevado el ejército , junto con ella pero que no sabia qué hablan hecho con el1as...B7 La vecina a
que se refiere ta madre de las ninas desaparecidas se llamaba Paula Serrano (ahora fallecida) .
Por otra parte . la Sra. Maria Esperanza Franco Orellana de Miranda (prima de las hermanas
Serrano Cruz) señaló que

[S]u madre (...]le contó que ella habla visto que a las menores (P.] ras bajaron de el Eric6ptero
(sic) de la Fuerza Armada; que fue asl como su madre y la declarante se condujeron al lugar en
donde aterrizaba el netcopterc. fue as! como la declarante vio que en un vehículo de la Cruz
Roja 1...1estaban colocando a las menores Ernes tina y ErUnda serrano (.·.I; que en dicho vehlculo
ademas de dichas menores llevaban mee pero no sabe ella de quienes se trataban; que la
declarante vio que el vehrculo de la Cruz Roja en donde iban [as menores [...1se fue de el lugar
de La Sierpe sin saber para donde, y desde esa fecha la declarante no ha vuelto a ver a las
menores como tampoco ha sabido más de ellas hasta la fecha desde el dla en que se las
llevaron.N

Ello es reafirmado por el testimonio de Magdalena Ramos, quien manifestó que

l os soldados llamaron por radio y al ratito riegO el helicóptero. Entonces, comenzaron a pedirles ros
nirios a las mujeres. Se los arrancaban y los echaban al helicóptero. ligerito lo llenaron y se levantó el
helicóptero. Después vino otro. Ahl me pidieron el nirio a mI. Mi mema se re tirOencima para que no me
lo quitaran. Pero fue diffcil. Agarraron a mi mamé y la tiraron al suelo. A mI me pusieron el fusil en la
cabeza y me dijeron que si no lo sallaba me iban a matar . &a

Este testimonio es de una de fas 39 nif\as que tueron capturadas durante la ~Guinda de Mayo· en
el departamento de Chalatenango y coincide con lo manifestado por otros testigos en este caso.

Ahora bien, respecto de los testimonios de las Sras. Maria Victoria Cruz Franco y Maria
Esperanza Franco Dretlana de Miranda, los representantes de las vlctlmas y sus familiares
consideramos crucial que se consideren las circunstancias peculiares de El Salvador a la época
de los hechos teniendo en cuenta que el Poder Judicial no garantizaba de modo alguno la
investigación de los hechos de violencia; adicionalmente, consideramos fundamental tener en
consideración que las hijas de las Sras. Cruz Franco y Franco Orellana han testificado a nivel
local, además de que en este caso citar la jurisprudencia de la Honorable Corte respecto de las
declaraciones de testigos no presenciales, la cual ha adoptado la práctica de "epreclanas en un
sentido amplio como fuentes de información del contexto general de los hechos del
correspondiente caso [ ...J."70

Asimismo, en este caso, contamos con el testimonio privilegiado de la hermana mayor de ErUnda
y Emestina Serrano Cruz, Suyapa Serrano Cruz, quien oyó cuando un grupo de soldados
encontró a sus hermanas y se las llevaron para después transportarles en el helicóptero militar.

&7 Denunc:1a Interpuesta por la s~. M«na VIc:torIaCruz F~nco ante la Juez de paz de Sen José de las Flores, de
fecha 28 da mayo de 1993. Dicho documento ha sido incluido en la demanda de la Comisión como Anexo No. 2, 8,
SUpnJ nota 2.
M DecI....ción de Maria Espel1l nza Ff1Inco Ore llana de Miranda ante el Juzgado Primero de Chalatenango, de 23
de uptlembre de 1996. que se ha Incluido en la demanda de la Comisión como Anexo No. 2, b, , supm nota 2. Eno
también ha sido recogido por la Ilustre Comisión en el infomle de admisIbilidad en el presente caso. Véase CIDH.
InfOlm9de admisibilidad No. 31101. Caso 12.132. ErMStina y Erf lnd a $emlno Cruz. 23 de febrero de 2001, Párr. 2.
Tal docUmento ha sido ajuntado a la demanda de la ComisiOn comoArlexo No. 1, supra nota 2.
.. Testimonio de Magdalena Ramos r Mayda"). Pro-bUsqueda. "El dlll mta " pel1ldo", supra nota 26, Pág. 76.
l Q Corte IOH. Caso v\llagrin MOf1ll.. y Otrcn, fondo, SlJpm notB 63, Párr. 73. Cfr. Caso BI.ke, fondo, supra nota 6,
Párr.46.
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Por otra parte, cabe mencionar que ninguna de las dos hennanas fue puesta a disposición de la
autOlidad correspondtente" : y sus familiares se vieron impedidos de interponer el recurso de
exhibición personal (hábeas corpus) ·10 cual pudieron hacer sino hasta varios años después de
su desaperición-, ya que el extravíe de las nil\as se dio en medio del confli cto salvadorel'lo y el
recurso era totalmente inoperante."

Por otra parte. en algunos temas, el control y custodia de las niñee por agentes del Estado, el
patrón de desapariciones forzadas en El Salvador, y la negativa del Estado de poner a
disposición de las autoridades judiciales e interamericanas prueba a su alcance. justifican la
inversión de la carga de la prueba .

Es un principio general de derecho que la parte demandante tiene la obligación de probar su
afirmación73

• Sin embargo, la jurisprudencia internacional y, en especial, la emanada de la
Honorable Corte ha establecido ciertas excepciones a esta regla. De acuerdo con este Alto
Tribunal, la parte demandante está exenta de probar su afinnación cuando no puede presentar la
información necesaria para demostrar los hechos denunciados. Esta información puede. sin
embargo, ser adjuntada por el Estado, quien tiene los medios para hacerlo. En palabras de la
Honorable Corte,

[Eln casos de desaparición fo rzada la de fensa del Estad o no puede descansar en la imposibilidad del
demandante de allegar prueba al proceso, dado que, en dichos casos, es el Estado quien det enta el
control de los medios para aclarar Jos hechos ocu rridos bajo su jurisdi cción y por ello se depende, en la
práctica, de la coo peració n del prop io Estado para la obtención de las pruebas necesa rias.'

Por tanto, la jurisp rudencia interamericana ha estimado de suma importancia la colaboración del
estado demandado quien, con su cooperación y sus medios puede aclarar las violaciones de
derechos humanos ocunidas dentro de su temtoric".

De otra parte, la Honorable Corte también ha sido más enérgica en su exigencia de prueba
cuando la vfctima se encuentra bajo custodia de agentes del Estado. En el caso Villagrán
Morales y Otros, la Corte estableció la presunción de violaciones de derechos humanos a

71 El 14 de marzo de 1996, la Sala Constitucion al de la Suprema Corte de Justic ia de El Salvador sobreseyó el
recurso de exhibición personal interpuesto por la madre de las vlctimes. la Sra. Maria Victoria Cruz Franco. Dicho
documento se ha adicionado e la demanda de la Comisión como Anexo No. 2, d, supra nota 2. De igual forma, véase
la aclaración de la nota 9.
12 la Comisión estimó que "e l recurso de amparo o de habeas corpus han perdido efectividad pues el estado de
emergencia suspende Indefinidamente tales IllOJIllOS: {Resaltado en original} C10H. Informe anual 1983-84,
Capttulo IV, supra nota 20, Parro10.

Por otraparte, el Grupo da trabajo de Naciones Unidas sobre detenciones arbitrarias estimO preocupante la dificultad
del acceso a los recursos de habeas corpus y amparo de la población seiveccreñe. Infonne del Grupo
Dn~ric~ FOIn'du, supra nota 31, p árr. 159. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos de Naciones
Unld8s mostrn "su preocupaci6n por el hecho de que la Comisión de la Verdad haya implicado a altos funcionarios del
sistema jUdicial en violaciones de los derechos humanos", Naciones Unidas. Comité de Derechos Humanos.
OblNrvaelon" final.. del Comité de Derechos Humanos: El Salvador, Parte O: "principa les motivos de
preocupación". 18 de abril de 1994. UN Doc . CCPRlCn9fAdd.34, Párr. 9. Este documento se incluye como Anexo No.
5.

13 También conocido como actori incumbir probatio. Véase Mojtaba Kazazi. Burdan of Proof and related Issun lA
study on Evtden~ befont ¡ntern.tlanal trIbunals). Klu_ r Law Internacional. Holanda. 1996. pago54.
7" lbld.• Parr. 152.
1~ Corte lOH. Caso Velásquez Rodñguez, fondo, supra nota B. Parr. 136.
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personas detenidas ilegalmente si los agentes que las custodiaban no daban una respuesta
sansrectcoe" .

Más aún, en vista de que no hay registros de ellas en ningún establecimiento oficial o
humanitario (corno la Cruz Roja, hospitales o juzgados competentes), es razonable inferir que
tampoco fueron puestas a disposición de la autoridad judicial correspondiente y que muy
probablemente no se hayan tomado medidas especiales que , por su situación de menores,
deberlan de haberse tomado.

En este caso se denuncia la desaparición de dos ninas a manos de soldados satvadorenos, los
cuales nunca han comparecido ante alguna autoridad a dar una explicación sobre lo sucedido el
2 de junio de 1982. Este hecho se encuadra dentro de un patrón de graves violaciones de
derechos humanos. por lo cual solicitamos a la Honorable Corte que tenga ello en cuenta a fin de
que se exija al Estado salvadoreño una aclaración sobre el paradero de las dos niñas y la falta de
justicia para los familiares en el presente caso.

Por todo lo anterior, cabe concluir que el Estado de El Salvador ha violado, en perjuicio de
Erlinda y Ernestina Serrano Cruz, el derecho reconocido por el articulo 7 de la Convención
Americana.

IV.C El Estado satvadorel\o violó, en petjuldo de Erllnda Y Emestina Serrano Cna y de
sus familiares, el derecho a la Integñdad penonaI, garantizado por el arttcuto 5 de la Convención--Desde el momento en que la familia Serrano tuvo que salir de su hogar porque se temla una
invasión de las fuerzas militares salvadoreñas. la familia ha sufrido un estrés y una angustia que
sólo pueden conocer las personas que huyen en medio de un conflicto armado para salvarse a si
mismos y a sus seres queridos.

Este caso presenta una doble violación a lo establecido por el articulo 5 de la Convención
Americana: la primera , referente a las angustias de las hermanas Serrano en virtud de la
desapalición forzada de la que fueron víctimas ; y la segunda, enfocada a lo que ha sufrido y
continúa sufriendo esta familia desde la desaparición de éstas.

IV.C.a Respecto de las hennanas S8rrano
Las hennanas Serrano desaparecieron en 1982. Hasta el momento no se sabe de su paradero.
La desaparición forzada conlleva a un aislamiento prolongado , en un lugar clandestino. Al
respecto, La Corte lnteramericana ha establecido que el simple hecho de someter a la vícñme a
un aislamiento prolongado, representa una ' forma lesiva de la integridad pslquica y moral de la
persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano,
lo que constituye, por su lado, la violación de las disposiciones del articulo 5 de la Convención
[...¡.•rr

La jurisprudenc ia interamericana ha reconocido que 'una persona ilegalmente detenida se
encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad , de la cual surge un riesgo cierto de que
se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad flsica y a ser tratada con

I&Cortf:l IOH. Caso vmagrin Moral•• y Otrw, fondo, supra nota 63, Parro171 .
n Corte IOH. Caso VaJf.squez Rodrtgue%., fondo. supm nota 6, Parro156.
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dignidad .~18 A ello se le podría sumar que las vfctimas eran menores de edad y que , sin duda,
tenlan temor al ser trasladadas con rumbo desconocido .

La Corte ha manifestado que "ras desapariciones no son una novedad. Pero su carácter
slstem étlco y reiterado, su utilización como una técnica destinada a producir no s610 la
desaparición misma, momentáneamente o permanente , de determinadas personas , sino también
un estado generalizado de angustia, inseguridad y temor, ha sido relativamente reclente.v"

Si para cualquier persona adulta repre senta un trauma huir de su casa con el fin de salvar su
vida, buscar desesperadamente refugio en un luga r seguro y separarse de su fam ilia, para estas
niñas debió haber sido una experiencia extremadamente dificil , la cual se prolongó en el tiempo,
puesto que nunca fueron llevada s con su familia y, lo que es peor. se ignora su paradero. De
acuerdo con la jurisprudencia de la Honorable Corte en materia de repara ciones , el dano y
sufrimiento de una persona se presumen , ' pues es propio de la naturaleza humana que toda
persona sometida a agresiones y vejámenes (.. .) experimente un sufrimiento moral ..eo. Por tanto,
la Corte ha conslderado innecesario probar este recte." Por tanto, solicitamos a la Honorable
Corte que adopte el mismo parámetro para la violación al articulo 5 en perju icio de Erlinda y
Emestina Serrano Cruz.

IV.C.b Respecto de los famillares de Er1lnda y Emestlna Serrano
La Corte ha reconocido que los familiares de una persona desaparecida experimentan
igualmente sufrimientos. lo que conlleva a una violación al articulo 5 de la Convención y, por
ende , se les debe considerar como vicUmas directas . Lo anterior ha sido compartido por otros
órganos internacionales de derechos humanos, como el Comité de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas y la Corte Europea de Derechos Humanos. Ambos órganos han tenido la
oportunidad de resolver que dos Estados parte de los tratados en cuestión hablan violad o, en
perjuicio de dos madres de personas desaparecida s, el derecho a la integridad personal."

La Corte Interamericana ha mostrado una postura similar respecto de 10 anterior. En el Caso
Blake. la Corte reconoció que "la violación de la integridad pslqulca y moral de dichos famil iares
[del señor Nicholas Blakel. es una consecuencia de su desaparición forzada. Las circunstancias
de dicha desaparición generan sufrimiento y angustia, además de un sentimiento de inseguridad ,
frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades públicas de investigar los
hechos"83; y , asim ismo, ha estimado que los padres de las vlctimas sufren por la negación de
justicia en el caso de sus seres queridos y reconoció que ello "genera[ba] un sentimiento de
inseguridad e impotencia que les causó a esos parientes la abstención de las autoridades
publicas en investigar a cabalidad los correspondientes delitos y castigar a sus responsables.r"

7tI corte IDH. Caso B41maca Velisquez, fondo, supra nota 6, Parro150. Cfr. Caso Vmagrán Morales y Otros, supra
nota 63, Parr. 90.
N Corte IDH. Caso VelA.quez Rodrtguez,londo, supra no/a 6, Parr. 149.
10 Corte IDH. caso Afoeboetoe y otros. Sentencia de reparaciones de 10 de septiembre de 1993. Serie e No. 5,
párr. 52. Cfr. caso Ne4ra Alegrta y otros. Sentencia de reparaciones de 19 de septiembre de 1996. Serie C No. 29,
palT. 57; Caso Loayu ram.yo. Sentencia de reparaciones de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42, Párr. 138.
En el mismo sentido, Caso Gan1do y B.lgorrla. sentencia de reparac iones de 27 de agosto de 1998. serie C No. 39,
parr. 49.
. , Ibld .

82 veeee. entre otros, Naciones Unicas. Comité ce Derechos Humanos. Caso Quinteros v , Uruguay. Comunicación
No. 107/1981. 21 de julio de 1983. Un Doc. CCPRlCI191D1107/1981. En el mismo sentido, Corte EDH. Caso Kurt v,
Turqull. Sentencia de 25 de mayo de 1998, Parro134.
lL1Corte IDH. C..o BI.ke, fondo, supra nota 6, Pérr. 114, in fi(Jfj.
"" Corte IDH. C..o Vlllagrin Morales y 0tI0s, fondo, supra nota 63, Parro173, in fine .
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Asimismo, en el caso Bámaca Ve/ásquez, estableció que "la falta de conocimiento sobre el
paradero de Efraln Bámaca Velásquez causó una profunda angustia en los familiares de éste,
por 10 que considera a éstos también victimas de la violación del articulo [5.1 y 5.2]:85

Sobre todo, la Corte ha entendido que las personas lienen derecho a saber lo que ha sucedido
con sus familiares, pues la falta de conocimiento sobre su paradero es causa de una profunda
angustia en los familiares de éste, por lo ~e la Comisión debe también considerar a éstos como
víctimas de la violación del articulo citado.

la madre y la hermana de las vlct imas han vivido todo ello en carne propia, pues desde el
momento de la desaparición de las segundas; desconocen dónde se están y si se encuentran
bien, cuestión sobre la cual ninguna autoridad les ha blindado información al respecto.

Por todo lo anterior, las peticionarias solicitamos a la Ilustre Comisión que declare que el Estado
salvadorel'io ha violado, en perjuicio de Erlinda y Emestina Serrano, asl como de su familia, lo
dispuesto en el articulo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

IV.O. El Estado salvadoret\o violó, en perjuicio de Eriinda Y Emestlna SerTano Cna, el
derecho a la vida , garantizado por el artkdo 4 de la ConvencJ6nAmericana
El articulo 4 de la Convenci6n Americana , se refiere a la protección del derecho a la vida y
establece la obligación de los Estados en garantizar el ejercicio de este derecho. Asf, el primer
párrafo de dicha disposición establece que "Toda persona tiene derecho a que se respete su
vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la
concepci6n. Nadie puede ser privado de su vida arbitrariamente."

Hace más de veinte anos que desaparecieron Erlinda y Emestina Serrano Cruz. Desde entonces
no se ha tenido noticias de ellas. En su demanda. la Ilustre Comisión retomó las preocupaciones
de los peticionarios planteadas en el procedimiento seguido ante ella y señaló que "Las
hermenas Serrano Cruz desaparecieron en 1982. Hasta la fecha se ignora su paradero y, lo que
es peor, si se encuentran vivas o mueras. Se han aportado elementos que demuestran que las
niñas fueron vistas por última vez en custodia de agentes estatales : 87 Por otra parte, tanto la
Comisión como los representantes de las vlctimas y sus familiares hemos resaltado que, al
momento de los hechos. existía en El Salvador un patrón de graves violaciones de derechos
humanos, que jncluran ejecuciones sumarias y desapariciones de persona s" .

Si bien es cierto que no hay pruebas que demuestren que efectivamente fas niñas hayan sido
asesinadas, también lo es que en materia de desagarici6n forzada se presume que las vlctimas
han sido privadas de la vida con el paso del tiempo 9. En este caso, hace casi 20 anos que no se
tienen noticias de ninguna de las dos vlctlmas.

El derecho consagrado en el articulo 4 de la Convención. catalogado como tus cogens90
,

garantiza un derecho humano básico, "cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute de todos los

85 Corte IOH. Caso B41maca Vefbquez, fondo, supra nota 6, Parro165, in fine.
elI lbid., parr 165.
81 Demanda de la Comisión, supra nota 2. parr o94.
111 Véase capitulo 111 B supra del presente documento.
111 Véase, entre eeee. Corte IOH. Caso Cestillo Piez. Sentencia de fondo de 3 de noviembre de 1996. Serie C No.
34. pérr. 66, Pérr. 72. En el mismo sentido, ver demanda de la Comisión , suprs nota 2. Parro95.
5lD Voto concurrente coojunto de 108 jueces AAC~ Trindade y A. Abreu Burelli Corte IDH. Corte IOH. Caso
Vlllag"'n Mol'llles y Otros (Caso de los wNlflos de 'a Calle"l. fondo. supra nota 63. Pérr. 2.
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demás derechos humanos. De no ser respetado, todos los derechos carecen de sentido. En
razón de! carácter fundamental del derecho a la vida , no son admisibles enfoques restrictivos del
mismo. -91

Sin embargo, tanto su madre y hermanos como las organizaciones que los representamos
albergamos la esperanza Que Erlinda y Emestina sigan vivas . Esto lo sustentamos en la cantidad
de adolescentes que han sido encontrados con vida por la Asociación Pro-Búsqueda. Como ya
se ha mencionado supra, esta organización ha logrado localizar a más de 250 adolescentes
dentroy fuerade El Salvador.

Es por ello que reiteramos que el Estado tiene la obligación de buscarlas y de dar una respuesta
detallada respecto del paradero de las nil'las y. en su caso, de desvirtuarque las violaciones a las
que tueron sometidas no hayan sido su responsabilidad .

Par todo lo anterior , solicitamos a la Honorable Corte que declare que el Estada de El Salvador
ha violado , en perjuicio de Erlinda y Emestina Serrano Cruz, el derecho consagrado por el
articulo 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

fV.E El Estado salvadoreño violó, en petjuIcJo de las vicUmas y sus familiares, el
derecho" rKWllbre
El articulo 18 de la Convención Americana establece que ' Teda persona tiene derecho a un
nombre propio de sus padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar este
derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere neceseno."

El nombre, que hasta la fecha no ha sido objeto de un análisis profundo por los órganos
internacionales, "resumla [desde antiguo] la función identificadora- de las personas."

En su demanda, la Ilustre Comisión concluyó que MEn la medida en que la desaparición forzada
de las dos rtiñae ha llevado a la supresión de su identidad, la CIDH considera que los hechos
establecidos en el presente caso general igualmente la responsabilidad del Estado salvadoreño
por la violación al articulo 18 de la Convención Americana en perjuicio de Emestina y Erlinda
Serrano Cruz.•93

Las hermanas Serrano desaparecieron después de haber sido separadas de su familia por la
incursión del ejército salvadoreno en su comunidad. Esta violación continúa ya que es una
consecuencia de la desaparición de las niñas y la falta de información sobre su paradero . Ello
coincide con el planteamiento de la Procuraduria para la Defensa de los Derechos Humanos
(MPDOH") de El Salvador, la cual ha considerado que "los delitos relacionados con la
desaparición de las y los niños se están cometiendo todavla el dia de hoy.~94 Como se ha
manifestado anteriormente, el destino de los niños y nh'las secuestrados y que permaneclan con
vida era distinto, pero siempre permanecia la actitud de los agentes del Estado de no devolverlos
a sus familias biológicas .

Existlan tres destinos para estos nfños y niñas que permanecian con vida y separados de sus
familias : Primero, eran regalados a pobladores de otras comunidades dentro de El Salvador.

" Corte IOH. Caso Vlllagrin Moral" y Otros (Caso de los " Nlftos de la Cane"). fondo, supra nota 63, Párr. 144.
112 Feméndez 5eeaarego. Canos . D-.Gho "aldentldlld ¡Mnonal. Astrea. Buenos Aires. 1992. pág. 129.
~ Demanda de la Comili6n, supro nol82, PArr. 128
.. PDOH. "Recomendación de la PDDH' , supra nota 16, Consideraciones de la Procuradora , punto 1.7, Pág. 10.
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segundo, eran abandonados en nosp'coe" ; y, por último, eran dados en adopción a famillas
extranjeras.96

La definición del núcleo básico contenido por el artículo 18 de la Convención (en especial el
párrafo primero) y el desarrollo de medidas de protección de este derecho son fundamentales
puesto que ello establecerla parámetros que podrlan ser utilizados no 5610 en este caso y en
otros similares que son del conocimiento de la Honorable Corte.

El derecho al nombre se vincula intrínsecamente al reconocimiento de la identidad personal, lo
cual implica igualmente la pertenencia a una familia y a una comunidad . Este derecho está
igualmente relacionado con la identidad del individuo y está asociado con el derecho a la
privacidad y a la personalidad jurldica. Asimismo, es fundamental en la medida en que su
disfrute trae el goce de otros derechos, como \o son el derecho a la nacionalidad y los derechos
politices, ambos garantizados por la Convención Americana.

Al igual que todos los derechos reconocidos por la Convención, el derecho al nombre impone al
Estado de que se trate tanto obligaciones positivas (obligación de hacer) como negativas
(obligaci6n de abstenerse) .

La obligación positiva consagrada en el articulo 18 de la CADH radica en la inscripción de los
nino/as en el registro civil correspondiente , como un reconocimiento expreso del Estado a la
identidad y la pertenencia de un nlño o una niña a una familia, a una sociedad y a una cultura. La
obligación negativa, en cambio, se refiere a la obligación de abstención por parte de las
autoridades estatales de despojar a una persona del nombre ya otorgado y debidamente inscrito,
sin mediar un juicio o el trámite correspondiente .

En este sentido, si bien las hermanas Serrano fueron inscritas en el registro civil correspondiente,
ello no excluye la posibilidad de que se les haya despojado de su nombre con posterioridad a
través, por ejemplo, del otorgamiento en adopción a otra familia.

Al existir más de cincuenta orfanatos dentro del pais, al igual ~ue las recurrentes adopciones de
los niños y niñas encontradas sin sus padres o familiares 7, es razonable pensar que las
hennanas Serrano fueron privadas de su nombre, pudiendo haber sido dadas en adopción o
reintegradas a un hospicio que cuidara de ellas, contra su voluntad y sin el permiso de su familia.

La comunidad lntemacional ha reconocido ta importancia de este derecho y del de identidad, lo
cual se ve plasmado en su inclusión en el Pacto Internacional de Derechos. Civiles y Pollñccs y la
Convención sobre Derechos del Niño. Especfficamente el articulo 8 de este tratado consagra que

95 Pro-búsqueda ha documentado mas de 50 orfanatos que funcionaron durante el conflicto, durante la cual la mayor
parte de los nll'\os que llegaron 8 los hogares procedlan del conflicto armado. A los pocos anos de finalizar este. le
mayor parte de orfanatos desapareció de fOnTIa definltiv8." Pro-búsqueda . "El di. mb esperadon , supra nota 26,
Pag. 2-48. En el mismo sentido , véase demanda de la Comisión. supra nota2. Parro127.
.. Durante [os ochenta, en El Salvador , la prácñca de la adopciOn, promovida desde las instituciones
gubernamentales, se orientaba a matrimonios de Norteaménca y Europa. En la época del conflicto, el pequeúo pele
11!'9Ó a ser el mayo ·exportador" de ninos para la adopciOn de todo el hemisferio occidental. "¡bid., pag. 246.
11 El di. mís ..perado ha incluido la declaración de la Sra. Isabel Novoa (presldenta de las Damas Voluntarias de la
Cruz Roja en el periodo en que lal hermanas Serrano desaparecieron), quien ·asevero que haclan ese trabajo
[remislOf1 de ninol y ninal de bases militarel a orfanatosl a petición de onclales de la Fuerza Armada , quienes
llamaban a la Cruz Roja salvadoret'ia para que recogiera a los n(nos, en sus cuarteles." En 1982, las Camas
Voluntarias hablan trardo a no menos de cien ninos desde Chalatenango. Ibid., pago261.
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1. Los Estados Partes se comprometen a respectarel derecho del nilto y preservar su identidad, incluidos
la nacionalidad,el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la reysin injerencias ilicitas.

2. Cuando un nifto sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos,
los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protecciOn apropiadas con miras a restablecer
rápidamente su identidad. (Resaltado fuera del original)

De acuerdo con el artícu lo antes citado, los Estados tienen la obligación de proveer la asistencia
y la protección adecuadas cuando los niños y niñas hayan sido privados ilegalmente de uno o
varios de los elementos de su identidad. con el fin de reestablecer ésta a la brevedad posible.98

Por otra parte. es importante resaltar que, al momento de los hechos, habla una guerra en el
territorio de Estado demandado. De acuerdo con el articulo 27.2 de la Convención Americana, el
articulo 18 no puede ser suspend ido en ningún momento, aun cuando tal derecho no forma parte
de las garantias judicia les -indispensables· , cataloga das asl por la Corte Interamericana.99

Varias instancias intemacionales han hecho alusión al derecho al nombre. En este sentido , el
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, interpretando lo establecido por el
articulo 24 del Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Politices100, ha referido que

En virtud del párrafo 2 del articulo 24, todo nino tiene derecho a ser inscrito inmediatamente
oeepuesde su nacimiento y a tener un nombre. A jui cio del Comité, debe interpretarse que esta
disposición esta estrechamente vinculad a a la que prevé el derecho a medidas especiales de
protección y tiene por objeto favo recer el reconocimiento de la personalidad jurrdica del nino. [...]
la obligación de inSCfibir a los niños después de su nacimiento tiende principalmente a reducir el
peligro de que sean objeto de comercio, rapto u otros tratos incompatibles con el disfrute de los
derechos previstos en el Pactc.]...j' O\

Lo establecido por el Comité no puede verse de manera restrictiva y, por ende, aplicable
solame nte a aque llos niños y nil'las que no hayan sido registrados , toda vez que el presente caso
demuestra que las niñas Serrano fueron objeto de sustracciones por parte del Ejército. De esta
manera , sostenemos que el comentario general del comité debe ser visto de manera amplia, que
abarque todas aquellas medidas de protección de este derecho, al que tienen derecho todas las
personas sin distinción alguna .

Por otra parte, la Ilustre Com isión ha hecho referencia al "Estudio sobre la situación de ros hijos
menores de personas desaparecidas que fueron separados de sus padres y son reclamados por
miembros de sus familias legi timas". En tal ocasión, esta instancia internac ional concluyó que
dicha la aprop iación de los hijos de corta edad de personas desaparecidas violaba, ínter alia, el

llll Human Rightl Walch . "Reluctant partner. The Argentina Govem ment's fll llure te b.ck up trI als of human
rlghta vto lators", htlp: /Iwww,hrw.orglreportsJ2001 Iargentinalargen 1201.Q1.hlm#P53 4982. -

Corte lDH. El Habue Corpus bIIJos suspensión d. g'rlntl.. (Arts. 27 (2), 26 (1) Y 7.6 Con venciÓn Amerlcsna
sobre o.r.c!N)e Humanos ). Opinión Consultiva OC·7187, da 30 de enero ce 1987 , Párr. 28
100 El artIculo 24 del Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Politices consagra los derechos de la niñez, en
especifico establece que :

1. Todonino tiene derecho, sin discriminaciÓnalguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen
nacional o social. posición económica o nacimiento, a las medidas de prolecci6n que su condición de menor
requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y cIel Estado.
2, Todo nino será inscrito inmediatamente despuél de IU nacimiento y deberá tener un nombre.
3. Todo nino tiene derecho a adquirir una nacionalidad.

'01 Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos. Derechos del nlno IArt 24). Comentario General No, 17, de 7
ele abril de 1989, Pérr. 7.
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derechoreconocido por el articulo 18de la Convención Amencena.!"

En ese mismo infonne , la CIDH establece que si estas violaciones se hubieran dado en un
estado de guerra interna , "tales acciones viclarlan normas expresas de las llamadas leyes de la
guerra o Derecho lnternaconal Humanitario, contenidas en las Convenciones de Ginebra de
1949 y los Protococs adicionales de 1977."103

Consideramos que el presente caso evidencia una práctica muy similar a la desarrollada en
Argentina en Jos anos 1976-1983. Por ello. solicitamos a la honorable Corte que las conclusiones
respecto del fenómeno argentino sean aplicadas al patrón salvadoreno de secuestro y adopción
ilegalde nlñosras. con el agravante que dicha práctica se llevó a cabo en el marco de un conflicto
interno. lo cual conlleva a una violación por parte de el Estado de la obligación general de
proteger y garantizar los derechos y libertades de la Convención, establecida por el artículo 1.1
de dicho instrumento . Sin duda alguna, Er1inda y Ernestina Serrano tienen el "derecho inalienable
a conocer su origen, (lo que) a la vez [significa una) respuesta a la angustiosa búsqueda de sus
familiares . ~ 1 ().4

En casos como el presente , este derecho se vuelve una garantra fundamental para las vlct imas
de desaparición y sus familiares , máxime cuando existe certeza de que las personas se
encuentren con vida. Los representantes de las victlmas y sus familiares consideramos que, el
vinculo de este derecho con la necesidad de saber lo que sucedió as! como su origen
constituyen una justa expectativa para los hoy jóvenes que fueron separados de sus familias.

En conclusión, al haber sido secuestradas las hermanee Serrano por agentes de las fuerzas de
seguridad, y al haber tolerado la práctica de secuestros y adopciones ilegales perpetradas en el
marco del conflicto salvadoreno, solicitamos a la Honorable Corte que establezca la
responsabilidad del Estado salvadoreflo por no haber respetado lo establecido por el articulo 18
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, tanto en perjuicio de las dos niñas como
de sus familiares.

IV.f El Estado de El Salvador violó, en perjuicio de las hermanas Serrano Cruz.
&1 derecho establecido por el artículo 19 de la CADH
la Comisión ha considerado que el Estado salvadoreno violó el derecho garantizado por el
articulo 19 de la Convención Americana en virtud de que "se apartó de su deber de diligencia

102 la demanda de la Ilustre Comisión recoge textualmente un párrafo de este tntorme, el cual coocIuye que:

Miola el derecho de las victima s directas --en estos casos los niftos- a su ident idad y a su nombre (Articulo
16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. en adelante "Convención") y a ser reconocidas
jurldleamerne como personas (Art. 3 ConYeflción, Art . XVll de la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes el Hombres . en adelante "Declaración ' ). Asimismo, vulnera el derecho de ninos I...J a gozar de
medidaS especiales de protección . atención y asistencia (Art. 19 ConvenclOn y Art. VII , Declaración).
Ademes, estas ac<;iooes constituyen una vIolación a las nonnasde derecho internacional que protegen a las
familias (Art. 11 Y 17, Convencl6n y Am . V y VI.Declaración).
[CIOH. Informe Anual de la Comisión Intenllnerlclna de Derechos Humanos 1967-19118. Capitulo V, 1:
Estudio sobre la situación de Jos h~ menores de personas desaparecidas que fue/Ofl separados de sus
padlfls y son reclamados por miembros de sus ~nimas famUias, apartado 3: "Violación a normas
fundamentales del derecho internacional de los derechos humanos: , citado en la demanda de la Comisión,
SlIpra nota 2, Pá". . 124)

lOO Ibid.
1\\01 Abuelas de Plaza da mayo. "Blanco y su mujer fueron utradltado. dal Paraguay". Informe internacional de
febrero de 1997. PágIna eceeeeea en mayo de 2002. Tomado de: hltp:llwwN.wamanLapc.orglabuelasJinf09702.html
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para resguardar a dos nlñee que necesitaban mayoratención, en vista de encontrarse en medio
de un conflicto armado : 105

-
-

El articulo 19 de la Convención Americana establece que ' Todo niño tiene derecho a las medidas
de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del
Estado: Estas medidas deben ser garantiZadas sin discriminación (de acuerdo a lo establecido
en los artlculos 1 y 24 de la CADH) y deben , asimismo, emplearse con mayor eficiencia en casos
en los que los ninofas se encuentran en una situación adicional de vulnerabllded'" .

Respecto de la definición de niño. los representantes invocamos la incluida en el articulo 1 de la
Convención sobre Derechos del Nlño. la cual establece que "nino [es} todo ser humano menos
de dieciocho anos de edad , salvo que , en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado
antes la mayoria de edad : Esta definición ha sido usada por la Honorable Corte en el Caso
Vilfagrán Morales y en la Opinión Consult iva No. 17107

• por lo cual solicitamos que aplique tal
parámetro al presente caso.

La protección contenida por la Convención Americana tiene que brindarse a todas las personas
sin distinción alguna. Sin embargo, existen poblaciones o grupos de personas que son más

~ vulnerables que la población en general y, en esta medida, se justifica el otorgamiento de una
protección especial . Tal es el caso de la protección prevista por el articulo 19 de la Convención,
respecto de las personas menores de 18 afias de edad.

-
,,

-
-
-
-,,
­,
-
-

Para la interpretación de la Convención, la Honorable Corte ha se ha guiado por ciertos
principios, como el de buena fe y el pro nomme y "ha establecido que la interpretación debe
atender a 'la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales '",108

Al interpretar la Convención sobre Derechos del Nlño en el caso Villagrán Morales. la Corte
señaló que "Tanto la Convención Americana como la Convención sobre los Derechos del Nlñc
forman parte de un muy comprensivo corpus juris internacional de protección de los niños que
debe servir a esta Corte para fijar el contenido ~ los alcances de la disposición general definida
en el articulo 19 de fa Convención Americana." De acuerdo a lo antes citado, este Tribunal ha
entendido que "La Convención sobre los Derechos del Nino contiene diversas disposiciones que
[" ,] pueden arrojar luz, en conexión con el articula 19 de la Convención Americana , sobre la

105 Demanda de la Comisión, supra nota 2, Párr. 73.
' M Respecto de los nillos y nillas necesitados de mayor protección, el Juez carceec Trinidacle hizo la siguiente
reflexlóo:

El Preámbulo de la Convención de Naciones unidas sobre los Derechos del Nino de 1989 advierte l...l que
"en todos 10 5 petsee del mundo hay nillos que viven en condicione s excepcionalmente diflciles', necesitando
por lo tanto ' especial conSideraCión". los n¡nos abandonados en las calles, los ninos tragados por la
delincuencia , ellrabajo infantil, la prostitución infantil forzada, el tráfico de ninos para la venta de órganos, los
nlno. lnvolucl'lldos en conftlctoa annados, los ninos refugiados, dnplaUdos y apartidas , son aspectos
del cotidiano de la tragedia contemporánea de un mundo aparentemente sin futuro. (Resaltado fuera del
original]
Voto concurrente del Juez A. A. c ancacc Trin idade, Párr. 2_Corte IOH. Condición Jurldlca y pereenee del
Nlllo. Opinión Consultiva OC-1712002de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17.

101 cene IDH. caso Vlllagran Morales y 0tr0Ii (Caso de los "Nlllos de la Calle"), fondo, supra nota 63, Párr. 188.
Cfr.CondICión Jurldlca y o.,..choa Humanos del Nlno, Ibid., Párr. 38.
; 00l Corte IDH. Condición Jurldlca y Derecho- Humanos del NUlo. Ibid., párr. 21.
I~ Caso Vlllagl1ln MonIIelI y otros (Caso da loa "Nltlos de la Calle"), fondo, supm nota 63, Párr. 194. Cfr.
Condición Jurfdlea y Derechos HumanCMl del Hlno, Ibid., Párr. 24.
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conducta que el Estado debió haber observado ante la misma,·110El Estado salvadoreño firmó y
raUfic6 ambas convencio nes111, por lo que solicitamos a la Honorable Corte que reitere la práctica
desarrollada en el caso antes citado y le dé contenido a ras medidas especiales garantizadas por
el articulo 19 de la Convención a través de, ínter afia, la Convención sobre Derechos del Niflo.

El alcance de las medidas de protección especial a las que todo niño/a tiene derecho por su
condictón por parte de su familia , de la sociedad y del Estado, exigen acciones y omisiones que
superan el exclusivo control del Estado. Estas medida s de protección varían. dependiendo de la
condición en la Que se encuentre el rnño o "ina en cuestión. En la Opinión Consultiva sobre Ja
Condición Jurfdica y Derechos Humanos del Niflo, la Corte aludió a ciertas medidas de
protección a favor de la infancia , entre las que enunció la asistencia especial a los niños privados
de su med io familiar y la garantfa de la supervivencia. Es claro para esta Corte que los actos
perpetrados contra las v lct imas en el presente caso, en los que se vieron involucrados agentes
del Estado, contravienen estas previsiones.

ASí, dar contenido al articulo 19 de la Convención requiere tomar en cuenta los avances
normativos y doctrinarios en esta materia. En particular, considerar los preceptos de la
Convención sobre Derechos del Nil"lO y las normas especíñces que atanen a la situación de la
njñez. En opinión de los representantes de las vlctimas en este caso , es de trascendental
importancia segu ir de cerca la situación en la que se encuentra el ninola , asl como su contexto y
entomo, a fin de determinar las medidas especiales que deberán d ársele. Por ejemplo, la
situación de vulnerabilidad en la que se encuentra unja ni/'lo/a en situaci6n de calle nunca será la
misma que la de un adolescente en conflicto con la ley penal o una niña que se encuentra
desplazada y separada de su familia en medio de un operativo mílitar.

las Organización de las Naciones Unidas se ha preocupado por la situación de vulnerabilidad en
la que se encuentran los niño/as y las mujeres en conflictos armados, lo cual ha llevado a la
Asamblea General a adoptar una "Declaracíón sobre la protecci6n de la mujer y el niño en
estados de emergencia o de conflicto armado·m . Esta , en su párrafo 1, proh ibe "los ataques y
bombardeos contra la población civil, que causa sufrimientos indecibles particularmente a las
mujeres y los niños . que constituyen el sector más vulnerable de la poblaci6n~ . De otra parte , las
Naciones Unidas han emi tido una serie de principios tendientes a proteger a las person as
desplazadas internas. De acuerdo con estos Principios rectores de los Desplazamientos
fntemos l13

, los niños no acampanados ' tendrán derecho a la protección y asistencia ~uerida
por su condición y a un tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades especiales ." .. Más
aún, prohiben terminantemente la desaparición forzada de personas y garantizan que las
personas desplazas internas tendrán derecho a protecciones contra ese y otros vejamenes.!"

"OCorte IDH. caso Vlllagrin Morales V Otros, lbid., Parro195.
111 La Conveocl6n Americana fue ratificada por el Estado el 23 de junio de 1978; mientras que la Convención sobre
Derechosdel Nit'lo fue ratificada el 2 de septiembrede 1990.
"2 Naciones Unidas. Declanlclón sobre la protección de la mujer y el nlno en es tad05 de emergencia o de
conntc:to armado. Proclamada por la Asamblea General en su resolución 3318 (XXIX), de 14 de didembre de 1974.
Tal doalmento 88 incluye a esta demanda como Anexo No. 6.
113 Estos prlneípios se aplica ran a ' tee personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a
escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual , en particul ar como resultado o para evitar los efectos
de un conflicto armado , de situaciones de violencia gen8f"8lizada, de violaciones de 105 derechos humanos o de
catástrofes naturales o provocadas por el ser humanos , y que no han cruzado una frontera estatal intemacionalmente
reconocida : Naciones Unidll$ . Principios RltCto.... p.flI Jos Desplazados Interno. (En lo sucesivo, "principios
rectore s"). Adoptados el 11 de febre ro de 1998 por la Comisión dé Derechos Humanos de las Naciones Unidas.
EICN .4/19981531Add.2. Parte introductoria, Parro2. Estos principios se incluyen a la demanda como Anexo No. 7
114 lbld. Sección 1, Principios genera les . Principio 2, Párr. 2.
\ . ~ lb id. Seccibn 111, Principios relativos a la proteccl6n durante el desplazamiento . Principio 10, Párr . 1, literal d).
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Es decir, que de acuerdo con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, asl comocon
otros instrumentos internacionales, el Estado tiene la obligación de adoptar medidas especiales
para los niñee y niñas en conflictos armados, lo cual en, el presentecaso, no ha hecho.

Por ello, el Estado ha incumplido con la obligación de garantizar varios de los derechos
establecidos en la Convención Americana. Adicionalmente. en este caso se requerre una
protección especial a las víctimas puesto que, al momento de los hechos, eran doblemente
vulnerables: uno, por su situación de ninez y. dos. porque se encontraban en un conflicto
armado. Por ello, el alcance de las medidas de protección garantizado por el articulo 19 de la
Convención Americana debe verse de manera integral y exige tanto obligaciones positivas como
negativas por parte del Estado.

En este sentido, existe un incumplimiento con ambas obligadones, ya que, por una parte, sus
agentes actuaron de manera deliberada al sustraer a las niñas y, por otra parte, al no haber
realizado ninguna diligencia para retomar y reunificar a estas con su familia . Tampoco puede
veriñcarse que las niñas hayan recibido la debida atención (tanto médica como psicológica) y la
consecuente indemnización a la que tienen derecho.

la Corte ha estimado que -A la luz del articulo 19 de la Convención Amelicana la Corte debe
constatar la especial gravedad que reviste el que pueda atribuirse a un Estado Parte en dicha
ConvencKm el cargo de haber aplicado o tolerado en su territorio una práctica sistemática de
violencia contra ninos en situación de liesgo . ~11 6

Por otra parte, la angustia de desconocer su oligen y la crisis respecto de la identidad familiar y
cultural de Er1lnda y Emestína Serrano, tomada en conexión con la obligación del Estado de
adoptar en su favor medidas especiales de protección, conlleva a una vulneración al derecho de
las niñee de -alentar un proyecto de vida que debe ser cuidado y fomentado por los poderes
públicos para que se desarrolle en su beneficio y en el de la sociedad a la que pertenece.' ?"

Eríinda y Ernestina Serrano sufrieron el desplazamiento forzado, la desintegración de su familia,
el secuestro y detención arbitrarios y el traslado a un lugar que hasta la fecha es desconocido,
entre otras vejaciones . Ante esto , el actuar del Estado demuestra que no obró con la diligencia
que le era requerida para resguardar a dos niñas que necesitaban mayor atención, en vista de
encontrarse en medio de un conflicto armado. El Estado ha permanecido pasivo por más de
veinte anos en un caso que significó la desaparición forzada de niñas . por 10 cual su
responsabilidad internacional es aún mayor.

Por todo lo antes expuesto, solicitamos a la Ilustre Comisión que el Estado salvadoreño ha
incumplido con lo establecido por el articulo 19 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, al no haber otorgado a las vlctimas el trato especial que dicha disposición exige.

JV.G El Estado salvadorefto no cumplió, en este caso, con su obligación de
proteger a la familia S.rrano Cruz
En su demanda, la Comisión señaló que

El Estado salvadoreflO no torne medida alguna para cumplir con las obligaciones establecidas para la
protecci6n de las ninas Serrano Cruz, con lo que se inició la situación víotetona que subsiste hasta la

11& Corte IDH. Caso Vlllagrin Morales y Otros, supra nota 63, PárT. 191.
m Ibid_
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fecha. En definitiva, la sepereeen forzosa de las niñas Serrano Cruz de su fami lia y la falta de diligencia
en la investigaciOn y detenninací6n de su paradero, configuran violaciones de los derechos proteg idos
porel erucnc 17 de la ccnvercron Ame ricana .

11a

La familia Serrano ha sido víctíma de un quebrantamiento desde la incursión militar perpetrada
en los meses de mayo y junio de 1982. Esto es, que por temor a las fuerzas armadas,

- abandonaron su casa y se dirigieron "al monte-f19
• En este Interln es que la familia se dispersa.

con el fin de sobrevivir. Sin embargo , después de este operativo militar, jamás logró reunificarse,
situación que ha persistido hasta la fecha .-
El articulo 17.1 de la Convención Americana consagra la protección de la familia . la cual "es el
elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado.­
[resaltado fuera del original]

El término "familia- aqul empleado se refiere a los ascendientes, descendientes y cónyuge s. Por
tanto, cuando nos referimos a la familia Serrano, estamos haciendo alusión a las hermanas y
padres de las víctimas. Sin embargo, ello no preclUVe la posibilidad de que este concepto sea
ampl iado conforme a las costumbres120

, trad iciones12 y situaciones de hecho ' 22 de la comunidad
que sufrió la pérdida de su ser querido.

-
-

-
-
­,,
-
-
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El párrafo primero de este art iculo impone la obligación a los Estados y a la sociedad de proteger
la fam ilia ya que es "el elemento natural y fundamental de la sociedad-oAsim ismo, el Protocolo
Adicional a la Conve nción en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo
de San Salvador) establece el derecho de todo niflola "de crecer al amparo y bajo la
responsabilidad de sus padres· 123

•

Recientemente, la Corte se pronunció en su jurisdicción consultiva sobre de los roles que juegan
tanto el estado como la familia en la protección de la nlñez y sel'ial6 que "Corresponde al Estado
precisar las medidas que adoptará para alentar [el desarrolto armonioso de la personalidad de los
nfñcs y ninas] en su propio ámbito de competencia y apoyar a la familia en la func ión que ésta
naturalmente tiene a su cargo para brindar protección a los niños que forman parte de ella ." 124

Por tanto, para la Corte,

En principio, la famili a debe propo rcionar la mejor protección de los ninos contra el abuso, el
descuido y la exp lotación . Y el Estado se halta obligado no sólo a disponer y ejecutar
directamente med idas de protecci6n de los n¡~os, sino también a favorecer, de la manera mas
amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar. En este sentido, "¡e]l reconoc imiento de la
familia como elemento natural y fundamental de la sociedad", con derecho a "la protecci6n de la
sociedad y el Estado~, constituye un principio fundamental del Derecho Internacional de los

l1a Demanda de la CIDH, supra nota2, pérr. 122.
m En su testimonio, SUyapa Serrano declaró que "a los tres dlas de haber salido de su casa huyendo llegaron al
cantón de Los Alvarlln ga (...), exactamente en un monte pues en el monte les tocaba dCHmir (...)"Declaraci6n rendida
por SUlHY8 Semlno ante el Juzgado de Primera Instancia de Chalatenango, el 19 de julio de 1996, la cual se ha
a~tado a la dem8f1dade la Comisión como Anexo 2, literal 9, supm nota 2.
1:10 Corte IDH. Caso .fJMboetoe y Otros, reparaciones, SUp18 nota80, Parro62.
121 Véase, entre otros. Naciones Unidas. Comité de Derechos Humanos. Caso Hopu y Otros v. fl'llncla .
Comunicación 54911993 de 29 de julio de 1997, párT. 10.3 En este caso, el Comité de Derechos Humanos estimó que
"1" tradiciones conuretee deben ser tomadas en cuenta al definir el término 'familia' en una situación especifica."
¡traducción libre)
22 La Corte ha reconocido que ' el concepto de vida familiar 'no esttl reducido únicamente el matrimonio y debe

abarcar otros lazas familiares de hecho donde las partes llenen vida en común por fuera del rnemmcnlc." Corte lDH.
Condición Jurtdlca y Derechos del Hlno, supm not8106, Parro69 in fiflfj.
123 Protocolo de San Salvador, artIculo 16. Cfr. Corte IDH. Condición Jurkflc. y Derechos del NUlo. lbid., Parro62.
1:M Condición Jurtdlca y Derechos del Hlno, !bid., Parro53 En el mismo sentido véase párrafo 88 del mismo testo.
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Derechos Humanos, consagrado por los artlcu los 16.3 de la Decla rac ión Universal! ], VI de la
Declaración Americana, 23.1 del Pacto Internaciona l de Derech os Civiles y PoUticos[ ) y 17.1 de
la Convención Americanar..., . l2S

Consideramos que en este caso existe una doble violación a la disposición antes citada: por un
lado, la violencia polftica en la que estuvo sumido El Salvador y la part icipación directa de
agentes del Estado en la detención y desaparición provocó la desintegración de la familia
Serrano y, por otra parte, las adopciones ilegales en las que posiblemente se puede enmarcar la
desaparición de las vlcñmas provocaron que a éstas se les desposeyera del derecho a gozar de
una vida familiar.

Respecto del segundo punto , la Comisión Interamericana ha establecido que la practica de
adopciones ilegales es contraria "a las nannas de derecho internacional que protegen a las
familias ."l26 Asimismo. la Honorable Corte ha establecido que la separación de un niño de su
familia debe ser excepcional y temporar'". ya que el primero "tiene derecho a vivir con su familia ,
llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y pSícol6gicas."'21l Esto significa que,
en el caso que los niños sean separados de sus padres por causas de fuerza mayor (como lo es
un conflicto armado), las autoridades estatales tienen el deber de reuntñcartos con la mayor
brevedad posible . Al respecto, resulta pertinente citar lo establecido por el articulo 36.1 de la
Convención sobre Derechos del Nil'io, que establece que

Los Estad os tienen el deber de proveerles de un lugar seguro en el que exista , al menos, un
lugar de esparcimiento, as! como comida, agua y servicíos básicos . Mas aú n, sabiendo que la
fam ilia es el mejor lugar en donde pUede estar un ninaJa, las Ilutoridad.. del Estado tienen
que garantlzar.u reunlflcaclón en el menor tiempo posible. (Resaltado fuera del orig inal]

Por otra ~rte, y atendiendo al primer punto, el art Iculo 38.4 de la Convención sobre Derechos
del Nlño 29 establece que "De confonnidad con las obligaciones dimanadas del derecho
internacional humanitario de proteger a la población civil durante los conflictos armados . los
Estados Partes adoptaran todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de
los níños afectados por un conflicto armado."

Cabe recordar que, al momento de la desaparición de las nlñae. la familia habla tenido que huir a
las montanas para resguardarse de la incursión militar efectuada por el Batallón Atlacatl. El
Estado tenIa la obliga ción de proteger a esta población desplazada. De acuerdo con los
Principios Rectores para los Despiezados Internos, se busca otorgar una protección adecuada a
las personas desplazadas, haciendo énfasis en los nil'ios (especialmente los no acompal'iados),
quienes deben tener derecho a un tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades
especlales.l30 De acuerdo con estas directrices, "se respetará la voluntad de los miembros de las
famiHas de desplazados internos que deseen estar juntos"1 31 y, en caso de que alguno de sus
familiares haya desaparecido, "tienen derecho a conocer el destino y el paradero de sus
familiares desaparecidos."132

12!i lbid., PálT. 66.
•21 CIDH. Informe Anual 1987-1988, supra nota 102, CapItulo V, parte 1, apartado 3.
127 Corte IDH. CondicIón Jurtdlca y Derechos del Hlno, supra nota 106, punto resolutivo 5.
IN lbld., Parro11 .
IN Convención sobl'9 los Derechos ckll Hlno. Adoptada y abIerta a firma por la Asamblea Geroeral de las Naciones
Unidas el 20 de oovIembre de 1989 y entrada en vigor 812 de septiembre de 1990 : y ratificada por El 8alvadOl' por
Decreto Legislativo no. 487 de 27 de abril de 1990, ptJblicada en el Diario Oficial No. 108, T. 301 de nueve de mayo
de 1990.
130 Naciones Unidas. · Pr lnc lplo. Rector...., supra nota 113, Principio 4.
131 lbld. S&(;Ci6n 11I, Principios relativos a la protecci6n durante el desplazamiento. Principio 17, Parro2.
'''"'Ibid. Sección 111. Principios ralativos a la protección durante el desplazamiento. Principio 16, Parro1.
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El tercer párrafodel Principio 17 de los Principios enunciados incluye la premisa de reunificar la
familia y consigna que

Las famili as separadas por desplazamientos serán reunidas con la mayor rapidez pos ible. Se adoptarán
todas las medidas adecuadas para acelerar la reunificaci6n de esas familias, particularmente en los
caos de fam ilias con ninos. las autoridades responsables facilitarán las investi gaciones real zadas por
105 miembros de las familias y estimularán y cooperarán con ros trabajos de las organizaciones
humanitarias que se ocupan de la reunificaciOn de las familias.l33

En el caso de Haitianos y Dominicanos de origen haitiano en fa República Dominicana, la Corte
reconoció que la poJltica inmigratoria de la República Dominicana era contraria a la Convención y
estimó "que los antecedentes presentados por la Comisión en su solicitud demuestran prima
facie una situación de extrema gravedad y urgencia en cuanto a los derechos a la vida, integridad
personal, protección especial a los nlños en la familia y derechode circulación y residencia de las
personas identtficadas..t34 Lo anterior comparte similitudes con este caso en la medida en que la
poHtica y la desproteceión del Estadohan originado la desintegración de la familia Serrano.

La Corte Europea ha estimado que el derecho a la vida familiar incluye tanto acciones positivas
como negativas por parte del Estado y que cualquier interferencia debe ser justificada y debe
establecerse un balance entre el interés general de una comunidad y el de 18(S) persona(s)
interesada(s).13S Más aún, este Tribunal ha tenido la oportunidad de declarar la violación de del
derecho a la vida familiar y a la propiedad, en un caso en que las fuerzas de seguridad turcas
atacaron una comunidad, incendiaron casas y ordenaron la evacuación forzada de la
comunidad.' 36

El Estado satvadoreno, al ratificar la Convención Americana, se obligó a respetary a garantizarel
goce de los derechos y libertades consagradas en dicho instrumento. Tal obligación es aún más
imperante cuando existen circunstancias extraordinariasdentro del Estado, que ponen en mayor
rieSOO a su población. Ejemplo de eflo es la vulnerabilidad de la población civil en el conflicto
internosalvadoreno.

Se ha demostrado que el secuestro de ninos/as por parte de las fuerzas armadas salvadoreñas
se dio con mayor ahinco en 10$ primeros anos del conflicto. La actuación de los agentes del

,.. Estado, tanto en lo que ve a los militares como a ros que recibian posteriormente a tos nlñca y
1. ninas, estuvo tejos de ser eficiente y tendiente a reunificar a ésto/as con sus familiast 37.

-
r
...

...
t
1'",

13a lbid.• Principio 13.3.
130l Corte IOH. CHo de Haitianos y Dominicanos de origen hamano en la RepÍlbllca DomInIca"•. Medidas
~rovisionale$. Resolución de 18 de aoosto de 2000. Consic!e11llndo No. 9.
J5 V.se, entre otros, Corte EOH. X y Y contra los Pal... Bajos. sentencia de 26 de marzo de 1985, parr. 23;

Lopn o.tJ1I v. Espan.. Sentencia de 9 de diciembre de 1994, pélT. 51. in lins; McGlnley e Ega" v. Reino UnIdo.
Sentencia da 9 de junio de 1998, párr. 98; GUemI y Otros v. 1bl11ai. sentencie de 19 de febrero de 1998, parro58.
1311 Corte eOH. Caso Ali:di'lary otros V. Turqula. Sentencia de1 6 de septiembre de 1996, párr . 66.
131 U S irregularidades abundaban en los procesos judlc:ialEl8 de adopclón. De acuerdo con Pro·búsqueda,

Los juzgados de menores. de instancia o de lo civil, faeuttad08 para dar ni!"lOs en adoJ)ci6n, dejaban
la mayor parte del tramite en manos de los abogados. Durante una época , los jueces ni siquiera
exiglan que la madre, en caso de que estuviera di&pOll ible, se presentara a juzgado para dar si
connntimiento pereonalmeníe. Para autorlUlr la adopci6n, bastaba un esaito dando el
conssntimienlo, redaCtadO POI' el abogado que llevaba el caso, donde la progenitora del nillo
colocaba su firmao huella digital.
IPro-Búsqueda. ' El dbl mis esperado" , supra nota 26, pag. 2471
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Esa actuación ha perdurado hasta el momento, en virtud de que, aun cuando se ha insistido en
ello, no se ha dlseñedc ningún mecanismo o se ha creado ningún 6rgano que se encargue de
investigar las desaparicionesde niñas y ninos en el conflicto a fin de dar noticias a sus familiares
de su paradero. Por lo anterior se puede concluir que el Estado no ha actuado con la debida
diligencia para proporcionar a las niñas Serrano y su familia, la posibilidad de reunlñcarse
durantey después del conflicto.

Por otra parte, no podemos dejar de largo el hecho de que todas las violaciones alegadas se
perpetraron en el marco del conflicto interno salvadoreño y, en esa medida. consideramos
pertinente recurrir a disposiciones especificas del derecho internacionalhumanitario, a fin de que
se tengan en cuenta elementos fundamentales respecto de la protección de civiles y, en
especIfico, de nlños y niñas en conflictos armados.

La jurisprudencia interamericana ha sido bastante flexible al interpretar disposiciones contenidas
en la Convención Americana a la luz de otros tratados especializados en materia de derechos
humanos138, haciendo uso de \a facultad que les concede a los órganos protectores el articulo 29
de la Convención f 311

• Todo ello, con el fin último de resolver de manera mas favorable a las
victimas de violacionesde derechos humanos.

Asimismo, la Corte ha estimado que

Hay efectivamente equ ivale ncia entre el conten ido del articulo 3 co mún de los Convenios de
Ginebra de 1949 y el de las disposiciones de la Convención Americana y de once instrumentos
internacionales acerca ckI ros derechos humanos inderogables (tales como el derecho a la vida y
el derecho 8 no ser sometido a torturas ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes) . Este Corte
ya ha seftalado, en el Caso Las Palmeras (2000), que las disposiciones relevantes de los
Convenios de Ginebra pueden ser tom ados en cuenta como elementos de interpretaeiOn de la
propia Convel'lCiOn Americana.14O

Luego pues, el artfculo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 establece, en sus
partes pertinentes. lo siguiente:

ArtIculo 3 • Conflictos no internacionales

t )a Ejemplo de ello es la amplia interpretación que la Corte dio el articulo 19 de la Convención en el caso ViJlagrtm
Moralfs y Otros, basada en gran medida en la Convención sobre Derechos del Nil'lo. Corte IDH. Caso Vlllagrf.n
MoraIIN 't Otros. SUpr8 nots 63 .

t3f Tal disposición establece lo sigUiente:

Articulo 29. Normas de Interpretaci6n. Ninguna disposición de la presente Convencl6n PlJede ser
interpretada en el sentido de:

a. Permitir a alguno de los Estados partes, grupo o personas, suprimir el goce '1 ejercicio de los derechos
y ltbertade$ J'8COl"lOCÍdol en la Convención o ¡¡m~ en mayor rnecI\da en qua en la prevista en ella;

b. Umilar el goce y ejerclclo de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido con las reyes de
euak¡uiera de los Estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos
Estados:

c. Excluir otros derechos y garantlas que son inherentes al ser humano o que derivan de la forma
democrática represénl ativa de gobiemo; y

d. Excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaraci6n Americana de Derechos y Deberes del
Hombre otros actos internacionales de la misma naturaleza.

" DCorte IOH. Caso Bimac. V.IAsquez, fondo , supra nota 6. Pérr. 209.
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En caso de conflicto armado que no sea de Indole mtemecene! y que SUIJ8 en ellerritorio de una
de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de
aplicar, comomlnimo, las siguientes disposiciones:

-
-

1) Las personas que no participen directamente en las hoslllidades, incluidos los miembros de (as
fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por
enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias,
tratadas con humanidad, sin distinción alguna de Indale desfavorable basada en la raza , el col or,
la rellai6n o la creencia, e l sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro criterio anélogo.,.r
(...J

En annonía con estas disposiciones. el artículo 26 del Convenio de Ginebra sobre la Protección
de Personas Civiles en Tiempos de Guerra de 12 de agosto de 1949 (conocido como el "Cuarto

- Convenio de Ginebra")142, amplía la protecci6n a las familias que se han separado a
consecuencia de un conflicto armado:

3. Se proporcionarán a los niltos los cuidados y la ayuda que nece siten y, en particular:
[...)
b) se tomarán las medidas oportunas para fac ilitar la reun ión de las familias temporalmente
separadas:

Esto se complementa con lo establecido por el párrafo 3 del artículo 4 r Garantfas
fundamentales") del Segundo Protocolo, que establece lo siguiente:

A la luz del articulo 19 de la ConvenciOn Americana la Corte debe constatar la especial gravedad que reviste
el que pueda atribuil'8l!l a un Estado Parte en dicha Convención el cargo de haber aplicado o tolerado en su
territorio una práctica slstematica de violencia contranib en situaciOnde riesgo . Cuando los Estados 'liolan,
en esos términos, 101 derech os de los nil\o8 en sit\JaciOn de nesgo, como los "nirtol de la calle", los hacen
vlctimas de una doble agresión . En primer lugar. los Estados no evitan que sean lanzados a la miseria,
privéndolos asl de unas mlnimas condiciones de vida digna e Impidiéndoles el -pleno y armonioso desarrollo
de BU personalidad" (...), a pesar de que todo nino uene derecho a alentar un proyecto de vida que debe ser

34

1.1 AdoPtados por la "Conferencia DiplOlTlélica para elaborar Convenios internacionales destinados a proteger a las
vlctimaa de la guerra~, reunida en Ginebra elel21 de abril al1 2 de agosto de 1949.
142 Estam05 conscientes de que tal convenio aplica a conflIctos armados de carácter intemacional: sin embargo,
consldaramos de suma Importancia tal disposlción, la cual está encaminada a proteger a personas civiles . Por ende,
e invocarldo el priocipiopro homine , incluirnoa tal disposición en el presente escote.
1U La Corte mostró BU preocupaCión respecto de la práctiCa de ejecuciones extrajudiciales y violencia en contra de
ninOS/as que resld lan en las calles de Guatemala de la siguiente forma:

l as niñas mereclan una protección especial, la cual fue negada par el Estada. Ello se agrava con
el hecho de que, al momento en de su desaparici6n, el Estado aplicaba a toleraba una práctica
vlolatona en contra de niños en situación de riesgo143 . La antes expuesto no hace sino reafirmar

La incursión de las fuerzas armadas en comunidades que, entre otras cosas, daba como
consecuencia el desplazamiento de las poblaciones a lugares donde se sentlan más seguros, es
una infracción a la obligación de proteger a las familias . Más aún, la existencia de toda una
maquinaria estatal que propiciara el secuestro de niñosras. a fin de darlos en adopción a otras
familias (ya sea salvadoretlas o extranjeras) constituye una violación adicional al derecha
protegida por el articulo 17 de la Convención Americana.

- Articulo 26. Familias dispersas. Cada parte contendiente facilitará las búsquedas emprendidas
por los miembros de familias dispersadas por la guerra para reanudar los contactos entre unos y
otros y reunirse de nuevo si fuese posible. Faci litará en especial la accen da los organismos
consagrados a esa tarea, a condición de que los haya aprobado y cumplan las medidas de
seguridad tomadas por ella.-,
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la responsabilidad internacional en la que ha incurrido el Estado, por una parte. al separar a la
familia Serrano de las niñas y, por la otra, al no actuar con la debida diligencia para crear un
órgano o mecanismo encargado de recabar información sobre el paradero de las niñas y nlños
desaparecidos en tiempos de la guerra civil. dando cerne consecuencia la violación a los
articulos 17 y 1.1 de la Convención Americana. Por ello, solicitamos a la Honorable Corte que
declare que el Estado salvadoreno incumplió con su obligación de velar por la protección de la
familia Serrano .

IV.H El EataOO ha violado lo dispuesto por los artfcuJos 8 y 25 de la Convención
Americanaen p8fjUicIo de 50s familiares de Ertlnday Emesdna Serrano
En su demanda , la Ilustre Comisión advirtió que "Las graves violaciones de derechos humanos
cometidas por agentes del Estado salvadoreño no fueron investigadas, sancionadas ni reparadas
por los órganos jurisdiccionales de dicho pals , ~l"

El articulo 8 .1 de la Convención Americana establece que "Toda persona tiene derecho a ser
olda . con las debidas garantlas y dentro de un plazo razonable . por un juez o tribunal
competente, independiente e imparcia l, establecido con anterioridad por la ley. en la
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ello , o para la determ inación de
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral , fiscal o de cualquier otro carácter:

Por su parte, el articulo 25 de la Convención Americana consagra el derecho a una tutela judicial
efectiva cuando uno o varios de los derechos establecidos en la Convención han sido
vulnerados. Así , el inciso 1 de tal disposición prevé que "Tod a persona tiene derecho a un
recurso sencillo y rápido o a cualquier otro a recurso efectivo ante los jueces o tribunales
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales, reconoc idos
por la Constitución , la ley o la presente Convención (...):

Los representantes coincidimos con el planteamiento de la Ilustre Comisión1<45 y consideramos
que, al igual que el derecho consagrado por el articulo 5 de la Convención, en el presente caso
ha habido una doble violación a los artlculos ay 25 de la Convención: la primera, respecto de las
niñae Serrano y la segunda. con relación a sus familiares .

IV.H.B. Violación de los artfcules 8 y 25 en perjulclo de las hennanas Serrano
Erlinda y Emestina fueron detenidas arbitrariamente y desde entonces no se sabe su paradero.
Nunca tuvieron acceso a un recurso efectivo ante un tribunal imparcial que decidiera sobre la
legalidad de su detenci6n y las regresara a su hogar.

La desaparición forzada , par se. viola el derecho de la v'cñma a acceder a un 6rgano judicial que
resuelva sobre la legalidad de tal acto. Este caso es de especial trascendencia ya que las
vlctimas eran n¡nas que, por si solas. no se podlan defender ni podlan acceder a la autoridad
competente .

cuidadO y fomentado por lOS poderes públicos para que se desarrolle en su beneficio y en el de la sociedad a
la que pertenece. En segundo lugar. atentan contra su integridad neee . pslqu ica y moral, y hasta contra su
propia vida.
[Corte IOH. Caso Vmagran Mora. y Otros, supra nota 63, Párr. 191 J

,,, Demanda de la Comf slbn. supra nota 2. Párr. 98.
"s lbfd ., Parr ot oo.
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las niñas ni siquierapudieron tener acceso a un tribunal judicial. lo cual conlleva a la violación de
varias garantlas judiciales y, en definitiva, al derechoa una tutela judicial efectiva. Entre otras, se
les detuvo aun cuando no eran culpables de delito alguno; presumiblemente no contaron con
ningún abogado, ya que no existen registrosde que hayan acudido a algún órgano judicial; no se
les hizo saber la acusación formulada en su contra; y no se les oy6 con las debidas garantlas.

Como ya lo ha establecido la Corte. el recurso adecuadoen materia de desapariciones forzadas
es el habeas corpus1<46; sin embargo, consideramos que el hecho de sustraer a una persona,
mantenerla en cautiverio y no dar razones de ella (lo cual configura una desaparición forzada)
conlleva a que la vlctlma se vea impedida de acudir a las órganos judiciales competentes y deja
esa labor a sus famitiares.

Asim ismo, la reiterada jurisprudencia interamericana ha reconocido que cuando se secuestra a
una persona y se le mantiene en circunstancias de ilegalidad y clandestinidad se les impide
ejercer "su derecho a un recurso efectivo ante una instancia nacional ccrrceterue.?" Asimismo,
la Corte ha estimado que "no es suficiente que dichos recursos existan formalmente sino que los
mismos deben lener efectividad."148

Por todo ello, y al haber secuestrado a Erllnda y Emestina Serrano, el Estado ha incurrido en
responsabilidad internacional toda vez que tes impidió el acceso a tribunales judiciales y, a
posteriori, a una tutela judicial efectiva.

IV.H.b. VlOIacfón de las garantiu juclclal. y la tutela Judicial efectiva en perjuicio
de la famIIa Semmo
Hemos sostenKlo que "Todas las gestiones realizadas ante las autoridades para esclarecer los
hechos, incluyendo una denuncia penal y un habeas corpus, resultaron rnrrucmosas.?" Aunado
a ello, la Comisión ha reconocido con relación al articulo 7 de la Convención Americana

(OJue su protección quedó severamente restringida desde hace algunos atlas debido al
mantenim iento del estado de emergencia. Bajo este régimen, toda persona puede ser detenida
sin mediar mandato judicial y por periodos prolongados, sin ser llevada ante un juez competente.
El recurso de amparo o de habeas corpus han perdido efectividad pues el estado de emergencia
suspende indefinidamente tales recursos. Al respecto, resulla importante señalar que la
Constitución de El salvador, en su articulo 175, establece que el plazo de tales suspensiones no
excederá de 30 dlas prorrogables, SOlo en casos extremos, por igual periodo; con ello, la
excepción se ha convertido en la regla .l 50 (resaltado en original]

El derecho a contar con las garantias y protección judicial par parte de los Estados parte , implica
la existencia de condiciones jurídicas que posibiliten un debido proceso, una debida investigación
y el acceso a la justicia. Ello es especialmente importante en el contexto de los conflictos
armados, Que conllevan a una vulneración de la población civil.

La señora MarIa Victoria Cruz Franco inició un proceso legal ante el sistema judicial interno al
presentar una denuncia por la desaparición de sus hijas y, posteriormente, interpuso un recurso
de exhibición de personas a favor de enes'": sin embargo, hasta la fecha no se ha dado con el

141 Corte IDH. Caso 8llmaca Velisqu9z, fondo. supm nota6, Párr, 192.
141 Corte IDH. Caso Vlllagriln MOf1l1n y Otros, supra nota 63, Párr. 236. in fine.
,.. Corte IOH. Caso Bimaca Velisquez, fondo, SUpl'8 nota 6, PArro191.
.., Véase CIDH. Informe dé admisibilidad No. 31101. Caso 12.132. Em..t1n8 y Enlnda Serrano Cruz, supm nafa
66. Párr. 2, in fine.
150 C1DH.lnfonne anuat1983-19U, CaplhJlo IV. supra nota 20, PArro4
15' Vease parte dé Hechos.

36



~,
••

1

r-•,

-
-

~

~

¡
~,
•

i·...
!

r

,..,.

paradero de las últimas y los responsables de su desaparición no han sido identificadas ni
sancionados . Han transcurrido más de ocho años desde que el caso fue denun ciado ante las
autoridades competentes y hasta la fecha el proceso legal ha estado lejos de esclarecer los
hechos, sancionar a los responsables y sobre todo. con la reparar a las vlctimas y sus familiares.

Respecto del recurso de exhibición personal interpuesto por la senara Maria Victoria Cruz
Franco. es importante citar la respuesta que la Sala de lo Constitucional de la Suprema de
Justicia dio al recurso, lo que manifiesta la imposibilidad de obtener justicia por parte de los
órganos judiciales sajvadore ños. En tal resolución, el más alto tribunal del Estado advirtió que
para la legislación Salvadoreña, el recurso de exhibición personal no es el recurso idóneo para
investigar el paradero de las hermanas Serrano Cruz, contrariando los estándares establecidos
por la Corte Interameticana en la materia.I52

Al declarar el sobreseimiento del recurso interpuesto anos después de la desaparición (en virtud
de la imposibilidad de hacerlo de manera inmediata), la Sala de la Corte est imó que

En el caso de estud io, se trata de una dete nción practicada por miembros de' aataucn Attacatl ,
batanón que ya no existe en virtud de jos Acu erdos de Paz , luego nopuede ¡nt imarse a los Jefes
Militares de ese Batallón . Además, se trata de hechos sucedidos hace trece anos , \o cual dificu lta
la investigación de Jos hechos. A la fecha, no se conoce un caso de una pe rsona que ccnnnee
detenida ilegal mente en las instalaciones murares (...).153

Con la anterior respuesta, el poder judicial cerró las posibilidades a la familia Serrano de conocer
el paradero de sus hijas . Ello, aunado al hecho que la investigación criminal contra elementos del
Batallón Attacatl se encuentra en fase de instrucciÓn1M. conlleva a la negación de justicia. En
este sentido , la Corteha estimado que tal obligación "debe emprenderse con seriedad y nocomo
una: simple formal idad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe tener un sentido y ser
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses
particulares, que dependa de la intclatlva procesal de la vlctlma o de sus familiares o de la
aportación privada de elementos probatorios. sin que la autoridad busque efectivamente la
verdad-.'"

Respecto del recurso efectivo, la Corte lnteramericana ha precisado que para que éste exista

(...) no basta con que esté previs to por la Con stitución O la ley o con que sea form almente
admisible, sino que se requiere que sea rea lmente idÓl1eo para establecer si se ha incurrido en
una violación a los derechos hum anos y proveer lo necesario pa ra remed iarla . No pu eden

15;' La Corte ha reafirmado lo anterior en la Opinión Consultiva OC-8IB7 y en el caso Bámaca Ve/ásquez. En la
primera, establ eció que 'a funciÓll esencial del recursode teeeee corpus es Importante pera proteger el respeto a la
".;da y a la integridad de la persona, ssl como pars ~Impedir su desapariciOn o la indeterminación de su lugar de
detención , M i como para prnleget1a contra la tortura u otros tram Q penas crueles, inhumanos o degradantes .~ Corte
IOH. El Habeas~ bajo suspensIón de garantf... Opinión COfIsulliva OC-8187 de 30 de enero de 198 7, Pá rr.
35.

Por otra parte, en reiterada jurisprudencia tomacIa en cuenta en el caso B<1maca Ve1ásquez, considero que
"El hébeas corput representa , dentro de las garantlas judiciales indispenaa bles, el medIo id6oeo tanto para g&lllntizar
Is libertad, contmIar el respeto a ls vida e Integridad de la persona, e impedir su desaparición o la indetelTllin8Ción de
llJ lugar ele detención, asl etlIYlO para protetJ8l'al im:lividuo contra la tortura u otros tratos o penas crueles , inhumanos
o degradantes,· Corte IOH. Caso Btmau V.Nisquez, fondo, supranota 6, Pérr, 192.
1~ Sal. de los ConstitUCIOnal. Suprema Corte de Justicia de El Salvador. Resoluci6n de sobreseimiento del recurso
de exhlbiCión personal , de 14 de marzo de 1996, f. 2. Váanse notas 9 y 71 SUpnl,
''''Vea" la caUN No. 112193 contra miembros del Bata llón Atlacatl por el secuestro y desaparición de las menores
Emestina y Enmda S9fTaf'\O Cruz, Juzgado de Primera Instancia de Chalatenango, El Salvador. Tal expediente ha
sido adjuntado a la demanda de la Comisión como Anexo No. 15, (literal C, etapa de fondo).
15.'1Corte IOH. Caso Velhquez Rodrlguez, fondo , supra nota 6, PálT. 177.
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considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del pals o incluso
por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten l1usClfios. Ello puede ocurrir, por
ejemplo. cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica: porque el Poder Judicial
carezca de la independencia necesaria para decidircon imparcialidad o porque falten los medios
para ejecu tar sus dec isiones ; por cualquier otra situaciOri que configure un cuadro de denegaciOn
de justlcia, como sucede cuando se lncurre en retardo injustificado en la decisión (...).'58

En conclusión, ni el recurso de exhibición personal ni la denuncia penal han dado como resultado
la localizadón de las hermanas Serrano Cruz, ni tampoco la sanción a HlS responsables . Por
tanto, resutta obvia la denegación de justicia que ha soportado la familia Serrano en la búsqueda
de eltae.

En el caso Bámaca Ve/ásquez, la Corte sostuvo que el Estad o de Guatemala había violado, en
perjuicio de Efraín Bémaca, las garantías j udiciales y asi como la tutela judicial efectiva,
establecidas en los articulas 6 y 25 de la Convención Arner icana.!"

Lo anterior, tomado en conexión con la obligación genérica de respetar y garantizar los derechos
y libertades consagrados en la Convención conlleva necesariamente a la violación, por parte del
Estado saivadoreno, de los artlcu'ce 6 y 25. en conexión con el art iculo 1.1 de dicho instrumento,
del cual la Corte ha estimado que: ~Si el aparato del Estado actúa de modo que tal viola ción que
impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus dere chos ,
puede afinnarse que ha incumplido el deber de garan tizar su libre y pleno ejercicio a las
personas sujetas a su jurisdicc ión" .158

De acuerdo con los art iculas 8.1 y 25 de la Convenció n Americana, los Estados Partes están
obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las v ict imas de violación de los derechos
humanos. El derecho a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los jueces o tribunales
nacionales competentes es una garantla judicial fundamental importante y que jamás puede ser
minimizada. Constituye, en última instancia, uno de los pilares básicos no sólo de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, sino como fundamento mismo del Estado de Derecho en
una sociedad democrática, as! como una garantfa judicial que tiene su origen en el articulo XVIII
de la Declaración Americana y ha s ido incorporada en otros instrumentos intemacionales. 159

En el presente caso, tanto las ni"as como sus familiares fueron privadas de lo antes expuesto.
Por ello, solicitamos a la Comisión que concluya que el Estado ha v iolado, en perjuicio de las
personas mencionadas, los derechos establecidos en los articulas 8 y 25 de la Convención
Americana, tomados en conexión con el 1.1 del mismo instrumento.

IV.H.c. El decreto leglstatiYo No. 486, de 20 de marzo de 1993, es un obstkuIo legal para
que se haga juaticta en el presente caso
A lo largo de esta demanda y, en especial, en los cap ltulos anteriores. se han aportad o pruebas
que demuestran Que la desaparición forzada de Erlinda y Ernestina Serrano Cruz se llevó a cabo
por militares salvadorenos. Asimismo, al inicio de este documento se ha planteado la
problemática de la adopción de un decreto legislativo que, antes que reconciliar, busca propagar
la Impunidad de miles de graves violaciones de derechos humanos ocu rridas durante el conflicto.

1511 Corte IDH. G8rantlas Judicial.. en Estados de Emergencia . Opinión Consultiva OC-9/87 da 6 de octubre de
1987, párr. 24.
lsr Corte IDH. Caso Btomaca Veliaquaz., supra nota 6, s arr. 196.
158 Corte IDH. Caso Ve¡bquez ROdrtguez, supranota6, Párr. 176.
IY la Declar&Ción Unlvel1llll de Derechos Humanos, La ConvenciOn Europea sobre oerecnos Humanos. I Convenci6n
Americana sobra Derechos Humanos, l a Carta Africana de Derechos Humanos.
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La desaparición forzada tiene varios efectos, entre los que se encuentran su imprescriptibilidad160

y la imposibilidad de que se otorgue el beneñcio de la amnistía a los responsables de tal delito.
Los representantes de las vlctimae y sus familiares tememos que, en caso que la Corte ordene
una investigación penal seria y efectiva a los militares que part iciparon en la desaparición de
Erlinda y Emestina serrano Cruz, el Estado salvadoreno justifique la imposibilidad de hacer esto
en virtud del Decreto legislativo No. 486, el cual señala en su articulo primero que

Art 1.- se concede amnisUa amplía, absoluta e incondicional a favo r de todas las personas que
en cualquier forma hayan participado en la comisión de delitos pollticos, comunes conexos con
éstos y en delitos com unes cometidos por un número de personas que no baje de veinte antes
del primero de enero de m~ novecientos nove nta y dos, ya sea que contra dichas personas se
bublere dictado sentencia, se haya iniciado o no procedimiento por los mismos delitos,
concedi éndose esta gracia a todas las personas que hayan participado como autores inmediatos,
med iatos o cóm plices en los hechos delictivos antes referidos. l a gracia de la amnisl/a se
extiende a las persona s a las que se refiere el articulo 6 de la l ey de Reconci liación Nacional,
contenida en el Decreto l egislativo Número 147, de fec ha veintitrés de enero de mil novecientos
noventa y dos y publicado en el Diario Oficial Número 14 Tomo 314 de la misma fecha .18'

Este temor sobre la aplicación del Decreto No. 466 es fundado. En el capitulo de Hechos se
dieron varios ejemplos en los cuales el Estado invocó la amnistia con el fin de no sancionar a los
responsables que, en todos los casos , eran sus agentes162

•

Los familiares de Er1inda y Emest!na tienen derecho a saber que los agentes que participaron en
la detención arbitraria y posterior desaparición de las niñas han sido sancionados
adecuadamente. Por tanto , "Los Estados no pueden, para no dar cumplimiento a sus
obliga ciones internacionales, invocar disposiciones existentes en su derecho interno, como lo es
en este caso la Ley de Amnistla {...l, que a juicio de esta Corte , obstaculiza la investigación y el
acceso a la justicia.-163

Por otra parte , en el caso Barrios Altos la Corte declaró sin efectos juridicos a las leyes de
amnistla N° 26479 Y N° 26492, pues consideró

(...] que son inadm isibles las disposiciones de amnistla , las disposiciones de prescripción y el
establecimiento de excluyentes de responsabil idad que pretendan impedir la investigación y
sanclOn de 10$ responsableS de las violaciones graves de los derechos humanos ta les como \a
tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o 8fbitrarias y las desapariciones fOrzadas, todas
ellas prohibidas por contravenir derecnce inderogables reconocidos por el Derecho Internacional
de los Derechos Humanos.'&1

Los familiare s de las víctimas tienen derech o a saber la verdad sobre el paradero de sus seres
quencoa'" . Asimismo, tienen el derecho a ser ctde e por un juez l 66

, quien deberá tener la
absoluta potestad e independencia para declarar la responsabilid ad penal de una o varias

'eo Ello se desprende de la Convención sobl1lla Imprescrtptlbllldad de los crtmenes de gU81111 y de los crtmen..
de klu ~"IdH. Adopt ada Y abierta a la firme, retificed6n y adhesión por la Asamblea General en resolución
2391 (XXIJI). de 26 de noviembre de 1968 y entrada en vigor&1 11 de noviembre de 1970.
tI, Decreto l egislativo No. 486, publicado por la Asamblea l egislativa el 20 de marzo de 1993. Este documento se
adjunta a ta presente demanda como Anexo No. 8.
IIl2 VéeIe, notas 15 y 17 supt8.
1&3 Corte IOH. Caso Lo8yu Ta/NIYO, reparaciones, supra not8 80, Párr. 168. Véase, asimismo, Caso Castillo Pln.
Sentencia de reparaciones de 27 de noviembre de 1997. Serie C No. 43, cerr. 105, in fine.
1&1 Corte IOH. Caso Bamo. A"os (Chumblpuma AgullT1l y Otros vs. PeriJ). Sentencia de fondo de 14 de mal"lo de
2001. serie e No, 75, Párr. 40.
1·lbid., Pén, 47.
l. lbid., Párr.42.
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personas que hayan cometido un crimen. independientemente de si son agentes del Estado a
particulares.

Lo anterior significa que los Estados no pueden invocar su legislaci6n inlerna con el fin de no
investigar y sancionar a los victimarios. Por tanto, solicitamos a la Honorable Corte que ordene al
Estado salvadoreño "tornar las providencias de toda Indcle para que nadie sea sustraldo de la
protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los
artlculos 8 y 25 de la Convenci6n-1117

• En nuestro caso, eso conllevaria a la nulidad del Decreto
No. 486168

, por lo que solicitamos a la Honorable Corte que asl lo determine.

IV.H.d. El Estado satvadorefto ha violado, en peljuicio de los familiares de las
hennanas Serrano Yde la soc:fedad ul'ladotena, er derecho a la verdad
El derecho de los familiares de saber qué pasó con su ser querido ha sido ampliamente
reconocido por la jurisprudencia interamericana. En este sentido , la Corte ha indicado que en los
casos de desaparición como el presente , el Estado, como parte de su obligación de investigar
debe satisfacer con Jos medios a su alcance, "el derecho de los familiares de la víctima de
conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus reeícs .?"

Si bien la Convención Ameri cana no reconoce de manera expresa el derecho a la verdad , el
mismo constituye un principio emergente del derecho internacional. Dicho derecho tiene su
origen en una serie de normas convencionales que protegen el derecho de los familiares y de la
sociedad a conocer el paradero de los desaparecidos, las circunstancias de su desaparición y la
identidad de los perpetradores. Ha sido interpretado a modo de garantizar el conocimiento de la
verdad en forma detallada, precisa y pública respecto de todas las violaciones a los derechos
humanos.

Los fundamentos de este derech o se basan en la convicción que el conocimiento de la verdad es
una de las medidas más eficaces para prevenir la recurrencia de graves violaciones a los
derechos humanos y una forma de consolidación del sistema democrático en un Estado de
Derecho. Más aún, el Estado tiene la obligación de poner a disposición de las vlct imas, sus
familiares y la sociedad , toda información conducente al esclarecimiento de la verdad . Este deber
incluye la obligación de proveer aquella información a disposición del Estado, asi como también
la obligación de utilizar todos los medios a su alcance para averiguar dicha información.

Este derecho fue reconocido por la Corte, la que ha establecido:

Inclusi\l8, en el supuesto de que las difICultades del otden interne impidiesen identificar los
individuos responsables (...) subsiste el derecho de los familiares de las vlcti mas de conocer
cuál fue el destino de ésta, y, en su caso, dónde se encuentran los restos. Corresponde por
tanto al Estado, satisfacer esas justas expectativas por los medios a su alcance. A ese deber de
investigar se ecme el de prevenir la posible comisión de desapariciones forzadas y de
sancionar a los responsables de las mismas.' 70

Además, la Corte ha reconocido la afectación de los familiares de la vlctima:

Además del dano que representa para la inlegridad flsies y mental de la vicnm e. la
desaparición, por su propio carácter, causa gran ansiedad y sufrimiento a 10$ seres queridos de

' 17 lbid., Párr. 43.
168 lbid., punto resolutivo No. 4 .
' fI$ Corte IDH. Caso Veltsquez. RocIrlguez, supra nota 6, Párr. 181.
'70 Corte lDH. Caso Castillo Páez. fondo, wpm nota 89, pá rr. 90.
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la vícnma. La familia de la vlctima no puede ir en su ayuda, no le es posible aclararqué suerte
ha corrido ni llegara conclusión alguna con respecto a su suerte."!

Asimismo, IClI interpretación de este órgano sobre las obligaciones genéricas del artículo 1.1 ,
permiten concluir que el "derecho a la verdad" surge como una consecuencia básica e
indispensable para todo Estado Parte, puesto que el desconocimiento de los hechos
relacionados con las violaciones a los derechos humanos significa, en la práctica, contar con un
sistema de protección incapaz de garantizar la identificaci6n y eventual sanción de los
responsables. Especlficamente en el caso de las desapariciones forzadas -en que se trata de
violacione$ de ejecución continuada112. la Corte ha entendido que mientras se mantenga la
incertidumbre sobre la suerte final de la persona desaparecida, el deber de investigar este tipo de
hechos subsiste.m

La Comisión ha sostenido que el derecho a la verdad existe no solamente en favor de los
familiares de los desaparecidos, sino también como un derecho propio de toda la sociedad. Asi ,
hace más de una década, sostuvo que "Toda sociedad tiene el irrenunciable derecho de conocer
la verdad de lo ocurrido, as! como las razones y circunstancias en las que aberrantes delitos
llegaron a cameterse, a fin de evitar que esos hechos vuelvan a ocurrir en el futuro." m

El derecho a la verdad constituye un derecho de carácter colectivo que permite a la sociedad
tener acceso a información esencial para el desarrollo de los sistemas democráticos y, un
derecho particular para los familiares de las victimas, que permite una forma de reparación, en
particular. en los casos de aplicación de leyes de amnistfa.

La existencia del derecho a la verdad también se desprende de otros articulas de la Convención.
Del articulo 1.1 de la Convenci6n surge la obligación por parte de los Estados de garantizar los
derechos humanos establecidos por la Convención, y la Corte, en el Caso Ve/ásquez Rodrlguez,
interpretó esta obligación: "El Estado está en el deber j uridico de prevenir, razonablemente, las
viotaclonesde los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las
viollciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicci6n a fin de identificar a los
responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la vlctima una adecuada
reparaci6n".1 IS

Seria imposible verificar el cumplimiento de esta obligaci6n , as! como garantizar los derechos a
un recurso efectivo (articulas 8 y 25), sin que se conozca la verdad de los hechos.

En el caso de las hermanas Serrano, no s610 ha sido una tragedia para sus familiares la
desaparición misma, sino que a ello se le suma una angustia terrible: el no saber dónde
encontrar a sus seres Queridos, la incertidumbre de saber si siguen con vida o, en su defecto,
en dónde se hallan sus restos; circunstancias todas que contribuyen a prolongar el
sufrimiento de la familia frente a esta vlclacón a derechos fundamentales.

'" CIDH.lnforme 11198. Caso 10.606. S.muel del. Cruz G6mez (Gualemala). 7 de abrilde 1998, PArro47.
m Convención In..ramerlcan. sobl1l Des.p.ricI6n Forzad. de Person• • , supra nota 6. Articulo 11I. Dicho
~pio ha sido acogido por la Corte desde el caso Ve'uqllel" Rodrtguez, fondo, supra not8 6, Pá rr. 155.
nCorte IDH. Caso Velisquez Rodrtguu lbid., Pérr . 181.

m CIDH. Informe Anu.1 de l. Comls16n Int....uTI.l1c.n. d. De..-eho. Hum.nos 1186-1986. CapItulo V: Campos
en los cua/6s han de toma~e medides para dar mayor vigencia a los derechos humanos, de oonfotmidad con /a
DecJaración Americana de los Derachos y Debems del Hombre y /a Convención Americana sobnJ Dorechos
Humsn08. DEAl5er.LNm.68, Doc. 8, rev. 1. 26 de septiembre de 1988. pág. 205.
17$ Corte IOH. caso V.ltsquez Rodrlguez, supra nota 6, Pé rr. 14-1. Cfr. Caso Godlnez Cruz, fondo, supnt nota 6 ,
Pérr. 184.

41



-
-
-
-
-

­,
-
­,
"

r-.
¡

,
, -, l

,
,

,.

-

nnoO~ló

Por ello. y como k> hemos sostenido anteriormente. el Estado está en el deber de
proporcionarles una respuesta mediante una investigación seria y exhaustiva, completa e
independiente. que conduzca a establecer la verdad sobre el destino de las niñas
desaparecidas. Ello no sólo beneficiará a la familia Serrano, sino también a la sociedad
safvedcreña. Quien no podré cerrar las heridas del pasado sin antes saber lo que pasó con
todas las personas desaparecidas en el conflicto.

V. PRETENSIONES EN MATERIA DE REPARACIONES

V.A Introduc:ci6n
En el presente capitulo los representantes de las vfctimas y sus familiares solicitamos a la
Honorable Corte que ordene al Estado salvadoreno reparar de modo integral los danos
ocasionados por la inobservancia. en perjuicio de Er1inda y Emestina Serrano Cruz, por la
inobservancia de los derechos a la vida (articulo 4 de la Convención), a la integridad personal
(articulo 5 de la Convención), a la seguridad y libertad personales (articulo 7 de la Convención), a
las garantlas judiciales y a la protección judicial (artlculos B y 25 de la Convención,
respectivamente) , a la protección a la familia (artículo 17 de la Convención), al nombre (articulo
18 de la Convención) y a los derechos del nlño (articulo 19 de la Convención), todos ellos en
conexión con la obligación general establecida por el articulo 1.1 de la Convención Americana.

De igual forma, el Estado salvadoreño ha violado, en perjuicio de los familiares de Erlinda y
Emestina Serrano Cruz los cerecbce a la integridad personal (articulo 5 de la Convención), a las
garantlas judiciales y a la protección judicial (artlculos 6 y 25 de la Convención, respectivamente),
a la protección a la familia (articulo 17 de la Convención) y al nombre (artículo 16 de la
Convención), todos ellos en conexión con la obligación general establecida por el articulo 1.1 de
la Convención Americana ,

De esta manera solicitamos en concepto de reparación, que la Honorable Corte ordene al Estado
salvadoreño las siguientes medidas:

(1) Que se indemnice pecuniariamente a Erlinda y Emestina Serrano Cruz y a su familia
por los danos materiales y morales sufridos con ocasión de la desaparición de Erlinda
y Emestina Serrano Cruz , asl como por el lrrespetc a las garantlas judiciales y a la
tutela judicial efectiva tanto de éslas como de su familia ;

(2) Que se adelante una invesUgación exhaustiva con el objeto de establecer el paradero
de Erlinda y Emestina Serrano Cruz , as¡ cómo identificar y sancionar a los
responsables de las graves violaciones a los derechos humanos perpetradas contra
éstas ;

(3) Que tome las medidas necesarias para encontrar a las niñas y garantizar el
reencuentro con sus familiares, en caso de que las primeras estén vivas . En particular
que:

a, transmita circulares internas en los consulados eelvadcreños en Europa y en
América sobre los nombres de las niñas y niños desaparecidos, a fin de facilitar
el reencuentro con sus famil ias;

b. mantenga una página de intemet con infonnación relevante que contribuya a
facilitar el reencuentro de los jóvenes aún no encontrados con sus familias; y
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C. difunda una publicación impresa bimestral en los departamentos donde se han
documentado desapariciones de niñas y nil'ios con información semejante a la
contenida en la página web.

(4) Oue, como medida de satisfacción frente a la familia Serran o.
a. el otorgamiento de disculpas públicas por lo hechos que dieron origen al

presente caso; y
b. la publicación de la totalidad de la sentencia que, en su momento, emita la

honorable Corte;

(5) Para impulsar el establecimiento del paradero de los jóvenes que aún se encuentran
desaparecidos:
a. crear una la Comisión Nacional de Búsqueda de Niñeey Niñas;
b. crear igualmente un fondo para jóvenes reencontrados; y
c. adoptar de un programa de asistencia psicológica a las familias y a las personas

reencontradas.

(6) Con el fin de mantener viva la memoriasolicitamos:
a. la difusión de un video como garantla que hechos tan lamentables no volverán a

repetirse; y
b. la designación de un día para conmemorar a los niños y niñas desaparecidos;

(7) Para garantizar que no vuelvan a repetirse estos trágícos eventos. solicitamos:
a. que se garantice la mayor protección legal a fin de que se tipifique adecuadamente

el delito de desaparición forzada; y
b. que se lleve a cabo un programa de educación y capacitación en derechos

humanos a las fuerzasarmadas salvadoreñas.

(8) Que se condene al estado a pagar 'os Gastos y Costas de los procesos locales e
internacionales.

V.B. Obligación del~ de reparar
Los representantes de los familiares de la viclima consideramos que ha sido ampliamente
probada la responsabilidad internacional en la que ha incurrido el Estado de El Salvador por las
múltip\es violaciones a los derechoshumanos de Er1inda y Erenestina Serrano Cruz, asl como los
de su familia. Por tanto, el Estado tiene la obligación de reparar a las vlctimas y sus familiarespor
los danoscausados a éstos.

Las reparaciones "consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las
violaciones cometidas·m , las cuales "no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento
para la vlctima o sus sucesores"!".

En este sentido. el articulo 63 (1) de 'a Convención Americana dispone que

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención,
la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad

ora Corte IDH. Caso El ClIflICUO. Sentencia de reparaciones de 29 de a gosto de 2002 . Serie C No. 95 , Párr . 78.
m lbid. Corte lDH. Caso HllIIlre, Con.lanOne y hnj.mln y otra. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie e No.
B4, Pé rr. 205; Ceso TrujllJo Oroze, re paraciones, supranote 30, P érr. 63; Ycaso B'mac:a Vel.sque2. Sentencia de
repar<lCiones de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, Parr. 41.
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conculcados. Dispondré, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las
consecuencia s de la medida o situación que ha configUradO la vulneración de esos derechos
y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.-

Esta Honorable Corte ha interpretado al articulo 63 (1) de la Convención como ' una nonna
consuetudinaria que es, además. uno de los principios fundamentales del actual derecho de

,.. gentes·m y, asimismo. también ha reiterado "que es un principio de derecho internacional que
toda violación de una obligación internacional que haya produ cido un dano comporta el deber de
repararlo adecuadamente~ 1 79.-
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Asimismo, la Corte ha reiterado constantemente que , de ser posible , la repara ción del daño se
hará de tal manera que abarque la plena restitución de la situación anterior a la violación
(restitutio in integrum).18tJ Sin embargo. este Tribunal ha reconocido Que en muchas ocasiones
esto no es posible ya Que la víctima está muerta o ha desaparecido y, en consecuencia, "la
reparación ha de asumir otras formas sustitutivas, como la indemnización pecuniaria"l81. Es por
ello que ha fijado otras formas en las que pueden ser reparados los efectos de un acto ilicito
internacional en virtud de que "puede haber casos en que aquella no sea posible, suficiente o
adecuada"l82 .

Los representas de las vlctimas y sus familiares desconocemos si las hermanas Serrano Cruz se
encuentran con Vida. Independientemente de que se encuentren vivas o muertas, han pasado
más de veinte anos desde que se les vio, y el Estado tiene que hacer frente a su responsabilidad
y debe reparar a éstas una manera justa, oportuna y suficiente183por las violaciones sufridas. Por
otra parte, tanto los representantes de las ninas como la \lustre Comisión hemos argumentado
que las acciones y omisiones en las que han incurrido los agentes del Estado han tmldo como
consecuendas violaciones a la familia Serrano. por lo que ésta también debe ser reparada
adecuadamente. Estas reparaciones deberán incluir tanto una indemnización pecuniaria como
otras formas adicionales de reparación. entre otras, las medidas de satisfacción y las garantlas
de no repetición.l84

Asimismo. en su jur isprudencia la Corte ha considerado que, aunado a una j usta compensación,
las indemnizaciones deberán incluir el reembolso de todos los gastos y costas que la víctima, sus
familiares o representantes hayan incurrido y hayan tenido que realizar y que deriven de la
representación en procedimientos ante cortes nacionales y en el ámbito internacional.

v.e 'TltIAares del derecho a la reparación
En primer lugar, las vletimas de desaparición que representamos deberán ser reparadas. De
igu al manera, consideramos vlctimas a sus familiares más cercanos. Por tanto, los titulares del
derecho a la reparación por ser vlctimas son las siguientes personas

178 CorteIDH. CasoA1oeboetQe y Otros. reparaciones, Stlpra nota 80, Parro43.
m Corte IDH. Caso Yeltlsquez Rodrtguez. sen tencia de indemnIzación compensatoria. serie C No. 7, Párr. 25:
C..-o BHna Rtcanlo Y Otros. sentencia de fondo de 2 de febrero de 2001. Serie C No. n, Parro201. Cfr. Corte
IDH, c..o es. lIi "Panel m.nc. ... (C-.o P.nlagua Mol..... y Otros ...., Guatem.la). Sentencia de reparaciones de
25 de mayo de 2001. Sane e No. 76, Parro75; Caso Vlllagrtn Morald y Otros (Ca.o de 108"Nltlos d. r. Ctll.").
Sentencia de reparaciones de 26 de mayo de 2001. 5eñe e No. 77, Parro59; Caso Cntl Hul1ado. Sentencia de
~ de 31 de mayo de 2001. Serie C No. 78, Parro32.
, Casos VlIllgrtn Moral.. 'J otros, Parro60 y CnU Hurtado, Parro33. Ibld.
la' lbid., ParroSO.
\ lI2 Corte rOH. Caso Alo.boetoe y Otro., reparaciones, supra note 80, Párr. 49, in fiM,
' 8> sergio Garcla Ramlrel . Las f9psmci0ne3 8n el Sistema fnt9t8mericano d8 Pr0t8ceión d8 Jos /J8recflos . Humanos,
p. 129. Tomado de Corte Interamencana de Derechos Humanos, "El Sistema Interamencaoo de ProtecciOn de los
Derechos Humanos en el Umbral del Siglo XXI", Tomo 1. San José, 2001.
' so Corte IOH. caso Loayz. ram.yo, reparaciones, supranota 80, Pá rr. 85.
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1. Enloda Serrano Cruz (vrctima desaparecida)
2. Emestina SerranoCruz (vic1ima desaparecida)
3. Maria Victoria CruzFranco (madre de Erlinda y Emestina Serrano Cruz)
4. Suyapa Serrano Cruz (hermana de Erlinda y Emestina Serran o Cruz)
5. JoséFernando Serrano Cruz (hermano de Erlinda y Emestina SerranoCruz)
6. Martha Serrano Cruz (hermana de Erlinda y Emestina Serrano Cruz)
7. Amulfo SerranoCruz (hermano de Erlinda y Emestina SerranoCruz)
8. Rosa Serrano Cruz (hermana de ErUnda y Emestina Serrano Cruz)
9. Osear Serrano Cruz (hermano de Eriinda y Emestina Serrano Cruz)

V.O Calidad en la que comparece la famUla de ErUnda y Emestlna Serrano Cruz como
~ del derechO a la reparación
Salvo Erlinda y Ernestina Serrano Cruz, las personas mencionadas en este capitulo comparecen
como titulares del derecho de reparación de dos maneras distintas: la primera, como
beneficiarlos o derechohabientes de las reparaciones Que el Estado de El Salvador debe de
pagar como consecuencia de las violaciones de tos derechos de Eninda y Emesttna Serrano
Cruz y la segunda, en su carácter de víctimas per se.

Con referencia al primer supuesto, esta Corte ha estimado Que el concepto de familiares de la
vlctim a -de be entenderse como un concepto amplio que abarca a todas aquellas personas
vinculadas por un paren tesco cercano- I85, con el fin último de inclu ir a todas las personas que
tienen el derecho de ser beneficiarios de las reparaciones de Ertinda y Emestina Serrano Cruz.

El segundo supuesto, en cambio, abarca las violaciones sufridas por la familia Serrano en carne
propia. En este sentido, este Tribunal ha avanzado en materia de reparaciones para incluir tanto
a la victima directa de la violaci6n, como a sus padres, hennanos e hijos. Asi, en una de sus
primeras sentencias sob re reparaciones, la Corte estim6 que

la indemnización que se debe pagarpor el hecho de haber privado a alguien de su vida es un
derecho propio que corresponde a aquellos que han resultado perjudicados. Por esta razón, la
jurisprudencia de los tribunales intemos de los Estados acepta generalmente que el derecho
de solicitar la indemnización por la muerte de una persona corresponde a los sobrevivientes
que resultan afectados por ella. Esa jurisprudencia establece una distinción entre los sucesores
y los terceros perjudicados. En cuanto 8 los primeros , se presume que la muerte de la vlctima
les ha causado un perjuicio material y moral y estarra a cargo de la contraparte probar que tal
perjuicio no ha existido . (...)1"

Por tanto, solicitamos a la Honorable Corte que tome en cuenta estas consideraciones al
momento de determinar las personas titulares de las reparaciones, asl como las que tienen
derecho a recibirlas, en representación de ErUnda y Ernestina Serrano Cruz.

V.E Indemnización pecuniaria en beneftcio de EI1Jnda Y Emestina Semtno Cruz, asi
como d8 su famHIa por el dafto material causado
La familia Serrano Cruz, asl como la Asociaci6n Pro-Búsqueda, han incurrido en diversos gastos
con el fin de encontrar a las niñas. Asimismo, la familia perdi6 todas sus propiedades durante el
conflicto y hasta el momento las autoridades no le han compensado por ello. Por otra parte ,

11l5 Ibid., Párr. 92_
' .. Corte IDH, CasoAI08boetoe, reparaciones, supra nota SO , Párr. 54.
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Erlinda y Ernestina Serrano eran unasnlñeeque apenas contaban con siete y tres anosde edad,
respectivamente . Tenian toda una vida por delante, podían desarrollar su personalidad , estudiar,
trabajar, forma una familia o lo que ellas quisieran. Por tanto . el Estado tiene la obligación de
indemnizadas a ellas y a su familia porestos danos materiales causados.

Con respecto a las indemnizaciones pecuniarias por los perjuicios sufridos, la Corte las ha
otorgado en el entendido de que éstas "comprenden tanto el dal'lo material como el daño
moral"l87. incluyéndose dentro del primer rubro el lucro cesante y el dañe emergente.l 88

Las indemnizaciones pecuniarias por parte del Estado que ha incurrido en la violación de sus
obligaciones internacionales y convencionales, tienen el propósito principal de remediar los
danos -tanto materiales como morales- Que sufrieron las partes perjudjcadas189

• Asimismo, para
Que las reparaciones constituyan una justa expectativa , las reparaciones acordadas deberán ser
proporcionales a la gravedad de las violaciones y del dano causado.l 90

Ahora bien , el daño material puede clasificarse en dos secciones, a saber: el daño emergente y
el lucro cesante. A continuación expondremos cada uno, incluyendo las cantidades que el Estado
de El Salvador está obligado a pagar como consecuencia de haber incurridoen responsabilidad
internacional.

V.E.a Oanoemergente
La Corte lnteramertcena ha tomado ciertos elementos como constitutivos del daño emergente.
Dentro de eltos, ha incluido los gastos extrajudiciales1111 realizados con el fin de indagar el
paradero de la vrcere. incluidos los viajes, el ~hospedaje , alimentación, pagos por concepto de
llamadas telefónicas y otr05· 192

•

Por su parte, el jurista Héctor Faúndez, tomando en cuenta los elementos considerados por la
Corte , ha definidoal dano emergente como

IE]I detrimento directo, menoscabo o destrucción material de los bienes, con independencia de
los otros efectos, patrimoniales o de otra ¡ndale, que puedan derivar del acto que los causó.
Comprende el valor de los bienes destruidos, los gastos realizados para obtener información
acerca del paradero de las vlctimas, incluyendo la recuperación y dIsposición de! cadáver, y el
costo adicional que esa violación puede haber causadoa la vlctima, incluIdos los gastos futuros
de rehabi litaci6n en el caso de una persone lesionada. 1u

V.E.a.1 Gastoeen los que Incurri6la famiAa Serrano
La familia Serrano tuvo que emprender múttiples diligencias con el objeto de encontrar a Erlinda
y Emestina Serrano Cruz. En esta búsqueda sufrieron y siguen haciéndolo por la desaparición de
dos de sus seres queridos. Asimismo, han hechodiversos gastos en salud , a ralz de las secuelas
ocasionadas por la desaparición de las n¡nas,

,,., caso l.oIIyu Tamayo, reparaciones , supra nota 80, Parr. t 24.
' M Ver, entre olros. casos Aloeboetoe y otros, reparaciones, supra nota 80. Párr. 50; Garrido y Balgoma,
~es, supra nota 80, Parro48; Loayu Tam.yo, reparaciones, Ibld.• parro129.
, Caso AIoeboetoe y otros. tbld.• Parra. 47 y 49.
I~ la Corte ha estimado que la naturaleza y el monto de las reparaciones "dependen del dano ocasionado en tosr:na. tanto material como mOf1lI", eno de la "Panel Blanca", reparaciones, SUPf8 nota 179, Párr. 79.
ti CorteIOH. Caso 81.... Sentencia de reparaciones de 22 de enero de 1999. Serie e No. 48, p árr. 49 .

le:! lbid., Párr. 48.
, g;:¡ Héctor Faúndez Ledesma. El Sistema Interamericano de Derachos Humanos: Aspectos InsüllJCiona/es y
Procesales. 2- &ej. lIOH. San José, 1999, p. 514.
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Salud
La familia Serrano Cruz ha incurrido en gastos debido a las enfermedades que ha venido
padeciendo la senara Maria Victoria Cruz Franco, madre de Emestina y Erlinda . quien desde
hace anos se ha enfermado constantemente y no fue sino hasta hace 2 debIdo al sufrimiento de
una crisis fue llevada de emergencia al Hospital Nacional de Chalatenango en donde le
diagnosticaron diabetes. enfermedad que padecfa desde hacia 10 anos o más sin saberlo,
aunque evidentemente habla ido experimentando problemas de salud. Como consecuencia de
esta enfermedad crónica , por las hemorragias constantes que ha tenido en los ojos, ha
desmejorado su visión. también se han ido dal\ando sus órganos internos . por lo que su calidad
de vida ha ido desmejorando.11M

Diltgen<:Ias
Los familiares de Er1loday Emestina Serrano Cruz (incluidos sus padres y hermanos) realizaron
numerosas movilizaciones dentro de El Salvador con el fin de indagar su paradero y de lograr su
protección judicial. Dicha situación motivó gastos por concepto de transporte. hospedaje.
alimentación. llamadas telefónicas y otros 195: En virtud de la inacción por parte de las autoridades
salvadoreñas, la familia acudió a Pro-BOsqueda en aras de saber los pormenores de Ertinda y
Emestina y de encontrarlas; y con ocasión de los viajes realizados por el caso. as! como por los
daños sufridos por la familia al abandonar su casa en virtud del operativo militar de mayo-junio de
1982

Otros daf'tol materiales
Durante el conflicto armado, la familia Serrano Cruz ha sufrido la desaparición de Erlinda y
Emestina , pero también ha perdido los bienes materiales que poseían. Entre estos bienes se
puede mencionar su casa de habitación la cual fue quemada y destruida por los bombardeos
constantes que realizaba la fuerza armada en apoyo al operativo terrestre ejecutado por los
batallones eepeceles y soldados de los destacamentos que tenlan su base en algunos
departamentos del pare. además pecreron la cosechas de malz, granos básicos guardados de
cosechas anteriores, animales domésticos que eran criados para poder vender cuando habla
mucha necesidad de poder conseguir otros alimentos utilizados también en la alimentación de la
familia . También perdieron todos los muebles de la casa y los electrodomésticos que tenlan para
preparar sus alimentos. Cuando la familia Serrano Cruz volvió del refugio de Mesa Grande en
Honduras y al no contar con ningún bien material , decidieron junto con las personas que
retomaron en esa misma época en otro lugar y comenzar de nuevo sus vidas , situación que no
ha sido fácil , sín embargo al igual que muchas de las personas que han estado en esa misma
situación han logrado salir adelante, aunque no ha sido nada fácil por la situación de pobreza en
que han vivido.

Muchas de las erogaciones y de los gastos sufridos por la familia Serrano no han sido
documentados por razones relacionadas con el conflicto. los representantes de las vlctimas y
sus familiares solicitamos a la Honorable Corte que tome en cuenta esa situación especial y que
detennine, en equidad, una suma que el Estado debe pagar a la familia por tos gastos incurridos
y las pérdidas materiales sufridas.

V.E .e.2 Gastos en los que incurrió la AsocJacIón Pro-Búsqueda
En todos estos años de sufrimiento de la familia sin obtener información sobre el paradero de las
ninas, especialmente por parte de la madre y hermanos de Erlinda y Emestina, ha sido necesaria
la atención en salud mental tanto a nivel personal como a nivel grupal, lo cual ha sido posible a

104 Ver detallede los gastosen cuadroanexo.
1~ En sentido sbnlar, Corte lOH. caso Slak• • reparaciones, supn;¡ nota 191, Parro48.
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través del trabajo realizado por la Unidad de Psicologla de la Asociación Pro-Búsqueda que
desde sus inicios incluyó dentrode su misiónbrindaratención en salud mental a los familiares de
ninas y niños desaparecidos y encontrados y a jóvenes encontrados. En este sentido, se han
realizado gastos para visitar a los familiares en sus casas, o en visitas de los familiares a las
oficinas de la Asociación cuando ha sido necesario, en la ejecución de talleres grupales en ras
zonas donde hay mayor numero de casos de nUlas y nUlos desaparecidos en los cuales han
participado los familiaresde las niñasdesaparecidas Ner detallede los gastos en cuadro anexo)

V.E.b Luao cesante
El Estado safvedoreñc tiene el deber de reparar a la familia de Erlinda y Ernestina Serrano Cruz
por el periuicic económico que sufrió por la pérdida de las ninas. Para establecer el monto debido
como lucro cesante hemos tenido en cuenta los parámetros establecidos por la Corte para su
detenninación.198 Ertinda tenia apenas tres anos y Ernestina contaba con siete anos. Ni siquiera
se nabla terminado de formar la personalidad de ambas niñas.

Durante el periodo del conflicto annado que se vivió en el pais era momentos dificiles,
princtpalmente para los niMs quienes tenlan que huir juntamente con su familia y dejar todas sus
pertenencias como la vivienda, el vestuario , sus animales domésticos que servian para la
alimentación diaria, los granos básicos sembrados. todo lo cual hacia que las condiciones de
vida fueran cada vez más deplorables, no solo en cuanto a alimentación , salud, vestuario,
educación seguridad, sino que en ese ambiente en lo que menos se pensaba era pensar en el
futuro.

Después de la firma de los acuerdos de paz, como parte del compromiso adquirido por el Estado,
se crearon programas de relnserclón a la sociedad, entre los cuales se puede mencionar: El
programa para el estudio de bachillerato acelerado, El Programa de becas para estudiar en la
Universidad, lo cual posibilitó que muchas personas del campo pudieran estudiar hasta nivel
universitario. Por lo que podemos asegurar que Erlinda y Ernestina aunque vivlan la zona rural
del pals podlan haber estudiado hasta bachillerato (secundaria) como lo han hecho personas de
su edad y lugar de origen o comunidades cercanas; incluso pudieron haber estudiado hasta un
técnico o una carrera universitaria. A juzgar por lo emprendedores que son sus hennanos
Suyapa y Fernando, consideramos que dependiendo de las posibilidades que las niñas hubieran
tenido, podrian haberse formado como profesoras populares y luego ser absorbidas por el
Ministerio de Educación como profesoras del sistema educativo oficial , podrían también haberse
formado como promotoras de salud y trabajar posteriormente en proyectos de salud impulsados
por ONG's o por el mismo Ministerio de salud, podrlan haberse insertado en programas para
mujeres promovidas por ONG's para trabajar sembrando granos básicos y hortalizas junto a su
familia; o como ha sucedido en otros casos podrian haber emigrado a Chalatenango o San
Salvador y con apoyo de ONG's que posibilitaron el acceso a becas o habiendo accesado al
Programa de becas como parte de los programas de reinserci6n estudiar en la Universidad o en
un tecnológico. convirtiéndose en profesionales. Por otra parte también podrian haberse
destacado en algun deporte o en actividades artisticas.

Sabemos que crecerían en un hogar pobre, con limitaciones, pero hubieran crecido con la
seguridad de tener un hogar, una familia que las apoyarla en toda circunstancia , en un entorno
con "ifias y ni"os de su edad, de su comunidad, planeando su futuro tanto individualmente como
en relación con su familia, apoyando a su madre que cada vez se va poniendo mas enferma y
recibiendo de ella todas las enseñanzas necesarias para salir adelante.

l 'W> Ver Corte IOH. Caso Caballwo DelgadQ y Santana. Sentencia de reparaciones de 29 de enero de 1997. Serie C
No. No. 31. Párr . 39.
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De acuerdo a los parámetros desarrollados por la representación de las victimas en el caso
Villagrán Morales y Otros, consideramosQue,

lPlara estimar el lucro cesante se de be tom ar en cuenta la edad de la vlctima a la fec ha de su
muerte [ " ,) , los años por vivir con forme a su expectativa vital (.. .1, la actividad a la que se
dedicaba al momento de los hechos, las mejoras económicas que hubiese podido obtener y su
ingreso. En este caso se aplicarla el salario real, o en el caso de que no exista información de
los salarios reales de las vícti mas, se aplicarla el salario mlnimo para actividades no agrl colas
en Guatemala [.. . [. se debe caJClJlar dicho lucro con base en los 12 salarios mensuale s de cada
ano; ademas. se deben considerar los dos meses de salario adicionales por ano establecidos
en la legislación guatemaltecay los correspondientes íntereeee.!"

Los representantes de las vlctimas carecemos de informac ión que lleve a concluir que las dos
vlctimas podrlan haberse desarrollado profesionalmente. Por tanto, y siguiendo la jurisprudencia
de este alto Tribunal en casos similares, solicitamos que se aplique el salario mlnimo para El
Salvador, el cual es de 1,260 colones salvadoreños (US $ 144.00)

V.E.b.1 Emestína Serrano Cruz
Emestina Serrano Cruz nació en el Cantón de Santa Ana, departamento de Charatenango, el 9
de octubre de 1975. De estar viva , tendría 27 anos con 11 meses. La Honorable Corte es
competente para decretar el lucro cesante a partir de jun io de 1995, fecha en Que El Salvador
aceptó su competencia contenciosa . Esto significa que Emestina tendrla 19 anos con 8 meses.
De acuerdo con la Organización Panamericana de la Salud la expectativa de vida para una mujer
satvadorena es de 73.5 anos.l 98 Por tanto, tomando en cuenta la edad de 19 anos con 8 meses,
a Ernestina Serrano te habrla faltado vivir 53 anos con 1 mes .

53 anos x 12 meses= 636 meses + 1 mes = 637
637 meses x 144= US $91,728.00

Finalmente, a la cantidad anterior le hemos restado el 25% del monto total (equivalente a US
$22,932.00), por concepto de los gastos en los Que hubiera incurrido Emestina Serrano CruZ.l 99

US $91,728.00 ' US $22,932,00= US $ 68,798,00
Total lucro cesante Emestina Serrano Cruz: US S 68,796.00

Y,E,b,2E~inda S.....no CnJz
Er1inda Serrano Cruz nació en el mismo cantón y departamento el 20 de julio de 1979. De
permanecer con vida, tendría 24 at'\os con 2 meses. la Honorable Corte es competente para
decretar el lucro cesante a partir de junio de 1995, fecha en que El Salvador aceptó su
competencia contenciosa . Esto significa Que Ernestina tendrla 15 anos con 11 meses. De
acuerdo con la Organización Panamericana de la Salud la expecta tiva de vida para una mujer
salvadorefla es de 73.5 anos.:lOO Por tanto. tomando en cuenta 18 edad de 19 anos con 8 meses,
a Emestina Serrano le habrla faltado vivir 57 anos con 6 meses.

'ir Corte IDH. Caso Vlllagrén Morales y Otros (Caso de los "Ninos de la Calle'). Sentencia de reparaciones de meterte
de reparaciones.
,1lI Véase el indicador demográfico de la OrganizaciÓll Panamericana de la salud, que se adjUnta a la presente
demanda como Anexo No. 9.
,. De acuerdo con 105 parámetros establecidos por la Corte en casos como CatlBII9I"O Delgado 'i Santana,
reparaciones. S /JfJf8 nota 223, párr. 196; CaaU110 Ptez, reparaciones, supm nota 163, párr . 75; caso de la ~Pane'

manea', reparacioo8s , SUpt8 flOte 179, Pá rrs. . 95, 117, 132, 151 'i 166.
""" Véase nota 198 s Upnl .
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57 eñes x 12 meses=684 meses+ 6 meses = 690

690 mesesx 144=US $99,360.00

Finalmente. a la cantidad anterior le hemos restado el 25% del monto total (equivalente a US
$24,840.00), por concepto de los gastos en los que hubiera incurrido Emestina Serrano CruZ.201

us$99.360.00 - US $24.840.00= US $ 74,520.00
Total lucro cesante Erlinda Serrano Cruz: US $ 74,520.00

En caso que las ninas no se encuentren en un plazo prudente después de la emisión de la
sentencia de la Honorable Corte, los beneficios de la indemnización de estos gastos deben ir al
familiar más cercano de las niñas, esto eso, a su madre (Maria Victoria Cruz Franco) .

V.F l~nIzacI6n por el etano moral sufrido por Erilnda YEmeatina Serrano Cruz, asf
como por sufamHla
Se ha argumentado a lo largo de esta demanda que tanto Erlinda y Emestina como sus
familiares han padecido un incalculable sufrimiento. Esto fue retomado por la Ilustre Comisión en
la demanda respectiva . La familia no solo sufribla desintegración familiar a causa de la incursión
mUitar, sino la pérdida de dos de sus integrantes y la negación de justicia por parte de las
autoridades. Eso debe ser reparado202

•

La Corte ha entendido por dafio moral aquél que

[Pluede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las vlctimas directas y a
sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y olras
perturbaciones que no son susceptibles de medición pecuniaria. Es una caractertsñca común a
las distintas expresiones del dar.o moral el que, no siendo posible aslgnárseles un precise
equivalente monetario, solo puedan, para los fines de la reparación integral a las vlctimas, ser
objeto de compensaciOn, y ello de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de una suma
de dinero o le entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal detennine en
aplicaci6n razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Yen segundo lugar, mediante
la realizaciOn de actos u obras de alcance o repercuson públicos, que tengan efectos como la
reccpereccn de la memoria de las vlctimas, el restablecimiento de su dignidad, laconsolaciOn de
sus deudos o la transmisiOn de un mensaje de reprobaciOn oficial a las violaciones de los
derechos humanos de que se trata y de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no
vuelvan a ocurrir.203

:101 Véase nota 199 supra.
202 La Comisión 8dllirtiO que

El estado aalvadoreno no cumplió con su deber de demostrar lo acontecido en junio de 1982, a pesar que
lenla la C8fQ8 de haoef1o. En SUll observaciones sobre el fondo del caso , el Estado omite toda referencia a
cuestiones de especial gravedad , tales comoel patrón de desaparicionas forzadas de nil'\os en El Salvador
durante el COfI1'llclo armado intemo, particularmente en la época precisa de los hechos denunciados. El
Estado renunció igualmente a presentar alegatos acerca de las cuestiones concretas sustentadas con
evidencia testimonIal, presunciones e indicios que apuntan a determinar la responsabilidad eslatal por los
hechos. Por el contrario , el Estado se IImit6 a relatar una lnvestigac l6n caracterizada por a repetldón
mectnlca de actuaciones, sin el Impulso que demuestre la voluntad de irnrostlgar, escierecer los hechos y
sancionar a los responaables . Todo ene a pesar de que los elementos fundamentales para la averiguaci6n
estaban plenamente bajo su control, en particular una indagatoria seria y profunda de los integrantes de las
Fuerzn Armadas que pudieron haber participado en la ccereeen. Finalmente, cabe reiterar que el Estado no
respondió a la solicitud de infolTneción formulada por la CIDH respecto a las medidas adoptadas paracumplir
las recomendaciones del Informe sobre el fondo de este caso.
[Demanda de la cometen. supm nota 2, parro114.)

= corte IDH. Caso Vlllagrin Morales Otros, reparaciones, supra nota 179, parro84.
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En reiteradas ocasiones, la Corte ha satisfecho a la vlclima y a sus familiares por el dai'io moral
sufrido a consecuencia de violaciones de derechos humanos, ya que "es propio de la naturaleza
humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes como los que han sido probados
en el presente caso experimente un sufrimiento moral. La Corte estima que no se requieren
pruebas para llegar a esta conclusión ,-2IM

En este caso, solicitamos a la Honorable Corte que establezca que el Estado debe pagar una
suma tanto por el dañe moral sufrido por ErJinda y Emestina Serrano Cruz asl como por sus
familiares.

V.f.a Respectodel etano moral sufrido por Er1klda YEmestlna Serrano Cruz
Como ya ha quedado demostrado en el capitulo correspondiente, las dos niñee tuvieron que
abandonar su casa para salvar su vida; sufrieron la angustia de refugiarse en la montana,
teniendo sed y hambre. Más aún, como lo hemos relatado en el capitulo de Hechos, Erlinda
serrano Cruz habla sido herida por una bala. Es muy probable que las niñas hubieran sufrido al
verse rodeadas de militares y gente desconocida. En palabras de la Honorable Corte, caen en el
ámbito del dano moral

"[L]os sufrimientos y las aflicciones causados a las victimas directas y a sus
allegados, [asl] como el menoscabo de valores muy significativos para las
personas y otras perturbaciones que no son susceptibles de medici6n pecuniaria.
Es una caracterlstica común a las distintas expresiones del dano moral el que, no
siendo posible asign~rsele un preciso equivalente monetario, solo puedan, para
los fines de la reparación integral a las víctimas, ser objeto de compensación
(...)"""

En ocasiones anteriores, esta Corte ha establecido en equidad una suma que debe pagar el
Estado responsable por haber infligido a las vlctimas tratos agresivos en extremo, los cuales sin
lugar a dudas incluyen graves maltratos y torturas lisiess y psicológicas anteriores al sufrimiento
de la muerte206

• Por lo anterior, solicitamos que la Corte establezca una suma en equidad para
compensar el inconmensurable sufrimiento de Eninda y Emestina Serrano Cruz.

V.F.b En relación con el etano moral sufJ1do por k:Js familia... de Erllnda Y Emestlna
SetTanOCNZ
Han pasado más de veinte anos desde que la familia Serrano ha emprendido diversas diligencias
-unas ante autoridades y otras ante otras organizaciones- con el fin de encontrar a Erllnda y
Emestina y ha tocado infinidad de puertas con el único fin de obtener justicia . Hasta el momento
no han logrado ninguna de sus dos propósitos: ni han encontrado a las hoy jóvenes ni se ha
hecho justicia en el caso.

Si bien toda la familia ha sufrido con la desaparición de las ninas, consideramos que existen dos
personas a quienes les han afectado mas estos hechos: Suyapa Serrano estuvo cerca de las

21M Corte IDH. Caso Loaya Tamayo, reparaciones, supra nota 80, párr. 138. Cfr. Corte IDH. Caso C..tlllo Phz,
reparaciones supra not8 163. Párr. 86; Caso dell, ~Panel Blanc., reparaciones, supra nota 179, Párr. 106. Corte
IDH. caso .AloeboMoe y Otroa. senrenee de rep8racionea de 10 de septiembre de 1993. Serie e No. 15, Parr. 52;
Caso Mel,.. AJegrtllY otros. Sentencia de reparaciones de 19 de septiembre de 1996. serie C No. 29, Pelrr. 57. En el
mismo sentido, Caso Garrido y Balgon1a . Sentencia de féparac iones de 27 de agosto de 1998. Serie e No. 39, Párr.
49.
2C5 caso ViDagran Morales, reparaciones, supra nota 179. Parro84.
- ¡bid" Pérr. 91. a).
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niñas, era el familiar más cercano que pudo oir los planes de tos militares cuando encontraron a
sus hermanas Y, sin embargo, no pudo hacer nada. Cuando vio a su padre y, posteriormente, a
su madreno les pudo dar una explicación satisfactoria. Por otra parte, la Sra. Maria Victoria Cruz
Franco ha tenido que vivir con el remordimiento de no haber protegido a sus hijas. asl como de
no encon trarlas.

La Honorable Corte ha establecido en diversos casos que las violaciones de derechos
humanos201 y. en especial. la desaparición forzada de una persona conlleva un sufrImiento a sus
familiares208

• Más aún, ha estimado que no es necesario probar el dolor de los padres, puesto
que se presume 209

• Esto se extiende igualmente a tos hennanos2 10
•

Hasta el momento, sobreviven la madre de las Erlinda y Ernestina asl como sus hermanos
Suyapa y José Fernando, ambos de apellidos Serrano Cruz. Por todo ello, y siguiendo la
jurísprucertcla constante de la Honorable Corte en esta materia, solicitamos que establezca, en
equidad211

, una suma por concepto de dano moral en perjuicio de Erlinda y Emestina Serrano
Cruz, asr como de Maria Victor ia Cruz Franco, Suyapa Serrano Cruz y José Fernando Serrano
Cruz.

De otra parte, debemos resaltar que la familia no sólo ha sufrido por la desaparición de sus hijas
y por la incertidumbre de no saber en si se encuentran bien, sino que ha visto la falta de
actuación del sistema judicial para encontrarlas, identificar a los responsables de los hechos y
sancionarlos como es debidamente. De acuerdo con lo establecido por este Honorable Tribunal,
los Estados tienen la obligación de combatir, con todos los medios a su eicance' ". la impunidad,
entendida ésta como -la falta en su conjunto de investigación, captura, enjuiciamiento y condena
de los resoonsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención
Americana.wZ l 3

Es por ello que, aunado a la reparación por el sufrimiento de las niñas y sus famitiares cercanos,
y de acuerdo con nuevos criterios establecidos por la Honorable Corte, los representantes de las
vlctimas y sus familiares solicitamos respetuosamente a esteTribunal que fije una suma tendente
a resarcir a los familiares de Erlinda y Emestina por la violación "de tos derechos a las garantías
judiciales, el debidoprocesoy el acceso a un recurso efectivo".21.

V.G EN RELACION CON LA OBUGACION DEL ESTADO DE INVESTIGAR LOS
HECHOS Y LLEGAR A LA VERDAD
A más de veinte anos la desaparición forzada de ErUnda y Emestina Serrano Cruz la familia no
ha logrado dar con su paradero y, lo que es todavla peor, el Poder Judicial les ha cerrado las

;fJ 7 Corte IOH. Caso VlllIIgrin Monll.. y OtI'Ot, fondO, supranota 63, Parro171.
20ll Corte IDH. CasoBlake, fondo, supranota6, Parro116: Caso BAmaca Velnquez, fondo, supra not8 6, Parro166.
201 Corte IOH. Caso Loayu ram.yo, reparaciones, supra nota 80, Párr. 143. Cfr. Corte IDH. Caso CasUllo Phz,
reParaciones, sUpnJ nota 163, PiIn. 88.
l ! Caso Cntillo PAn, lbid., Parro89.
l" caso de El c.r.cuo, reparaciones, supranota 176, Párr. 100.
2'2 Corte IOH. Panlagua Mol'lllea y Otros (CMO de k. "Panel Blanca"). Sentencia de fondo de 6 de maao de 1998.
Série C No. 37, Pérr. 173. Cfr. Caso B'maca VeI"quez. sentencia de reparaciones de 22 de febrero do 2002. Serie
C No. 91, Párr. 64: Caso S6rn1!e8 Velnquez. sentencia de fondo de 25 de noviembre de 2000. seee C No. 70, Párr.
211; caso ~yu Tamayo. Sentencia de reparaciones de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42. Párr. 170.
m Corte IOH. Caso Loayu Tartulyo. Sentencia de reparaciones de 27 de noviembre de 1998. Serie e No, 42, Párr.
170.
2\4 Corte IDH. Caso de El Cllf'lICUO, reparaciones, supra nota 176, Parr. 107, in fine. Cfr. Corte IOH. Caso la.
Palme'". 5erItencia de reparaciOl'le$ de 26 de noviembre de 2002. Serie e No. 96, Parrs. 59 yeo, y punto resolutivo
t .
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puertas a la justicia. Se les ha privado del derecha a saber el paradero de sus seres queridos; no
han podido confrontar a los responsables y no han tenido la satisfacción de saber que aquellos
que secuestraron a las dos niñas indefensas fueron debidamente sancionados.

los familiares de Erlinda y Emesüna Serrano Cruz consideran importante que se haga justicia a
través de una investigación efectiva que conlleve a un juicio inmediato, independientee imparcial
en el que se sancione a los autores intelectuales y materiales del secuestro y posterior
desaparición de las ninas.215

Por tanto, solicitamos a la Honorable Corte que determine que el Estado salvadoreño tiene que
emprender una investigacKm que cumpla con dos objetivos: por una parte, que logre la ubicación
de las dos jóvenes y. por la otra , que d ennñque y sancione a los funcionarios responsables de su
desaparición.

V.H GARANTIAS DE SATISFACCiÓN Y NO REPETICiÓN
Uno de tos más importantes avances de la jurisprudencia interamericana es el relativo a la
inclusión de garantlas de satisfacción y no repetición de tos hechos. En este sentido, la Corte ha
reconocido que las medidas de satisfacción tienen el objeto de reparar integralmente a las
vlctimas "mediante la realización de actos u obras de alcance o repercusión públicos, que tengan
efectos como la recuperación de la memoria de las victimas , el reetebtecsnentc de su dignidad,
la consolación de sus deudos o la transmisión de un mensaje de reprobación oficial a las
violaciones de los derechos humanos de que se trata y de compromiso con Jos esfuerzos
tendentes a que no vuelvan a ocurrir ."216Asimismo, este tipo de medidas tienden a garantizar que
estos hechos lamentables no vuelvan a perpetrarse, por lo que son conocidas como "garantlas
de no repetición" .

En este sentido, los representantes de las vlctimas y sus familiares consideramos que las
reparaciones más importantes en el presente caso se darlan precisamente en este apartado.
Estas se dividen en garantlas de satisfacción a la familia Serrano; medidas para impulsar el
establecimiento de los jóvenes que aún no han sido reencontrados; y, finalmente, las garantlas
de no repetición.

V.H.a Respecto de laa garantfas de satisfacción para la familia Serrano
los representantes de las vfctimas y sus familiares consideramos que el Estado debe llevar a
acabo ciertas medidas tendentes a satisfacer 8 la familia Serrano por la desaparición de Erlinda y
Emestina. En especifico , solicitamos a la Honorable Corte que es fundamental otorgar disculpas
públicas por estos lamentables hechos, así como la publicación y difusión de la totalidad de la
sentencia que, en su momento, emita la Honorable Corte.

V.H.8.1 Disculpa públicas
El conflicto satvacoreñc dejó decenas de miles de muertes. Aún asl , la ciudadanla nunca ha
recibido una disculpa por la destrucci6n de sus viviendas o la muerte o desaparic ión de sus
familiares. Antes bien, el Estado ha manejado un discurso que incluye el olvido del horror vivido
durante 12 anos. El caso que nos ocupa no ha escapado a ello. los peticionarios consideramos
que, a fin de dejar en el pasado estos hechos. es fundamental que el Estado reconozca su

~ 1 ~ En este sentido, v éeee casos Velisquez Rodrlguez, fondo, supra nota 6, Parro166, in fino; VllJagrtn Mondos y
otroa. fondo, sup ra nota 63, Parro123 y punto resolutivo 8; Lo.ya TaRUlYo, fondo, supra nota, Parro192, resOlutivo
6; Bamaca VelMquez, fondo, supra nota 6, resolutivo 8; ca.o d. la "Panel m .nca" . Sentencia de fondo de 8 de
marzu de 1998. Serie e No. 37, resolutivo 6; 'J reparaciones, supra nota 179, Párr. 202.
m lbid.. párr. 84, in fina.
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responsabilidad y que lleve a cabo la respectiva investigaci6n de los hechos y la consecuente
sanción a los responsables.

Por tanto, y tomando el ejemplo de los casos cantora! Benavides y Durand y Ugarte217
, los

peticionarios solicitarramos a la Honorable Corte que el titular del Poder Ejecutivo. en su calidad
de representante del Estado salvadoreflo, dé un discurso público en el cual reconozca las
violaciones de derechos humanoscometidas en el presente caso.

V.H.a.2 Publicación de la totalidad de la sentencia en el diario oficial Yen
_ pertódk:Clo de mayor circulación

Cuando una persona ha sido victima de graves violaciones de derechos humanos es casi
imposible que vuelva a rehacer su vida. El horror vivido y la recurrencia al momento de las
violaciones diflcilmente se olvidan. Por tanto. la garantia de que esos hechos no volverán a
repetirse es crucia l. Este compromiso toma mayor seriedad si la disculpa se hace pública, a fin
de que toda la sociedad sirva como testigo.

Los representantes de las victima s y sus familiares solicitamos a la Honorable Corte que , de
acuerdo con su juri sprudencia constante en la materia, ordene al Estado la publicación de la
totalidad de su sentencia tanto en el Diario Oficinal como en otros periódicos de mayor
circulación en el pars218

• Esta publicación se deberá hacer en tres ocasiones, med iando un mes
entre cada una de ellas.

Por otra parte, es necesario resaltar que la desapa rición de las niñas se dio en un confl icto
annado, donde existía un patrón de graves violaciones de derechos humanos a manos de las
dos partes combatientes . Sin embargo, y de acuerdo a las cifras proporcionadas por el informe
de la Comisión de la Verdad, al menos el 85% de las violaciones denunciadas fueron
perpetradas por agentes del Estado. Como ha sido probado a lo largo de esta demanda, la
desaparición de Erlinda y Emestina también fue llevada a cabo por militares salvaccreñcs. Por
tanto, estimamos que es fundamental que la difusión de la sentencia que emita la Honorable
Corte se haga especialmente dentro de las fuerzas armadas. Es por ello que, tomando en cuenta
el precedente del caso de Las Palmeras'm, solicitamos a la Honorable Corte que resuelva que el
Estado debe publicar los hechos probados y los puntos resolut ivos de su sentencia en el bolelln
de mayor clrculaclón dentro de las fuerzas annadas salvadoreñas.

V.H.b MecAdas tendentes a Impulsar ef establecimiento def paradero de los jóvenes que
aún se encuenIran desaparecidos
Los representantes de las vlctimas conside ramos que hay esperanza de que más jóvenes sean
reencontrados. Sin embargo, es necesari o el compromiso del Estado en esta tarea, iniciada hace
casi diez anos por la Asociación Pro-Búsqueda. Para ello , solicitamos a la Honorable Corte que
ordene la creac ión de una comisión encargada de ello , al igual que un fondo para las personas
reencontradas y, finalmente. la adopción de un programa de asistencia psicológica a las familias
y a los jóvenes reencontrados. En virtud de la experiencia que ha tenido la Asociación Pro-

211 Corte tOH. Caso Cantoral Benavlde\. reparaciones, Párr. 81 '1 resolutivo 7; Caso Durand y Ugarte. Sentencia ele
repataciones ele 3 de diciembre de 2001. Serie C No. 89, Párr. 39, litera! b. Cfr. Caso Bimaca Veláaquez,
~ones. resolutivo 3.
2. Corte IDH. Caso Cantoral Sena vlcln, reparaclones, lbid.• Párr. 79, resolutivo 7; Caso Bimaca VelAaquez ,
r~ones , Ibid.• resolutivo 3: Caso TruJll10Orou, reparaclcnes, SUpl8 nota 30, Párr. 119 '1 resolutivo 4.
" La Corte estableció "como medida de satisfacción. que el Estado debe publicar en el Diario Oficial '1 en un batalln
de prensa de la PoIicla Nacional '1 de las Fuerzas Armadas de Colombia. por una 801a vez, la sentencie de fondo
dictada por la Corte el 6 de diciembre da 2001 '1 de la presente sentencia el capi tulo VI denominado Hechos y los
puntos resolutivos 1 a 4: Corte IOH. Caso LBa Palmeras, reparaciones, supranota 40. Párr. 75.
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Desafortunadamente, nunca se ha logrado concretar esta propuesta. Esta representación
sostiene que ello es fundamental en la medida en que darla esperanza tanto a los jóvenes de
hoy que no saben quiénes son sus padres como a las familias que los perdieron siendo éstos
pecueñcs.

220 Se adjunta a la presente como Anexo No. 10 el proyecto de Comisión Nacional de Busqueda que fue presentado
en el tnlmlte ante la Ilustre Comisión.
221 Naciones Unidas. Comllé de Derecnos Humanos. L1shl de cuesUones que deben abordarse al examinar el
tercer, cuarto y quinto Informes periódicos de El Salvador, .probada por el Comh6 de DenH;hos Humanos el
1.de marzo de 2003, supra nota 17, Parr. 11.

NIIIas
A lo largo de esta demanda (al igual que se hizo en el procedimiento avanzado ante la Ilustre
Comisión) se ha hecho especial énfasis en que la desaparición de Erlinda y Ernestina no es un
caso aislado . por lo que se tienen que crear mecanismos que tiendan a localizar a los niños y
"inas desaparecidos/as.

Creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de Nll\os YV.H,b.1

Ante la imposibilidad de tomar cifras oñciales sobre la cantidad exacta de niños y niñas
desaparecidas/os durante el conflicto interno, los representantes de las victimas hemos aportado
las cifras de la Asociación Pro-Búsqueda, la cual ha documentado poco menos de 700 casos. De
ellos , más 250 han sido resueltos , esto es, que se ha dado con el paradero de los -hoy- jóvenes
desaparecidos. Por tanto , es fundamental que el Estado cree un mecanismo encargado de dar
con el paradero de los jóvenes que se encuentran vivos y, en caso que ellos estén de acuerdo,
facilitar el contacto con su familia biológica.

La creación de esta Comisión no solo ha sido solicitada por los representantes de las vlcñmas .
sino que otros organismos locales e internacionales han apoyado la propuesta. Recientemente el
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas tuvo la oportunidad de examinar el
cumplimiento de las obligaciones de El Salvador respecto del Pacto internaCional de Derechos
Civiles y Politices . El Comité preguntó al Estado salvadoret'lo su opinión respecto de la creación
de una comisión como la antes descrita 221

. Estos set'lalamientos por parte del Comité refuerzan
nuestra solicitud de la creación de una Comisión que beneficiaria a cientos de jóvenes y sus
familias. Por otra parte y en armonia con el planteamiento anterior, la PODH ha señalado que

En este sentido, los peticionarios hemos reiterado la necesidad de la crear una Comisión
dedicada a la búsqueda y localización de nitios y niñas desaparecidos durante el conflicto interno
en El Salvador. Dicha Comisión tendrla por objeto la investigación y la determinación del
paradero y situación actual de las niflas y nitios desaparecidos como consecuencia del conflicto
annado interno en El Salvador, asi como propiciar el reencuentro con su familia biológica ,
partiendo del interés superior del nitio/a . Confonne a las propuestas que han sido del
conocimiento de esta Ilustre Comisión, la Comis ión Nacional tendrla sede en San Salvador y
desarrollarla sus actividades en todo el territorio nacíonal, Asimismo, estarla compuesta por el
Procurador General de la República , 8 miembros propietarios (entre los que se encontrarian
diversos ministerios, organismos gubernamentales no gubernamentales) y un director
ejecutivo22I'J.

Búsqueda respecto de esta problemática (huelga decir que es la única organización que se ha
abocado a la tarea de investigar el paradero de los jóvenes, mediante diversos medios), los
representantes de las vfctlmas solicitamos a la Honorable Corte que resuelva que el Estado tiene
que dar parñcipaclón a esta organiza ción en el diseño. implementación y evaluación de las
medidas a que hacemos referencia a continuación.
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Estima que es posible y necesario explorar la utilización de otros mecanismos para que el
Estado cumpla su deuda con las niñas y los ninos desaparecidos y sus familias, por lo cual la
creación de una Comisión Nacional de Búsqueda parece ser una alternativa viable para este
fin y es apoyada por la PDDH, aunque ello no signifICa renunciar de ninguna manera a la
aplicación de la ley.=

Por ello, es fundamental la creación de una comisión nacional de búsqueda, en la que participen
las instituciones del Estado y la Fuerza Armada , con el propósito de que brinden la información
pertinente que lleve al esclarecimiento del paradero de más de 400 niñas y niños, que a la fecha
se encuentran desaparecidos y, además, se genere un clima de confianza para el reencuentro de
105 jóvenes con sus familias biológicas.

V.H.b.2 Creación de un fondo de reparación para jóvenes reencontrados
Como se ha advertido en el apartado anterior, más de doscientos jóvenes han sido
reencontrados a raíz de la investigación, las entrevistas y la demás información recabada por
Pro-Búsqueda . No obstante ello, ninguna de las personas reencontradas ha recibido
compensación por los daños sufridos: el desplazamiento forzado de su comunidad, el secuestro
y su posterior adopción o internamiento en orfanatos, asi como la falta de información sobre la
ubicación de su familia. Por tanto , los representantes de las víctimas y sus familiares
consideramos que el Estado debe crear un fondo especial para reparar tanto a los jóvenes
reencontrados como a sus familias.

En su lista de cuestiones respecto de 105 últimos informes presentados por El Salvador, el Comité
de Derechos Humanos señal ó la posibilidad de crear un fondo de reparación para los jóvenes
reencontrados223

. Los peticionarios nos sumamos a esta propuesta del Comité . Consideramos
que el dolor que vivido por las familias de los niños y níñas desaparecidas, al igual que la
incertidumbre de estas últimas respecto de su identidad, deben ser reparados . Si bien estas
medidas sobrepasarían el presente caso, estimamos que, en caso de que haya una real voluntad
estatal por reparar a las victímas de la guerra, esta seria un buen inicio y una muestra
contundente de ésta.

V.H.b.3 Programa de asistencia psicológica a las personas reencontradas y
a sus familiares
La separación forzada de las niñas y niños del seno familiar ha provocado traumas severos tanto
en los niño/as -hoy jóvenes- como en sus familiares, lo que ha dejado secuelas muy marcadas
en sus vidas. La experiencia de Pro-búsqueda en este ámbito indica que los procesos de
reintegración familiar requieren de un acompallamiento profesional continuo para asegurar que
105 resultados sean óptimos en la medida de lo posible. Reiteramos que dicho acompañamiento
debe brindarse tanto a los jóvenes como a sus familiares.

Sin embargo , el apoyo psicológico no solo debe ser brindado de forma restrictiva a las personas
reencontradas, sino también a aquellas que no han tenido la fortuna, hasta el momento, de
localizar a su familia y viceversa. Por tanto, consideramos fundamental que la Honorable Corte
acoja nuestra solicitud de un programa estatal tendiente a proporcionar asistencia psicológica
gratuita a las personas reencontradas, a sus familiares y a las familias que aún no han

222 PDDH. "Resolución de la PDDH", supra nota 16. Consideraciones de la Procuradora, Parte relativa al derecho a la
verdad, Recomendación No. XV, Pp. 23, 24.
223 Naciones Unidas. Comité de Derechos Humanos. Lista de cuestiones que deben abordarse al examinar el
tercer, cuarto y quinto Informes periódicos de El Salvador, supra nota 17, Párr. 11.
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encontrado a su ser querido y que, al momento de su desaparición, tenía menos de 18 años de
edad.

Esta medida de reparación incluirla la apertura de varias clínicas que cuenten COn personal
especializado. encargado de brindar tratamiento psicológico a ras personas que se han
reunificado con su familia asl como a las que todavía no lo han hecho. Tal acompatlamiento
también debe ser otorgado a los familiares más cercanos, puesto Que es innegable que ellos
también lo necesitan. Asimismo, solicitamos que, en caso de que ello sea posible, al momento de
tomar la decisión sobre la ubicación de la c1lnica se tome en cuenta un lugar cercano a las
instalaciones de la Comisión Nacional de Búsqueda. con el fin de dar facilidades a las personas
que acudan a esta última.

V.H.b.4 Tra..-.mili6n de circulares internas en los consulados
satvadorer.c. en Europa y en América sobre los ncmbres de las nlf\aa y nlb desapareckIos, a
ftn de raciMar el reencuentro con *'- familia, &si como que mantenga una ptgina de Intemet Y
_ una publcaclón Improoa con inf<>rmaclón l1IIov_
En el segundo acápite de esta demanda hemos hecho referencia al destino de los/as niños/as
secuestrados por las fuerzas annadas. Básicamente existlan tres destinos: "Pr imero. eran
regalados a pobladores de otras comunidades dentro de El Salvador; segundo, eran
abandonados en hospicios; y, por último, eran dados en adopdón a familias extranjelas~.

{Resaltado fuera del origlnal]

La mayorla de los niños y niñas que ingresaron a un orfanato fueron dados en adopci6n al
extranjero. Pro-Búsqueda ha logrado ubicar a niños y nitlas que residen en Estados Unidos y en
Europa. Por tanto. los representantes de las vlctimas y sus familiares consideramos que seria de
vital importancia que, mediante una circular interna, el Estado salvadoreño gire instrucciones a
sus consulados en Estados Unidos, Canadá y Europa a fin de que ellos se sumen a la campana
de búsqueda de los jovenes y se facilite el contacto con la Comisión Nacional de Búsqueda antes
propuesta.

Sin embargo , los representantes de las víctimas y sus famiHares consideramos que el estado
puede -y debe- llevar a cabo otras diligencias que significarlan dar con el paradero de los
jóvenes desaparecidos. Por ello , solicrtamos a la Honorable Corte que determine que el
Estado debe mantener una página de intemet con información relevante de los casos que
aún no han sido resueltos, la cual contribuirá a facilitar el reencuentro de los jóvenes aún no
encontrados con sus familias, en aras de dar garantizar un medio de información a las
personas que pueden acceder a éste tanto dentro de El Salvador como fuera de él. Ello seria
especialmente útil para los jóvenes que se encuentran en otros pafses y que tienen dudas
sobre su verdadera Ktentidad.

Por otra parte, no dejamos de reconocer Que muchos de los nlños y niñas desaparecidos
perteneclan a familias de muy bajos recursos, quienes no tienen la facilidad de revisar una
pégina web. Por tanto, solicitamos a la Honorable Corte que determine que el Estado debe
difundir una pl,lblicación impresa bimestral en los departamentos donde se han documentado
desapariciones de nlñeey nirios con información semejante a la contenida en la página web.

V.H.c Medidas que tiendan a evitar la recurrencla de los hechos
denuncIados
la familia Serrano Cruz. como millones de salvadoreños ha sufrido el terror de un conflicto
armado. las pérdidas y los saldos que deja una guerra hacen necesario no olvidar. Mantener
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viva la memoria significa que las personas y 'as autoridades recordarán que siempre es mejor
buscar otras alternativas y no la guerra . En este sentido , proponemos la difusión de un video
como garantlade no repetición, asl como la designación de un dla para conmemorar a los niños
y nh~as desaparecidos.

V.H.c.1 DifusIón de un video
Sin duda, la difusiónes una de las mejoresherramientas de luchay prevención de violaciones de
derechos humanos que sirve , además, como medio de hacer llegar la verdad a un pueblo que
muchas veces quiere ser ocultada. Por ello, consideramos fundamental la transmisión, por parte
del Estado, de un documental en el que se informe al pueblo sobre el modus operandi de tas
tuerzas armadas en el secuestro y la adopción ilegalde ninos y ninas durante el conflicto, la cual
deberá incluir un apartado en el que se reitere la voluntad del Estado de garantizar la no
repetición de hechos tal lamentables como el que dio origen al presente caso.

En este sentido , existen diversos videos que se han difundido dentro y fuera de El Salvador, por
lo que los peticionarios consideramos que uno de ellos se podrla transmitir mensualmente, por
tres ocasiones, en el canal y el horario de mayor audiencia televisiva. En caso que el Estado no
esté de acuerdo con el material ya realizado , solicitamos a la Honorable Corte que resolviera que
ambas partes participarian en la planeación , filmaci6n , redacci6n del gui6n , asi como en la
edición, en la transmisión del video y en todas aquellas actividades relativas a cumplir con esta
tarea.

V.H.c.2 DesIgnacIón de un oia del Nil\ola Oesap8reckloia
Otra forma de garantizar que la ciudadania y las autoridades no olviden lo sucedido , a fin de que
no se vuelvan a repetir estos hechos , es el recordatorio periódico de que hubo vidimas y que
muchas de éstas aún no han sido encontradas. Por ello , también solicitaríamos la designación,
por parte de la Asamblea Legislativa de El Salvador, de un Ola dedicado a los niflos y niflas
desaparecidos, al cual no solo implica la remembranza y el duelo por todos aquellos que
sufrieron, sino signifICa una luz de esperanza y un mensaje a la sociedad de que, diez eñce
después de terminado el conflicto, todavla existen posibilidades reales de reconciliarse y
reencontrarse.

V.H.d Otras medidas por parte del Estado
En casos como el denunciado, la necesidad de que eventos tan trágicos eventos no vuelvan a
repetlrse. es fundamental. En virtud de que las violaciones denunciadas se llevaron a cabo por
agentes estatales, se requiere que el Estado salvadoreflo actúe diligentemente tanto para
capacitar a sus funcionarios como para asegurar que, en caso que éstos cometan delitos
gravlsimos como la desaparición forzada de personas , sean debidamente sancionados. Este tipo
de medidas son especia lmente importantes cuando existen patrones sistemáticos de violaciones
a los derechos, clrculos viciosos de arbitrariedad e impunidad, que son muy diflciles de quebrar .

V.H.d.1 Capadtaclórla las fuerzas annadas
La razón de ser de las fuerzas annadas en un Estado es la protección de su soberanfa y de sus
habitantes. Contrario a ello, en El Salvador la mayor parte de las violaciones de derechos
humanos fueron cometidas por diferentes actores de las fuerzas armadas. En el informe de
fondo, al Comisión citó las cifras aportadas por la Comisión de la Verdad de El Salvador, la cual
estableció que, del total de las 22 mil denuncias presentadas,

Mas de un 60% del total corresponden a ejecuciones extrajudiciales; mas del 25% a
desapariciones forzadas; y más del 20% incluyen denuncias de tortura. Los testimoniantes
atribuyeron casi 85% de los casos a los agentes del Estado, a grupos paramilitares aliados de
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éstos y a los escuadrones de la muerte. Las denuncias registradas responsabilizaron
aproximadamente en el 5% ele los casos al FMLN. No obstante su gran cantidad, estas
denuncias no representan la totalidad de ros hechos de vioreocia. la Comisión sólo alcanzó a
recibir en su perIodo de tres meses de recepciónde testimonios una muestra significativa,m

Cada vez es más usual que diversos cuerpos de las fuerzas de seguridad de los estados tengan
programas en los que se les introduzca a los derechos humanos, que se les reitere la honrosa
labor y la gran responsabilidad que la sociedad les ha encomendado. Por tanto , y tomando el
precedente establecido por la Corte en el caso de El Caracazo22

:i , los representantes de las
vlctimas y sus familiares le solicitamos respetuosamente que ordene al Estado lleve a cabo
incluir un programa de capacitación a las fueraes anonadas en derechos humanos, en el que se
haga especial énfasis en la concientizaci6n respecto de la labor de protecci6n que se les ha
encomendado.

V.H.d.2 Reformas en la tipificación de la deupariciÓll forzada a fin de
que sea sandonada como deNto grave
los agentes estatales y las personas que participan en violaciones de derechos humanos deben
ser juzgadas y sancionadas. Este es el principio que garantiza no s610 la no repetici6n de los
hechos sino que permite a las vlct imas y/o sus familiares tener tranquilidad en cuanto a que los
responsables están respondtendo por las atrocidades cometidas. Asimismo, garantiza el
cumplimiento de la obligación de los Estados de -ce combatir tal situación por todos los medios
legares disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crón ica de las violaciones de
derechos humanos y la total indefensión de las vlctimas y sus familiares~226. Al respecto, la Corte
ha definido la impunidad como "la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura ,
enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por
la Convención Americana~227 .

En este caso, aun cuando el Estado salvadoreño no ha firmado ni ratificado la Convención
lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas, ha tipificado la desaparición forzada en
su ordenamiento penal , incluyéndola dentro del capitulo XIX, correspondiente a los delitos contra
la humanidad.

El código penal salvadoreño dedica tres de sus articulos a sancionar diversas acciones
vineuladas a la desaparición forzada :

220 CIDH. Infonne de fondo. supra nota 4, Parr. 41
~ La Corte re&0M6 que

El Estado debe adoptar todas las providencias necesarias (...l tendientes a fotma r y capacitar a todos los
miembros de sus cuerpos armados y de sus organismo!l de seguridad sobre los principios y normas de
protecciOn de los derechos humanos y sobre Ios llmitea a loa que debe estar sometido , aun bajo los estados
de excepcl6n, el uso de les etm8apor parte de loa funcionariOS encargados de hacer cumplir la ley. No se
pueden invocar pretextos de mantenimiento de seguridad pública para violar el derecho a la vida. Debe,
asimismo, el Estado , ajustar tos planes operat ivos tendientes a encarar tas perturbaciones del orden público a
las eXIgencias del respeto y proteee.l6n de tales derechos , adoptando, al efecto, entre otras medidas, las
orientadas a controlar la actuación de todos los miembros de los cuerpos de seguridad en et terrenc mismo
de los hechos para evitar que se produzcan excesos. (...)
(Corta IDH. Caso de El e.recazo, rep a raciones, supra nota 176, Pérr. 127J

m Corte tDH. caso P.nlaQu. Morel.. y Otros, reparaciOnes, Pérr. 201; Cfr. Caso P.nlagu. MOrllles y Otro• •
fondo, Pérr. 173; Caso Locyn T8fNYO, reparaciones, Pérr. 170; Caso BI.k• . Sentencia de Reparaciones de 22 de
anero de 1999. Sene C No. 48, Parro64.
m Caso P.nlagu. Mot'JIJu y Otros, reparaciones, lbid.• Pérr, 201
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Art. 364. De.aparlclón forzada de Person•• . El funcionario o empleado público, agente de
autoridad o autoridad publica que detuviere legal o ilegalmente a una persona y no diere razones
sobre su paradero, será sancionado con prisión de cuatro a ocho anos de prisión e inhabilitación
absolutadelcargoo empleo respectivo porel mismo térmlno.

Art. 385. Desaparición forzada cometida PO' Particular. El que realizare la conducta descrita
en el articulo anterior, habiendo recibido Ordenes o instrucciones de ñ mccnaro o empleado
publico , agente de autorid ad o autoridad pública, sera sancionado con prisión de tres a seis anos
y multa de ciento ochenta a doscientos dles multa.

Art. 386. D"aparKlón de P.rsonas pennitlda culpOSlmente. El que por culpa permitiere que
otro cometa el delito de desaparición forzada de personas, sera sancio nado con pena de dos a
cuatro anos de prisión, multa de cien a cien to ochenta dlas multa. Si fuere funcionario o
empleado público, agente de autoridad o autoridad pública se [e impondrá además inhabil itac ión
para el ejercicio o emp leo respectiv o por igual término.

De los articulas antes citados, llama la atención a los peticionarios particularmente dos puntos: la
penalklad tan baja del delito y la condición sine qua non de que un particular haya recibido
órdenes o instrucciones de un funcionario público para que se pueda tomar como delito.

La jurisprudencia de la Honorable Corte ha definido la desaparición forzada de personas como
un delito múltiple y continuadof". Asimismo, el Preámbulo de la Convención Interamericana
sobre Desaparición Forzada de Personas la ha catalogado como una "afrenta a la conciencia de
Hemisferio y una grave ofensa de naturaleza odiosa a la dignidad intrlnseca de la persona
humana, en contradicción con los princigios y propósitos consagrados en la Carta de la
Organización de los Estados Americanos."

En opinión de los representantes de ras víctimas y sus famliares, una penalidad de ocho años
como condena máxima es desproporcionada para un delito tan grave como lo es la desaparici6n
forzada (el cual, en nuestro caso, deberla ser aún más grave en consideración a las víctimas y
las circunstancias de la desaparici6n), máxime cuando existen otros tipos penales similares
dentro del mismo código, en los cuales la sanción es considerablemente mayor. Un ejemplo de
eñce podrla ser el secuestro:

Art. 149, Secuestro. El que privare a otro de su libe rtad individual con el propósito de obtener un
rescate, el cumplimiento de determinada condición, o para que la autoridad pública rea lizare o
dejare de realizar un determinado acto, seré sancionado con pena de treinta a cuarenta y cinco
anos de prisión , en ningún caso podré otorgarse el beneficio de libertad condicionar o libertad
condiciona l anticipada.

Consideramos que la desaparición forzada deberla ser sancionada, al menos, de la misma forma
que el secuestro, con el agravante que quien participa en el primer supuesto es generalmente un
funcionario público.

Por otra parte, el segundo comentario que se tiene a la tipificación de la desaparición forzada en
el código penal salvadoreño es la relativa a la enunciaci6n del articulo 365 respecto de la
participación de particulares en el delito. Esta disposición consigna que únicamente quien,
Mhabiendo recibido órdenes o instrucciones de funcionario o empleado público", podrá ser
responsable el delito de desaparición forzada. Sin embargo, la experiencia de esta Honorable

Z2S Ver Nota al pie No. 6.
2211 Primer considerando del Preámbulo de la Convención Interamericana sobre Desaparición fOlZada de Personas.
Adoptada en 8e1&m do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1995, en el vigésimo cuarto periodo de sesione6 de la Asamblea
General del ta Organización de Estados Americanos. El Estado salvadOlllfto aún 00 es parte de este instrumento.
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Corte230 demuestra que los particulares pueden actuar con la aquiescencia de las autoridades,
sin necesidad de hacerlo a consecuencia de ser coaccionados. Consideramos que lo ideal sería
tener un solo tipo penal, tanto para agentesdel Estado como para particulares.

En virtud de lo expuesto. la mod ificación del código penal a fin de armonizarto con los parámetros
establecidos tanto por los órganos protectores del sistema interamericano como los consagrados
en los Instrumentos interamericanos especiales. constitu irla otra medida de reparación a solicitar
en este caso. Por tanto, solicitamos a la Honorable Corte que resuelva que el Estado
salvadore"o debe adecuar su legislación penal a fin de tipificar adecuadamente el delito de
desaparición forzada de personas.

vt .H.d.3 Adecuación de la legislaclón satvadorei'ia con el fin de elininar obstáctIJos
~ que Impklan la )ustlda en el caso

Tanto en el capitulo de Hech os como en el relativo a la violación a las ga rantlas jud iciales y la
protección judicial efectiva. se hizo hincapié en las nefastas implicaciones que ha traido el
Decreto legisfativo No. 486, relativo a la ley de Amnistls . los representantes de las vlc timas y
sus familiares conside ramos que, en caso que éste siga vigente al momento de la emisión de la
sentencia de la Honorable Corte , el Estado invocarla su legislación interna a fin de entorpecer el
juzgamiento y ka sancIón de los responsables en este caso.

Es por ello, que sol icitamos a este altlsimo Tribunal que declare sin efectos jurfdicos el Decreto
legislativo No. 486 , de fecha 20 de marzo de 1993, ya que es incompatible con los parámetros
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos . Asimismo, que ordene al Estado
satvadore l'\o llevar a cabo las diligenci as que sean necesarias para derogar este decreto y
garantizar a las vfctimas y sus familiares el derecho a la verdad y a un juicio justo con las debidas
garantlas .

Vol GASTOS Y COSTAS
La Corte ha estimado que las costas fonnan parte de las reparaciones a que se refiere el art iculo
63.1 de la Convención. ' puesto que derivan naturalmente de la actividad desplegada por la
vlctima. sus derecho habientes o sus representantes para obtener la resolución jurisdiccional en
la que se reconozca la violación cometida y se fijen sus consecuencias jurfdicas: 231 Asim ismo,
ha establecido que dichas costas "comprenden los diversos gastos que la vfdima hace o se
compromete a hacer para acceder al sistema interamericano de protección de los derechos
humanos, entre los que frguran los honorarios que ha de cubrir, convencionalmente, a quienes le
brindan asistencia jurfdica.-232

Los gastos en que se han incurrido tanto en el ámbito interno como en la esfera internacional se
han realizado por diferentes organizaciones no gubernamentales. por lo que se aportarán por
separado las cifras gastadas por cada una de estas instituciones.

Antes de enumerar cada uno de los gastos y las costas que por servi cios profesionales se han
cobrado en este caso. los representantes de los familiares de la vlctima solicitamos a la
Honorable Corte que , en la etapa procesal correspondiente. nos otorgue la oportunidad de

t:Ill Vid. interaM. Corte IOH. caso Velnquez Roch1guez, fondo, s upra nota6, PáIT. 176; Caso Bim.lca Ve'''quez,
fondo, supn!I nota 6, PátT. 210_
l<$' Cfr. Cabilflero De6Qado y &amaN!. reparaciones, PiIT. 79; Garrido )' Ba~orr1a . reparaciooes, supra nota 50,
p8rr . 79; caso~ Ta meyo. 1'ep8fitCiones, $Upf8 notII 50, PérT. 176. En el mismo sentidO. Caso de la "Pa ne l
BI8ncII" , repaadoues, PM. 212; CasoW~rt" MoniIM y otroa, reparaciones, PárrL 107-8.
- Cfr. Cabako~o)' &amaN!. PárT. 80; Gan1do YBaIgoma, PAIT. 80; Loayu Yamayo. PiIT. 1n.ll:*t
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-
presentar un documento con cifras actualizadas sobre los gastos incurridos durante el proceso
contencioso internacional, puesto que en este momento únicamente se especularla sobre una
cantidad incierta.

-¡ .

la familia Serrano, Pro-Búsqueda y CEJll hemos efectuados diversos gastos en la búsqueda de
justicia en este caso. Se ha acudido a instancias nacionales y se ha asistido en varias ocasiones
a audiencias ante la Comisión lnteramericans. Aunado a eso, se ha gastado en otros rubros,
como el envio de faxes y courrier, llamadas telefónicas internacionales, fotocopias, etc. A
continuación se desglosarán tales gastos:
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nOfI033&
Honorarios de Lic. Oaüxto Zelaya por asesorlas slcasos presentados a los tribunales y
preparación de casos ante la ClDH (1998)
Semlner ío slSistema Internaciona l de Derechos Humanos real izado en Guatemala en Noviembre
1998. participante Margarita Estrada .
Seminario sIOerecho Internacional Humanitario (IIDH) realizado en Costa Rica en septiembre
1999. Participante Margarita Estrada
Seminario s/Ia Corte Interamerican de Derechos Humanos realizado en febrero 2000 en la UCA,
San Salvador. parttipante Guadalupe Portillo .

Gastos varios de viajes
Viajes de Margarita Estrada en marzo 2000y Azucena Mejia con Suyapa Cruz en octubre2000
Viaje a Costa Rica en Junio 2001. Azucena Mejla y Guadalupe Portillo; y Washington en
Noviembre 2001 Azucena Mejla y Guadalupe Portillo.
Viaje de Azucena Mejla y Padre Jon Cortina a Los Angeles en abril 2002
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V.I.b En relación con loo gastco de CEJIL

Los gastos en que ha incurrido CEJIL a consecuencia del litigio en el ámbito internacional se
enuncian a continuación:
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AudIencIas ante la CIDH Washington, OC eeuu

US $1.116.68

us s2.501.35

US$ 300,00
aprox.

US$ 73,90

US$ 100,00
aprox.

US $ 824.00

US$ 7.252.77

US $ 2.336.84

TeléIonoyFax

Total de gastos de CEJ1L ante el Sistema Interamericano

Suminbitlos
(copias, papelerla , etc)

Gastos de COIT8SpOl1dencia
(Fed Ex, DHL, etc)

Audiencias ante la CIDH Washington, OC eeuu
(7 AL 11 DE OCTUBRE DE 2000)
[La cifra incluye: Un boleto aéreo (S616.68) y viáticos para una persona
por cinco dlas ($100 cada dla)]

( 12 AL16 DE NOVIEMBRE DE 2001)

[La cifra incluye: 2 boletos aéreos e impuestos ($1,501.35), así como
viáticos para dos personas por 5 dfas ($100 cada dial ]

VI. RESPALDO PROBATORIO
Los representantes de las vlctimas y sus familiares nos sumamos al acervo probatorio
presentado por la Comisión lnteramercana en la demanda presentada ante la H. Corte el 13 de
junio de 2003. Adicionalmente presentamos otras pruebas documentales, testimoniales y
periciales en respaldo a nuestras pretensiones tanto en materia de reparaciones como en la
sustentación de nuestros alegatos de fondo.

Viajes a El Satvador

• Marzo de 2003 (pos terior a la emisión del informe de fondo de la CIDH)
(Incluye únicamente boleto de avión ($ 524.00) Y viáticos por 3 dlae ($
100 diarios)]

• Julio de 2003
[Incfuye 2 boletos de avión ($ 576.90 ambos), hotel ($ 441.66),
transporte ($ 44), impuestos migratorios $37.14 por persona ($ 74.28),
viáticos para dos personas por 6 dfas ($ 100 diarios»

En cuanto al litigio del caso ante la Corte, los representantes de las Víctimas, igualmente, nos
reservamos la oportunidad de presentar posteriormente el monto de los gastos en que
incurramos a futuro.
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A. PRUEBADOCUMENTAl.
a. Respecto de loo argumon1x>o de Hooho YDerecho:

Anexo No. 1: Naciones Unidas. Acuerdos de El Satvador: en &1 caminode la paz, junio de 1992

Anexo No. 2: Naciones Unidas (ONUSAL). "De la loan a la esperanza (La guerra de 12 ai\os en
El SlIIvaior)" (en lo sucesivo. "informe de la Comisión de la Verdad"). Informe de la Comisión de
la verdad para El Salvador. 1992-1993,

Anexo No. 3: Naciones Unidas . Comité de Derechos Humanos. Lista de cuesdones que deben
abon:lene al examlnar el tercer, cuarto y qtHntohlformee peri6dicoe de El Salvador, aprobada por
el Comtté de Derechoe Humanoe 8119 de marzo de 2003, UN Doc. CCPRlcnSIUSLV

Anexo No. 4: Naciones Unidas. Comisión de Derechos Humanos. Infonne del Grupo de trabajo
ldr8 Forzadas o1_~ d. conIonnldad too la resolución
2002141 de la ComIstón. UN Doc. E/CNA/2003n , de 21 de enero de 2003

Anexo No. 5: Naciones Unidas. Comité de Derechos Humanos. Observaciones finales del Comité
de Delech08 Huma1OS:El Salvador. 18 de abril de 1994. UN Doc. CCPRlCI79IAdd.34

Anexo No. 6: Naciones Unidas. Declaraciónsobre la potecdón de la mujer y el nlñc en estados
de emergenda o de confIcto armado. Proclamada por la Asamblea General en su resolución
3318 (XXIX), de 14 de diciembre de 1974

Anexo No. 7: Naciones Unidas. Principios Rectores para los Desplazados Intamos (En lo
sucesivo, "principios rectores"). Adoptados el 11 de febrero de 1998 por la Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas. E/CN.4/1998/531Add.2.

Anexo No. 8: Decreto Leglslatlvo No. 486, publicado por la Asamblea Legislativa el 20 de marzo
de 1993.

Anexo No. 9: Organizacl6n Panamericana de la Salud . indicador demográfico para El Salvador .

Anexo No. 10: proyecto de Comisión Nacional de Búsqueda .

A.2 En relación con las pretenaJones en materia de reparaclones
a. Gastos derogados por Pro-Búsqueda
b. Gastos incurridos por CEJIL

Estos se entregarán con su lista respectiva.

1. SolicItud de~ de doc:unentos al Estado salvadoreno
Los representantes de las v/ctimas y sus familiares nos sumamos a la solicitud de la ilustre
Comisión de fecha 11 de agosto de 2003, mediante la cual se pide a la Honorable Corte que pida
al Estado la resolución de sobrese imiento del recurso de exhibición personal emitido por la Sala
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia salvadorena.233

ZJJ Véase comunicación de la Corte a los representantes, de fecha 14 de agosto de 2003 , la cual obra en el
expediente de la Hono rable Corte.
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B. PRUEBA TESTIMONIAl.
Los representantes de las víctimas nos adherimos a las designaciones de todos los testigos
establecidos por la Comisión Interamericana en su demanda. Esto es, reiteramos a las siguientes
personas como testigosen el procedimiento ante la Honorable Corte: Maria Victoria CttJl Franco
(madre de Ertinda y Emestina Serrano Cruz); Suyapa y Fernando, ambos de apellido Serrano
Cruz (hermana y hermano de de Eninda y Emestina Serrano Cruz. respectivamente); Jon Maria
Cort ina (director de la Asociación Pro-Búsqueda de Niñee y Niñee desaparecidas) ; Elsy Rosibel
Dub6n Romero y Andrea Dubón Mejla qovenee desaparecidas en la -guinda de mayo" y
eventualmente reencontradas).

C. PRUEBA PERICIAl.
De igual modo los representantes de las víctimas nos adherimos a los peritos designados por la
Comisión Interamericana en su demanda234 y sumado a éstos nos parece importante incluir a la
perito Ana Deutsch, de la cual se anexa su currlculum vitae.

VII. PUNTOS PEnTORIOS
Por todo lo antes expuesto, los representantes de las vletimas y sus familiares solicitamos a la
Honorable Corte que ded are que:

a. Al capturar y desaparecer a Erlinda y Emestina Serrano Cruz, el Estado salvadoref\o les
violó los siguientes derechos protegidos por la Convención Americana sobre Derechos
Humanos: el derecho a la vida (articulo 4), a la integridad personal (articulo 5), a la
libertad y seguridad personales (articulo 7), a las garantlas judiciales y a una protección
judicial (articulas 8 y 25, respectivamente) . Asimismo, el Estado la responsabilidad
internacional del Estado se ha comprometido por la violación, en penuiclode los familiares
de Erlinda y Emestina Serrano Cruz, del derecho a la integridad personal (articulo 5), a la
protección a la familia (articulo 17, a las garantias judiciales (articulo 8) y a la protección
judicial (articulo 25}235

b. El Estado safvacoreño es igualmente responsable por la violación del derecho a la
protección a la familia (articulo 17), al nombre (articulo 18) y a la protección especial por
ser su condición de nif\as (articulo 19) respecto de Emestina y Erlinda Serrano. Ello, en
virtud de que, posterior al secuestro y desaparición de las n;flas, no tomó las medidas
escecaes que su condición de menores requería y, entre otras cosas, no las reunificó
con su familia ni les respetó el derecho a su nombre.

C. El Estado satvadoreno es responsable por incumplir con su obligación general de respetar
y garantizar los derechos contenidos en la Convención Americana , prevista por el articulo
1.1 de este tratado.

Con base a estas conclusiones, pedimos a la Honorable Corte que ordene al Estado de El
Salvador lo siguiente:

a. Que lleve a cabo una investigación completa , imparcial y efectiva a fin de identificar,
procesar y sancionar a los agentes del Estado responsables de la captura y posterior

2~ la Ilustre cerneen nombre a las siguientes personas como peritos para el caso: Sr. Douglas Cassel, Lic. David
Morales y la Pslc. Rosa AméricEllainez Villaherrera.
nl Véaae M manda de la Comisión, supra nota 2.

66

- _ .--- - - --



..

..
I
r,,

r·
r
r
t

r,

~

!

r,

r
r

,..
,

desaparición forzada de Emestina y Erlinda Serrano Cruz. por lo hechos ocurridosa partir
del 2 de junio de 1962, en el municipio de San Antonio de la Cruz, departamento de
Chalatenango.

b. Que adopte todas las medidas legislativas y de otra fndcle con el fin de derogar los
impedimentos legales para hacer justicia en el caso, en especial el relativo a la aplicación
del Decreto Legislativo No. 486. publicado en el Diario Oficial número 56, Tomo 318, del 22 de
marzo de 1993.

c. Que tome las medidas necesarias para encontrar a las niñas y garantizar el reencuentro
con sus familiares, en caso de que las primeras estén vivas. En particular que.t . transmita
circulares internas en los consulados salvadoreños en Europa y en América sobre los
nombres de las niñae y nlños desaparecidos, a fin de facilitar el reencuentro con sus
familias; mantenga una página de internet con información relevante que contribuya a
facilitar el reencuentro de los jóvenes aun no encontrados con sus familias, así como que
difunda una pubiícacíén impresa bimestral en los departamentos donde se han
documentado desapariciones de niñas y niños con información semejante a la contenida
en la página web.

d. En caso de que eso no sea posible, que realice una investigación exhaustiva a fin de
ubicar, identificar entregar los restos de Emestina y Erlinda Serrano Cruz a sus familiares ,
en caso de que llegue a establecerse que fueron asesinadas.

e. Que adopte las medidas necesarias para que tanto Er1inda y Emestina Serrano Cruz
como sus familiares reciban una adecuada y oportuna reparación que comprometa una
plena satisfacci6n por las vlclaccnee de los derechos humanos alegados en la presente
demanda. asl como el pago de una justa indemnización compensatoria por los danos
patrimoniales y extrapatrimoniales, incluyendo el darlo inmaterial.

f. Que resarza los gastos y costas en que hayan incurrido la familia Serrano, asi como sus
representantes en los trámites en los ámbito interno, ante la Ilustre Comisión y la
Honorable Corte.

g. Como medida de satisfacción frente a la familia Serrano:
A. Que otorgue disculpas publicas por lo hechos que dieron origen al presente caso; y
B. Que publique la totalidad de la sentencia que, en su momento, emita la honorable

Corte:

h. Realizar las siguientes garanUas de satisfacción y no repetición de los hechos viclatonos:
A. Para impulsar el establecimiento del paradero de los j6venes que aun se

encuentran desaparecidos, solicitaremos que la Honorable Corte ordene al Estado:
1. crear una la Comisión Nacional de Búsqueda de Niños y Niñas. asi como un
fondo para jóvenes reencontrados; adopción de un programa de asistencia
psicológica a las familias y a las personas reencontradas;

B. Para evitar la recurreneia de los hechos establecidos es crucial mantener viva la
memoria , por lo cual solicitamos: 1. la difusión de un video como garantra que
hechos tan lamentables no volverán a repetirse; y 2. la designación de un dfa para
conmemorar a los niños y niñee desaparecidos ;

C. Asimismo, para que no vuelvan a repetirse estos trágicos eventos, es
fundamental 1. que se garantice la mayor protección legal a fin de que se
tipifique adecuadamente el delito de desaparición forzada; 2. que se derogue el
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decreto legislativo No. 486 que se lleve a cabo un programa de educaci6n y
capacitación en derechos humanos a las fuerzas armadas salvadorenas.

Sin otro particular, aprovechamos la oportunidad para reiterarle nuestras muestras de la más alta
consider ación y estima.

i
í

l(1). ,<\)..(X<"'"~
Darfing Azucena Mejia
Pro-Búsqueda

v\(<<.nc"vlc
VMana KrstIcevtc

CEJIL
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